
  Y VISTOS:  

 

  En la ciudad de Buenos Aires a los quince 

días del mes de agosto del año dos mil seis, se 

reúnen los integrantes del Jurado de 

Enjuiciamiento de Magistrados de la Nación, 

integrado por la Dres. Elena I. Highton de 

Nolasco, Manuel Justo Baladrón, Enrique Pedro 

Basla, César A. Gioja, Manuel Alberto Jesús 

Moreira, Ramiro Domingo Puyol, Eduardo Alejandro 

Roca, Carlos Alberto Rossi y Guillermo Ernesto 

Sagués para dictar el fallo definitivo en este 

expediente N° 20 caratulado “ Dr. Rubén Omar Caro 

s/ pedido de enjuiciamiento ”. 

  Intervienen en el proceso, por la 

acusación, los señores representantes del Consejo 

de la Magistratura del Poder Judicial de la Nación 

Dres. Federico T. M. Storani, Diana B. Conti y 

Beinusz Szmukler, el señor magistrado Dr. Rubén 

Omar Caro y sus defensores particulares Dres. 

Oscar Luis Vignale y Gabriela Inés Cervo y el 

señor defensor público oficial designado en los 

términos del art. 17 del Reglamento Procesal, Dr. 

Julián Horacio Langevin. 

 

  RESULTA: 

  I.  Que por resolución N° 37/06, dictada en 

el expediente 75/99, “ Pandolfi, Oscar Inaudi Marcelo c/ 

titular Juzg. de Zapala Dr. Rubén A. Caro ” y sus 

acumulados, expedientes 105/00, “ Remite presentación 

Paparatto Cecilia, s/ juicio político contra el Dr.  Rubén 



A. Caro ” y 200/01, “ Canevaro, Pedro José c/ titular 

Juzgado Federal de Zapala Dr. Rubén Caro ”, el Consejo de 

la Magistratura acusó al titular del Juzgado 

Federal de Zapala, Dr. Rubén Omar Caro, por la 

causal de mal desempeño de sus funciones (arts. 

53, 110 y 114 inciso 5° de la Constitución 

Nacional, y 7 inciso 7° de la ley 24.937 –t.o. por 

decreto 616/99), en razón de su actuación en la 

instrucción de la causa “ Canevaro, Ignacio Rodrigo 

y otros, s/ homicidio y encubrimiento ”, conocida 

como “Carrasco I”. 

  En la mencionada resolución se atribuye al 

magistrado haber actuado con “ sumisión a la actividad 

desplegada por la inteligencia militar en el sumari o de 

instrucción ”. Considera la acusación que “ numerosa 

prueba demuestra la presencia militar anticipando l as 

estrategias de investigación, como en la ejecución de actos 

procesales de trascendencia para la causa. Ello com prueba 

que el magistrado actuaba según los lineamientos in dicados 

en la investigación paralela en la que aparentement e se 

investigaba una falta militar, como el abuso de aut oridad, 

pero que disfrazaba la verdadera pesquisa del homic idio. 

Asimismo se observan irregularidades durante el 

procedimiento, en actuaciones puntuales, que muestr an 

cabalmente esa dependencia del magistrado a la acti vidad 

castrense. Todos esos hechos configuran una grave 

declinación de su competencia y de las funciones co n las 

que la sociedad lo dignificara ”. 

  Hace mérito de diversos hechos que 

indicarían la claudicación jurisdiccional y la 

subordinación a la justicia militar, a saber: 

      



  a) Hecho del ex soldado Juan Sebastián 

Castro.  

  La acusación cuestiona al juez Caro por no 

haber valorado ni interrogado a Castro acerca de 

los hechos que había narrado a los policías Aldo 

Horacio Pizarro y Mario Andrés Romero y reiterado 

ante el juez de que “ él había visto a tres o cuatro 

personas pegando a su compañero Omar Carrasco, acla rando 

ser el único que había visto la escena de la golpiz a”; 

asimismo por la interrupción posterior del acto y 

la entrega del soldado a la fuerza militar, de la 

que había desertado, habiendo sido internado en el 

Hospital Militar. Agrega que “… viendo las 

circunstancias particulares del caso debería haber 

culminado la testifical en un solo acto ”.   

  En cuanto a la internación de Castro en el 

Hospital Militar, pondera que si bien el juez 

acusado “ no tenía responsabilidad sobre la internación 

posterior de Castro, pero el magistrado sabía que s i el 

nombrado quedaba a disposición de la policía provin cial, 

ésta debía cumplir con la entrega al ejército… El s entido 

de la norma es que el desertor no se retraiga nueva mente de 

sus obligaciones militares. Era evidente que el ex soldado, 

con su declaración, involucraba a integrantes de la  fuerza 

que lo ‘protegería’. Por lo que, para Castro, era m ás 

intimidante regresar a la unidad militar, que queda r a 

disposición del juzgado en otra dependencia. Queda 

igualmente latente la impresión del Tribunal Oral a cerca 

que la internación tuvo como fin poder influir en l a 

declaración de este simple hombre ”.  

 

 

 



  b) Hecho de la huella del camión “Unimog”.  

  La acusación imputa al juez Caro, no haber 

dejado constancia en el acta del hallazgo del 

cadáver del soldado Carrasco, de  la existencia de 

la huella de un camión tipo “Unimog”, ni de la 

presencia del principal Palacios, quien le había 

indicado dicha huella, y asimismo haber omitido 

adoptar las medidas de seguridad de las pruebas  

“ que podrían rescatarse en el lugar de la medida ”. 

  Se aduce que “ si efectivamente el Dr. Caro se 

libera de responsabilidad por la omisión de registr ar la 

presencia de Palacios en el lugar del hallazgo, en función 

a que no lo había nombrado para el acto, no puede d ecir que 

la huella no está preservada porque el policía no l a 

guardó, porque éste no estaba habilitado para inter venir en 

la medida… El Dr. Caro, aunque intente negar enfáti camente 

su conocimiento, tuvo responsabilidad en la omisión  de 

captar ese rastro al momento del hallazgo del cuerp o de 

Carrasco ”. 

   

  c) Hecho del ex soldado Fabián Luna.   

  La acusación reprocha al Dr. Caro por 

haber “insistido” al testigo Luna para que 

incrimine como autores del homicidio a los 

entonces soldados Suárez, Salazar y al subteniente 

Canevaro; no haber cumplido las pautas que la ley 

ritual establece para la declaración de los 

testigos analfabetos y no haber investigado las 

supuestas “presiones” que Luna le manifestó haber 

sufrido por parte de personal del Ejército ni el 

ofrecimiento material que dicho personal había 

efectuado a Balmaceda para cambiar la declaración. 



  La acusación considera que la conducta del 

juez Caro constituye la causal constitucional de 

mal desempeño, por cuanto que las resoluciones que 

dictaba en la causa instruida por el homicidio del 

soldado Carrasco, las adoptaba “ en función de lo 

expresado en la investigación militar, se dejó llev ar por 

el avance de la investigación militar. Y esa fuerza , que 

era la investigada, se constituyó en la fundamental  

investigadora y colaboradora del juez, en la diluci dación 

de un delito común: el homicidio ”. Pone de resalto la 

“ estrecha vinculación del Juez Caro con Raimúndez y la 

participación de inteligencia militar en las tareas  de 

investigación durante la instrucción penal ”. 

  En referencia con el cargo en cuestión, la 

acusación le atribuye al juez Dr. Caro “ la 

inapropiada falta de diligencia… tanto en la prácti ca de la 

autopsia, como en el cuidado de los restos… ”. 

 

  II.  Que en su escrito de defensa, la 

asistencia técnica particular examina los hechos 

imputados al Dr. Caro.        

  En cuanto al hecho del ex soldado Juan 

Sebastián Castro , destaca que éste “tiende a la 

confabulación” y que “ es falso que el juez quiso 

interrumpir el acto. Se encontraba presente el Fisc al y el 

Secretario de actuación. Se reinició la actividad 

inmediatamente después al otro día con Castro repue sto y 

sin dolor ” y que la dolencia que afectaba a dicho 

soldado, ha sido acreditada por el Dr. Daniel 

Temis, médico de la Policía de la Provincia de 

Neuquén. 



  En lo relativo a la suspensión de la 

declaración testifical de Castro, y a su 

internación en el Hospital Militar, hace mérito 

del dictamen fiscal del Dr. Darquier en la causa 

“Inaudi, Marcelo, s/ Denuncia” en cuanto sostuvo 

que “… tales circunstancias no autorizan a concluir que 

este Magistrado haya violentado las previsiones con tenidas 

en el artículo 79 del CPPN y menos aún responsabili zarlo en 

alguna medida por el aludido alojamiento y sus 

consecuencias. Ello así porque tratándose de un des ertor 

detenido a disposición de las autoridades castrense s 

legalmente debía ser reintegrado… ” 

  En lo referente a la huella del camión 

“Unimog” , expresa que no se ha acreditado su 

existencia porque “… nadie más que las personas que se 

invocan la han visto ” y además porque “ si no se constató 

no puede afirmarse que pertenecía a un UNIMOG ”.  

  Pone de manifiesto diversos elementos 

probatorios que restarían crédito a la afirmación 

de Palacio de que había advertido al juez Caro 

sobre la huella en cuestión. Menciona que el día 

del hallazgo del cadáver de Carrasco, varias 

personas habían visto un vehículo similar al 

camión “Unimog” con un “acopladito” en cercanías 

del cerro Gaucho y que “ por el horario, época del año y 

características de la zona, resulta totalmente impo sible 

que se hubiera trasladado un cadáver a plena luz de l día 

sin que nadie pudiera advertir tal maniobra ”.  

  Añade que el día mencionado se había 

dispuesto un rastrillaje con la participación de 

unos ciento treinta soldados, razón por la cual 

“ dicho sitio y su zona adyacente se encontraba total mente 



alterada a consecuencia de innumerable cantidad de 

pisadas …”. 

  En lo atinente al hecho del ex soldado 

Héctor Fabián Luna , aduce que no se trata de un 

analfabeto, sino que “no sabe leer muy bien”.  

  Sostiene que no es cierto lo dicho por 

Luna de que el juez Caro “ le cambió la declaración y 

que junto con la secretaria era apretado para que d iga de 

mentira a verdad ”, pues el actuario dio fe de su 

contenido y además se hallaban presentes tres 

fiscales. Que tampoco ha sido probado que el Dr. 

Caro hubiere indicado al testigo los nombres de 

los imputados Suárez y Salazar.  

  En definitiva considera que no ha sido 

probada la injerencia de la inteligencia militar 

en el sumario judicial, ni la sumisión del juez 

Caro a aquélla. Destaca que el General de Brigada 

Daniel Manuel Reimundes (R) no actuó como 

colaborador del magistrado, sino que “… en 

ocasionales circunstancias fue consultado sobre tem áticas 

específicamente de organización militar, para un me jor y 

más eficaz entendimiento del funcionamiento del cua rtel de 

Zapala, sus distintas áreas y dependencias …”. Que por su 

parte el juez militar Teniente Coronel Raúl 

Ernesto José actuaba en lo atinente a la esfera 

administrativa interna del Ejército y que el 

sumario militar se había labrado respecto de la 

falta militar denominada “abuso de autoridad” 

(art. 702 Código de Justicia Militar). 

  Afirma que el hecho de haber solicitado el 

juez Caro el sumario militar no implicó haberse 

“sometido” a su contenido y conclusiones, “ sino tan 



solo como un elemento más a reunir para su correspo ndiente 

estudio y consideración, a los efectos de vislumbra r pautas 

o cabos sueltos que pudieran evidenciarse, o aspect os que 

dieran motivo a un análisis más medular ”.  

  Concluye expresando que la correcta 

actuación del Dr. Caro a cargo de la instrucción 

del sumario por el homicidio del soldado Carrasco, 

permitió el juzgamiento y la condena de los 

procesados y que “ con la intervención de la Cámara 

Nacional de Casación Penal ha quedado sepultada tod a chance 

de considerar que el Doctor Caro haya consentido, a valado o 

tolerado las investigaciones desplegadas por la act ividad 

militar ”. 

 

  III.  Que el defensor Dr. Vignale antes de 

contestar el traslado, dedujo diversas 

excepciones. El Jurado el 20 de abril de 2006 

rechazó las de cosa juzgada, prescripción e 

incompetencia (fs. 613/620). En dicha resolución 

difirió al fallo “ la cuestión referente al eventual 

conocimiento y evaluación por el Senado de la Nació n, al 

otorgar acuerdo al Dr. Rubén Caro para el cargo de juez 

federal, de los hechos que integran el objeto proce sal, y 

en su caso, si ha sido conculcada la garantía de la  

división de poderes ”. Por su parte el 10 de mayo de 

2006 no hizo lugar al recurso de reposición 

deducido por la asistencia técnica particular, por 

la cuestión que se difirió al fallo. También se 

rechazó el planteo de nulidad parcial de la 

acusación (fs.693/4). 

  Al contestar el traslado el defensor Dr. 

Vignale, transcribe las expresiones de diversos 



senadores que prestaron acuerdo al Dr. Caro el 20 

de abril de 1994 para el cargo de juez federal de 

Zapala. Señala que “ los hechos que integran el objeto 

procesal de esta causa resultaban conocidos por los  

Senadores que prestaron acuerdo para el nombramient o del 

Dr. Caro y que evaluaron cada uno de ellos… La reno vación 

del tratamiento de estas cuestiones por parte de es te 

Honorable Jurado, sin ninguna duda conculca la gara ntía de 

la división de poderes ”. 

 

  IV.  Que en la audiencia de debate oral, 

que comenzó el 26 de junio de 2006 se recibieron 

las declaraciones de los testigos ofrecidos por 

las partes y aceptados por el Jurado. Se incorporó 

la prueba que por su naturaleza fue realizada con 

anterioridad al debate y se dispusieron medidas 

para mejor proveer. 

  La acusación y la defensa informaron 

oralmente, después de lo cual concluyó 

definitivamente el debate, con lo cual la causa 

quedó en condiciones de ser resuelta. 

 

 

  Y CONSIDERANDO: 

 

 Los señores miembros del Jurado Dres. Elena 

Highton de Nolasco, Enrique Pedro Basla, Manuel 

Alberto Jesús Moreira, Ramiro Domingo Puyol, 

Eduardo Alejandro Roca y Guillermo Ernesto Sagués 

dicen:  

 

 



CUESTIÓN PRELIMINAR: 

  1°) Ha de resolverse la siguiente 

cuestión:  

        ¿Conoció y evaluó el Senado de la Nación, 

al otorgar acuerdo al doctor Rubén Caro para el 

cargo de juez federal, los hechos que integran el 

objeto procesal?. En su caso, ¿ha sido conculcada 

la garantía de la división de poderes?         

  2°) Que corresponde en primer término 

ingresar al tratamiento del planteo de la defensa 

de fs.547/581, cuya decisión este Jurado difirió 

para el momento del fallo; sostuvo dicha 

asistencia técnica que los hechos aquí imputados 

al doctor Caro fueron ya revisados por el Senado 

de la Nación al tiempo de otorgar acuerdo a su 

designación como Juez Federal de Zapala, por lo 

que –conforme doctrina del Jurado en la causa 

“Brusa”- ese contralor impediría a este Jurado 

revisar lo resuelto por dicho órgano político.  

 La acusación se opuso y peticionó su 

rechazo, criterio que ratificó durante los 

alegatos finales del debate; sostuvo allí que 

conforme el respectivo Diario de Sesiones del 

Senado, el acuerdo se otorgó a sólo catorce días 

del hallazgo del cadáver del soldado Carrasco y 

tuvo como fundamento el fortalecimiento 

institucional de la magistratura federal que 

llevaba adelante la causa. Ninguno de los 

senadores -agregó- tenían ni podían tener 

conocimiento de irregularidades en la actuación de 

Caro; la conducta que el juez desarrollaba en el 



expediente era desconocida por el Senado; por tal 

razón, enfatizó que los hechos denunciados pueden 

validamente ser materia de este enjuiciamiento.  

 En contrario, la defensa reiteró que los 

senadores de la Nación cuando ungieron al doctor 

Caro con el cargo de Juez Federal estaban al tanto 

de todos los acontecimientos que éste 

protagonizaba y que estaba llevando a cabo. 

Refiere que de los dos testimonios escuchados en 

el debate (ex senadores Solari Irigoyen y 

Villarreal) surgió que el conjunto de senadores 

que eligió al doctor Caro estaba en absoluto 

conocimiento de todo lo que estaba ocurriendo; y 

que conocían perfectamente no solo las actuaciones 

de aquellos funcionarios militares que venían 

actuando desde hacía unas semanas sino también la 

instrucción separada, puntual, que venia 

ejercitando el doctor Caro.  

 3°) Que para el examen de la cuestión cabe 

recordar que el doctor Caro era el Defensor 

Oficial ante el Juzgado Federal de Zapala, y en 

virtud de lo dispuesto en los arts. 1 y 3 inc. a) 

de la entonces vigente ley 20.581, venía 

desempeñándose como Juez Federal Subrogante de 

Zapala, desde el 1° de mayo de 1993; asimismo el 

Presidente de la República en fecha 17 de marzo de 

1994 había enviado al Senado de la Nación su 

pliego para ser designado titular en el cargo que 

reemplazaba. 

 Tal era su condición el 23 de marzo de 

1994 cuando decidió intervenir en la causa, la que 



continuaba el 6 de abril del mismo año cuando se 

produce el hallazgo del cadáver del soldado 

Carrasco. Por su parte, el Senado de la Nación 

prestó acuerdo para su designación como Juez 

Federal de Zapala el 20 de abril del mismo año. 

 Ello significa que varios de los hechos 

descriptos en la acusación como reveladores de un 

mal desempeño, habría sido llevados a cabo por el 

doctor Caro durante esos catorce días que mediaron 

entre el hallazgo del cadáver y su designación 

como magistrado titular.  

 Al resolver una excepción de incompetencia 

planteada por la defensa, este Jurado dijo que la 

actuación del doctor Caro como juez subrogante 

durante la tramitación de la causa “Carrasco I”, 

no incidía en el examen de su conducta como 

magistrado, pues al poco tiempo fue designado juez 

federal y en tal carácter continuó la tramitación 

del caso. Se agregó que por ello, no existía óbice 

constitucional para examinar la conducta del 

magistrado a la luz del objeto procesal descripto 

en la acusación del Consejo de la Magistratura, de 

conformidad con lo establecido en los artículos 

53, 110, 114 y 115 de la Constitución Nacional. 

 Conforme a los términos de dicha 

acusación, la actuación reprochable durante el 

período de subrogancia previo al nombramiento, 

está dada por la omisión de hacer constar en el 

acta la existencia de una huella perteneciente a 

una rueda de un camión Unimog, la falta de 

precintado del lugar en que se halló el cadáver, 



la decisión de llevar a cabo la autopsia en el 

mismo hospital militar (todas del 6/4/94) y la 

infundada interrupción de la declaración del 

testigo Juan Sebastián Castro (9/4/94). 

        4°) Que así como en este caso se ha 

decidido que el Jurado posee facultades para 

juzgar conductas previas al acuerdo, es preciso 

delimitar si dicha potestad subsiste cuando tales 

hechos fueron conocidos por el Senado y no 

obstante, prestó al magistrado el acuerdo para el 

cargo por el cual hoy se pretende su remoción. Este  

Jurado tuvo oportunidad de pronunciarse al 

respecto en los precedentes “Brusa” y “Lona”. Se 

señaló en el primero (considerando 16) que “en el 

sub judice  son los mismos hechos vinculados a 

presuntas violaciones de derechos humanos 

imputados al Dr. Brusa, conocidos y evaluados 

oportunamente por el Honorable Senado de la Nación 

y el Poder Ejecutivo Nacional, aquéllos a los que 

se refiere la acusación. En este contexto, remover 

a un juez de la Nación por este Jurado de 

Enjuiciamiento, a causa de hechos anteriores a su 

designación y conocidos antes de ella, implicaría 

atribuirle la potestad de revisar la designación 

de los magistrados federales efectuada por el 

Poder Ejecutivo con el acuerdo del Senado, 

conforme los recaudos exigidos por la 

Constitución. Resulta evidente, conforme los 

hechos aquí planteados, que la atribución 

constitucional conferida a este Cuerpo consiste en 

remover a los jueces incursos en alguna de las 



causales de responsabilidad que la Constitución 

establece (artículos 53 y 115), sin que la más 

amplia interpretación de sus facultades contemple 

la revisión de decisiones adoptadas por el Poder 

Ejecutivo y el Senado, en este ámbito” . Se agregó 

que “toda vez que el Honorable Senado de la 

Nación, al momento de conceder el acuerdo para la 

designación del Dr. Victor Brusa, ejerció el 

correspondiente contralor de sus antecedentes 

personales, ello impide a este Jurado revisar lo 

resuelto por dicho órgano político en ejercicio de 

sus facultades. Si así lo hiciere, tal resolución 

sería inconstitucional” . 

  En la causa “Lona” el Jurado volvió a 

tratar el tema, pero si bien mayoritariamente se 

decidió que no podía tratar determinados hechos en 

razón de que habían sido anteriores al acuerdo 

otorgado por el Senado, las opiniones se 

dividieron en cuanto a la incidencia que tiene en 

la cuestión que el Senado haya conocido y tratado 

tales hechos. Una vertiente (doctores Belluscio, 

Billoch Caride y Dugo) sostuvo que la causal 

constitucional de “mal desempeño” únicamente 

admite evaluar la conducta del juez en el 

ejercicio del cargo que ocupa al ser acusado, no 

en el que ya no desempeña. Argumentó que al 

prestar el acuerdo para la designación del juez 

imputado debe presumirse iuris et de iure  que el 

Senado revisó los antecedentes y la idoneidad de 

la persona propuesta; si lo hizo correcta o 

incorrectamente es materia exenta de la autoridad 



de los jueces, los cuales pueden pronunciarse 

sobre la legalidad de los actos de los otros 

poderes pero no sobre las razones de oportunidad, 

mérito o conveniencia tenidas en cuenta por ellos 

para adoptar decisiones que le son propias. 

Agregaron que si el Jurado removiera a un juez por 

hechos anteriores a su designación vendría a 

controlar la regularidad del ejercicio de sus 

atribuciones exclusivas por el Senado juzgando sin 

autoridad para ello si dicha cámara procedió bien 

o mal al prestar el acuerdo a pesar de la 

existencia de tales hechos.   

  Asimismo, con mención del precedente 

“Brusa” hicieron la salvedad -en relación a que 

los hechos imputados deben haber sido conocidos y 

evaluados por el Senado- que los acuerdos 

prestados por el Senado datan de la época en que 

las respectivas reuniones de la Comisión de 

Acuerdo y las sesiones del Cuerpo eran secretas, 

por lo que existiría imposibilidad material de 

establecer si dicha cámara conoció o no conoció 

determinados hechos, ya que para demostrarlo sería 

necesario partir de un hecho ilícito cual sería la 

violación de secreto por los intervinientes en 

ellas. De todos modos concluye: “Y aunque así no 

fuese, entrar a juzgar hechos no valorados por el 

Senado en su momento tanto valdría como imputar a 

los senadores negligencia en el cumplimiento de 

sus deberes, lo que choca con el respeto de sus 

atribuciones constitucionales debido por uno de 

los órganos de gobierno a otros”.  



  Por su parte, en distinta óptica los 

doctores Basla y Sagués (con adhesión del doctor 

Roca) afirmaron que de la doctrina Brusa surge 

como conclusión que la sola circunstancia de que 

se trate de sucesos que ocurrieron con 

anterioridad a la asunción del cargo que ostenta 

el magistrado traído a juicio político en modo 

alguno impide en forma automática que este Cuerpo 

se aboque a su tratamiento; en efecto el objeto 

procesal del enjuiciamiento previsto por el art. 

115 de la Constitución Nacional se encuentra 

determinado por los hechos enumerados en la 

acusación y opera como límite que las presuntas 

conductas disvaliosas fueran conocidas y evaluadas 

oportunamente por el Honorable Senado de la Nación 

y por el Poder Ejecutivo Nacional al momento de 

conceder el acuerdo y designar al juez. 

 Agregaron que el criterio rector 

propiciado resguarda el principio de nuestro 

régimen republicano de separación de poderes y 

permite, en equilibrio armónico, el ejercicio de 

las respectivas funciones y competencias asignadas 

por el constituyente a este Cuerpo y al Poder 

Legislativo, presupuesto para el logro de la 

plenitud del Estado de Derecho.  

 Asimismo, afirmaron que la pauta expuesta 

no conlleva investir a este Cuerpo con la potestad 

de revisar las razones de oportunidad, mérito o 

conveniencia tenidas en cuenta por los Poderes del 

Estado para la designación de los magistrados 

federales, ni tampoco efectuar un reexamen de sus 



conductas y antecedentes. Por el contrario, en el 

estricto ejercicio de las atribuciones confiadas 

por la Constitución, permite el juzgamiento de 

aquellos hechos que por circunstancias diversas 

pudieron haber permanecido fuera del conocimiento 

de la Cámara Alta al momento de conceder el 

acuerdo, sin que tal circunstancia implique, bajo 

ningún punto de vista, descalificar la actuación 

desarrollada por el Cuerpo Legislativo.  

   5°) Que en este caso, habiendo este Jurado 

asumido ya su competencia para aquellos hechos 

anteriores al acuerdo, y habida cuenta de que el 

acuerdo al doctor Caro le fue otorgado en sesión 

pública, corresponde verificar si efectivamente el 

Senado conoció y en su caso analizó los hechos que 

conforman la acusación en el presente 

enjuiciamiento. En caso positivo, va de suyo que 

este Jurado se ha de encontrar impedido de 

abocarse a su tratamiento pues este Cuerpo carece 

de la potestad de revisar las razones de 

oportunidad merito o conveniencia tenidas en 

cuenta por los poderes del Estado para la 

designación de los jueces. 

 Al respecto, deben ponderarse 

especialmente las versiones taquigráficas del 

debate en el Senado de la Nación, los testimonios 

de los Señores Senadores que votaron el acuerdo, 

otras testificales relevantes desde el punto de 

vista probatorio y el conocimiento público  de la 

actuación del doctor Caro como juez subrogante 

hasta el momento de su designación, 



fundamentalmente en su expresión en los medios de 

comunicación. 

 6°) Que el doctor Hipólito Solari 

Irigoyen, Senador con mandato cumplido, en la 

audiencia de debate manifestó no recordar las 

consideraciones efectuadas para decidir la 

aprobación del pliego del doctor Caro y que había 

seguido los sucesos vinculados al caso Carrasco 

por la gravedad que revestía la muerte de un 

soldado en un cuartel. 

 Aclaró que no integraba la comisión de 

Acuerdos al momento de tratarse la designación del 

magistrado, el 20 de abril de 1994, ni podía 

aportar algún dato al respecto. Sin perjuicio de 

ello, explicó que en el bloque de la Unión Cívica 

Radical, se examinaban absolutamente todos los 

antecedentes de los propuestos para lo cual un 

asesor especial estudiaba los casos y además tenía 

asiduo contacto con el dicente, acostumbrando a 

pasar por su oficina del Senado, con el fin de 

conversar sobre los jueces, ya que conocía su 

interés en votar “a conciencia”.  

 Por su parte el doctor Pedro Guillermo 

Villarroel, también Senador con mandato cumplido, 

refirió en este juicio que había conservado la 

mayoría de los diarios de sesiones en los que 

constaban sus intervenciones o se vinculaban a 

cuestiones de cierta importancia. Manifestó que en 

la sesión del 20 de abril de 1994 se requirió el 

tratamiento sobre tablas de la designación del 

postulado Caro con el argumento de la necesidad de 



fortalecer la investidura del juez subrogante ante 

la inquietud pública respecto del caso Carrasco, 

la desconfianza generada en relación con el 

desempeño de la autoridad militar y, asimismo, 

valorar la ausencia de impugnaciones u objeciones 

respecto de la idoneidad y conducta del candidato 

postulado.  

 Señaló que esos fueron los argumentos 

esgrimidos y que sobre ellos habían coincidido el 

doctor Genoud, presidente de bloque radical y los 

senadores Solari Irigoyen, Avelín y Solana. 

Destacó que este último, de la provincia de 

Neuquén, realizó algunas consideraciones referidas 

a los buenos antecedentes del doctor Caro, no sólo 

por su desempeño en el cargo como subrogante sino 

también por su actuación en la justicia 

provincial. 

 7°) Que también prestó declaración el 

doctor Víctor Peláez, Diputado Nacional por la 

Unión Cívica Radical por la Provincia de Neuquén 

cuando se produjo el episodio del soldado 

Carrasco. Se le preguntó si se conocía en ese 

momento alguna ineficiencia o deficiencia en la 

investigación del caso. El testigo manifestó que 

al tiempo de prestarse el Acuerdo del Senado para 

la designación del doctor Caro “ Los que estábamos 

metidos en el asunto sabíamos, pero públicamente 

no se sabía, no estaba aún en los diarios, no 

estaba manejada la cosa, no era vox pópuli; era 

entre nosotros.” Agregando que estas 



circunstancias no las hizo conocer a su bloque 

legislativo.  

 8°) Que, por otro lado, del Diario de 

Sesiones de la Cámara de Senadores de la Nación 

correspondiente al 20 de abril de 1994 (páginas 

6381/6384) surge que el Senador Bittel expuso que 

la causa relacionada con los hechos acaecidos en 

Regimiento de Zapala, que eran de público 

conocimiento, estaba a cargo del juez subrogante 

Caro y solicitó por una “razón de urgencia”  el 

tratamiento sobre tablas de la designación. 

Planteada la moción, el Senador Genoud expuso que 

el bloque radical no tenía observaciones que 

formular al acuerdo propiciado para el doctor Caro 

ni cuestionaba sus antecedentes personales y 

profesionales y agregó que el magistrado “ tiene a 

su cargo nada menos que la investigación del 

homicidio del soldado Carrasco, que ha producido 

una profunda conmoción pública. . . De manera tal 

que, a nuestro juicio el acuerdo es necesario en 

función de que se ratificaría con él, en esta 

sesión, a un hombre que tendría la plena 

investidura a los efectos de cubrir y cumplir 

acabadamente sus funciones jurisdiccionales en 

este caso tan importante debido a la conmoción a 

la que aludía recientemente”. 

 Por su parte el Senador Luis León dijo que 

prestaban el acuerdo porque creían que debía 

prestigiarse al juez que llevaba la causa y 

expresó que tenía conocimiento de que hasta ese 

día se habían descubierto cuatro potenciales 



inculpados que serían los responsables de abusos 

de autoridad acaecidos en el cuartel.  

 El Senador por Neuquén, doctor Jorge 

Solana, puso de resalto que conocía personalmente 

al doctor Caro por lo que estaba en condiciones de 

“asegurar la capacidad y honorabilidad de este 

juez. Pero además lo ha demostrado en los hechos 

durante la instrucción de la causa que motiva esta 

conmoción social en la Argentina”.  

 9°) Que cabe consignar también que este 

Jurado ha tenido a la vista recortes periodísticos 

correspondientes a los diarios Clarín y Pagina 12, 

los que en sus ediciones de fecha 13 a 16 y 14 de 

abril de 1994, respectivamente, abordan el tema 

del hallazgo del cadáver en el interior del 

cuartel y efectúan un seguimiento de los primeros 

pasos de la investigación. 

 10°) Que analizadas conjuntamente las 

pruebas que se han enumerado se puede concluir que 

la muerte del soldado Carrasco, cuyo cadáver 

apareciera en el interior del Regimiento de 

Zapala, conmocionó en aquellos días a la sociedad 

argentina y constituyó un candente tema de 

preocupación política.  

 Ha logrado probarse que el Senado conocía 

del suceso, conocía que el doctor Caro actuaba 

como Juez subrogante en dicho proceso penal, 

conocía de una actividad militar al respecto, 

conocía la urgencia de designar un juez federal 

efectivo; pero de ningún modo se probó que se 

conociera, y menos aún que se evaluara, una 



conducta disvaliosa o presuntamente disvaliosa del 

juez en relación al trámite de la causa, o que los 

legisladores conocieran en concreto su contenido. 

Por el contrario, en la sesión correspondiente se 

mencionaron los buenos antecedentes del candidato, 

su capacidad y honorabilidad, como así la 

necesidad –como bien sostuvo la acusación- de 

fortalecer la actuación de la justicia civil a 

través de la designación efectiva del juez 

interviniente. 

  No surge de lo consignado en el Diario de 

Sesiones ni de los testimonios recibidos en el 

debate, que el Senado tuviera conocimiento acerca 

de una claudicación de la jurisdicción del doctor 

Caro a favor de los intereses del Ejército, y 

mucho menos que se le reprocharan la adopción u 

omisión de las medidas a que refiere en modo 

puntual la acusación (la huella, el precintado, o 

las declaraciones testimoniales de Castro).  

 Finalmente, corresponde remarcar que hasta 

el 20 de abril de 1994 los medios periodísticos de 

la época, según surge de la documental aludida 

cuya autenticidad no fue controvertida, 

describieron las alternativas del “Caso Carrasco” 

pero sin reflejar claros cuestionamientos al 

accionar del Juez que pudieran permitir 

calificarlos como públicos y notorios. 

    11º) Que, en suma, al analizar e integrar 

los elementos enumerados, el marco probatorio se 

cierra en forma homogénea y adquiere el peso 

suficiente para permitir concluir lógicamente y 



con certeza constrictiva que el Honorable Senado 

de la Nación, al momento de conceder el acuerdo 

para la designación del doctor Rubén Omar Caro 

como Juez Federal el 20 de abril de 1994, no 

conoció en plenitud los hechos que aquí se le 

endilgan. 

 De modo que –en la especie- rechazar la 

pretensión de la defensa no implica un avance 

sobre la designación efectuada por el Poder 

Ejecutivo con el acuerdo del Senado, conforme a 

los recaudos exigidos por la Constitución 

Nacional, por lo que no se contradice la doctrina 

de este Cuerpo que veda la revisión de una 

decisión de los poderes del Estado cuando ha sido 

efectuada en los límites de sus facultades 

constitucionales, con la finalidad de no lesionar 

la división de poderes (conf. doctrina del fallo 

de la causa n°2 “Dr. Víctor Hermes Brusa s/ pedido 

de enjuiciamiento”, considerando 17 del voto de la 

mayoría, 30 de marzo de 2000). 

       

        ALGUNAS PREMISAS.  

    12°) Que antes de ingresar a las 

cuestiones de fondo, corresponde señalar algunos 

principios generales y premisas de las cuales se 

partirá para resolver aquéllas: 

 

    1) Valoración del proceso de toma de 

decisiones.  

    En materia de toma de decisiones y cuando 

son varios los caminos posibles, el espectador –en 



el caso, este Jurado- debe reubicarse nuevamente 

en el tiempo de acaecimiento de los hechos, y no 

en un tiempo posterior, cuando la situación ya 

está ampliamente definida y se cuenta con nutrida 

información entonces inexistente.  

    Siempre que se pondera el mérito del 

desarrollo decisorio, para juzgar cómo se 

procedió, es fundamental tener en cuenta este 

principio: el tribunal debe colocarse ex ante  y no 

ex post facto . En general, no se trata de una mera 

reconstrucción mecánica de hechos objetivos, sino 

de evaluar un proceso continuado de inferencias, 

deliberaciones y conclusiones.  

    La ponderación no puede hacerse tratando 

de reconstruir para atrás el iter  de su evolución 

en forma inversa al acaecimiento de los hechos, 

sino que quien pretende formarse un juicio debe 

colocarse en el día y hora en que quien actuó –en 

el caso, el juez Caro- debió tomar cada decisión, 

ver cuál era entonces el cuadro de situación, 

cuáles eran los elementos con que contaba o podía 

contar el magistrado, cuáles las opciones 

posibles. Este jurado debe juzgar si las acciones 

que realizó, si las decisiones que tomó, estaban 

dentro de los cánones adecuados a lo que el juez 

pudo o debió percibir en tal momento. 

  

        2) Valoración de conductas bajo la 

vigencia de un sistema acusatorio.  

  A fin de valorar la conducta del juez Caro 

es relevante recordar que el Código Procesal Penal 



de la Nación –de aplicación para la Capital 

Federal y la Justicia Federal-(ley 23.984 –B.O. 

09/09/1991-), que consagró una profunda reforma y 

modificación integral al sistema penal, ya regía 

al tiempo de los hechos.  

    Las características de los sistemas 

inquisitivo y acusatorio son diametralmente 

opuestas; y en la reforma, el procedimiento de 

tipo inquisitivo cedió su lugar a un sistema 

prevalentemente  acusatorio, consecuencia  que 

debe tenerse muy en cuenta a fin de no introducir 

confusión en las funciones procesales que ahora 

son separables y deben mantenerse separadas. 

 Las posiciones fundamentales de toda forma 

de procedimiento penal son tres: el acusador, el 

defensor y el juez o tribunal. 

    En el sistema inquisitivo la acción para 

perseguir el delito pertenece al juez 

todopoderoso. Dentro del contexto acusatorio, el 

juez de instrucción se convierte en un director 

del proceso a fin de garantizar el equilibrio y la 

contradicción entre partes adversas frente a un 

tribunal imparcial, mas sin perjuicio de las 

obligaciones y responsabilidades propias del cargo 

y sus facultades para mejor proveer- no le compete 

proceder de oficio aun en la fase preparatoria o 

en la investigativa. Es decir que desde el punto 

de vista conceptual e incluso considerando al 

régimen como “mixto”, el sistema ya no está 

diseñado como una lucha entre un procesado y un 

juez investigador. 



 3) Valoración de conducta judicial e 

improcedencia de la valoración de la gestión 

militar o de las derivaciones del caso que resultó 

en la abolición del servicio militar obligatorio.  

    Este Jurado tiene como cometido juzgar la 

conducta del juez Caro y es ajeno a la incumbencia 

del tribunal la valoración de la gestión militar 

llevada a cabo sea dentro o fuera de la Guarnición 

Militar de Zapala con relación a la muerte del 

soldado Carrasco, así como las derivaciones que 

resultaron en la posterior abolición del servicio 

militar obligatorio.  

 

 LA SUPUESTA CLAUDICACIÓN DE LA 

JURISDICCIÓN.    

         1) De las irregularidades.  

         a. El juez federal penal durante la etapa 

de investigación.  

     13°) Que cabe precisar que el buen 

desempeño de un juez debe referirse al 

cumplimiento de las actividades exigidas por la 

naturaleza de su función, las que pueden responder 

a pautas regladas y/o quedar libradas a su 

prudencia y razonabilidad, según las 

circunstancias del caso.  

     En el supuesto sometido a estudio del 

Jurado, al tratarse el enjuiciado de un juez de 

instrucción (para delitos criminales federales), 

las imputaciones han de examinarse a la luz de las 

peculiares características de su accionar sobre la 

base de la observancia del necesario equilibrio 



entre la investigación del delito y la 

preservación de los derechos de los imputados. 

Cabe tener presente que en el procedimiento penal 

tiene excepcional relevancia y debe ser siempre 

tutelado "el interés público que reclama la 

determinación de la verdad en el juicio", ya que 

aquél no es sino el medio para alcanzar los 

valores más altos: la verdad y la justicia 

(doctrina citada por la Corte Suprema de Justicia 

de la Nación en Fallos 313:1305). 

         Asimismo, y en consonancia con lo normado 

por los arts.79 y 80 del Código Procesal Penal de 

la Nación, el juez debe preservar los derechos de 

las víctimas y los testigos, que le imponen –entre 

otras cosas- darles un trato digno y respetuoso. 

      Con relación específica al trámite, la 

conducción de una causa criminal no requiere 

actualmente métodos tabulados (como el anterior 

código adjetivo), sino que se rige por una lógica 

sencilla dirigida a comprobar, preservar y 

describir la prueba, según los propósitos 

detallados en el art.193 del Código Procesal Penal 

de la Nación, que dispone en su inciso 1° 

“ comprobar si existe un hecho delictuoso mediante 

las diligencias conducentes al descubrimiento de 

la verdad ”. Según la urgencia del caso concreto, 

la participación discrecional del juez en la 

investigación puede ser activa con detenciones 

preventivas, allanamientos y secuestros. El 

art.217 del código de rito señala que si los 

hechos fueron alterados el “j uez describirá el 



estado actual y, en lo posible, verificará el 

anterior ”. 

  14°) Que, en ese orden de ideas, resulta 

necesario examinar el nivel de competencia, 

diligencia, autoridad y determinación que poseía 

el juez Caro para dirigir la instrucción al inicio 

del sumario y, paralelamente, advertir el marco en 

que se llevó a cabo su actuación jurisdiccional, 

lo cual –en una visión ex post - incluiría las 

normas procesales que se violaron.  

  En efecto, comenzó el sumario como juez 

subrogante, en su calidad de defensor oficial, 

haciéndose cargo de uno de los casos más difíciles 

resueltos por la justicia argentina sin 

estabilidad, ni mayor experiencia en la función y 

enfrentó -como surgió posteriormente- a una red de 

encubrimientos concertados destinada a ocultar lo 

sucedido y evitar sus consecuencias.  

  No obstante los escollos iniciales que se 

le presentaron al magistrado -sumario por 

deserción, búsqueda policial del soldado, hallazgo 

del cuerpo momificado en un predio interno pero 

alejado de las instalaciones militares, demora del 

diagnóstico del médico forense, presunta 

planificación de los autores para coincidir en sus 

testimonios- ordenó en la causa numerosas 

diligencias aún antes del hallazgo del cuerpo sin 

vida del soldado Carrasco: vista por art.180 del 

CPPN -fs.3-; proveyó como subrogante su 

intervención en la causa, la instrucción del 

sumario y el libramiento de oficios a la Unidad 



Regional de Zapala de la Policía de la Provincia 

de Neuquén y a la Subdelegación Zapala de la 

Policía Federal Argentina a fin de procurar el 

paradero del entonces desaparecido Carrasco -fs.5 

y 32/33-; dispuso solicitar información del 

paradero a través de la televisión durante cuatro 

días -fs.44/44 vta.-; recibió declaración 

testifical a Margot Lillo -fs.45/vta.-; dispuso 

fijar nueva fecha para audiencias, librar oficios 

a preventoras para informen sobre los resultados 

de la búsqueda, librar oficio al Grupo de 

Artillería 161 por nómina de conscriptos y plano 

del predio y requerir a emisoras televisivas y 

radiales que soliciten información a la población 

-fs.50-; recibió declaración testifical a Claudio 

Omar Díaz y Marcelo Fabián Orellano -fs.98/vta. y 

fs.100/vta.-; ordenó la exhibición de fotografías 

en delegaciones y secciones de Neuquén y el 

libramiento de oficio a aduanas por salida o 

ingreso de Carrasco, a Argentina Televisora Color 

para llamado público, a hospitales y clínicas, a 

la subdelegación Zapala de la Policía Federal 

Argentina por el trámite de pasaporte realizado 

por Carrasco y a la Secretaría de Inteligencia del 

Estado para que disponga su búsqueda -fs.101-. 

  A su vez luego de hallado el cuerpo dentro 

del cuartel dispuso la constitución del tribunal 

en el lugar para realizar una inspección judicial, 

convocó al lugar al Jefe de la Subdelegación 

Zapala de la Policía Federal Argentina -confección 

de croquis-, al médico de la policía provincial, 



al médico forense y a un bioquímico de la policía 

provincial. Asimismo dispuso requerir la presencia 

del Licenciado en Criminalística, Comisario 

Romero, de la policía provincial, para proceder a 

la identificación del cadáver mediante la técnica 

dactiloscópica y al Sargento Tracana para efectuar 

un relevamiento planimétrico. 

  Cabe recordar además que la testigo Lillo 

había afirmado ante el juez Caro –el 30 de marzo 

de 1994- que vio a un soldado de similares 

características a las del entonces desaparecido,  

ingresando al templo evangélico pentecostal       

–religión profesada por Carrasco- donde el padre 

de la testigo era pastor; con lo cual quedaba 

avalada la hipótesis del voluntario alejamiento o 

evasión del cuartel en calidad de desertor. 

         En definitiva, de la breve reseña de las 

medidas iniciales ordenadas por el juez se 

desprende que ellas tendieron a garantizar la 

recolección de los rastros del delito con 

imparcialidad y se ajustaron en ese momento a 

requerir los mejores recursos disponibles en el 

lugar para lograr el éxito de la investigación.  

         Así entonces, las diligencias dispuestas 

por el juez Caro oportunamente involucrando a 

distintas fuerzas de seguridad, organismos e 

instituciones públicas –además de ajustarse a los 

presupuestos de los arts.184 inc.2° y 193 del 

CPPN- lejos estuvieron de importar medidas 

meramente formales –como sostuvo la acusación-, 



denotando –por el contrario- la clara intención 

del magistrado de asumir su jurisdicción.   

 

  b. Declaración del testigo Juan Sebastián 

Castro.  

         15° ) Que respecto de la imputación 

enunciada como el “hecho del ex soldado Juan 

Sebastián Castro”  la acusación le reprocha al 

magistrado, en lo esencial, lo siguiente: a) no 

haber valorado, ni interrogado a Castro acerca de 

los hechos que presuntamente le había narrado a 

los policías Aldo Horacio Pizarro y Mario Andrés 

Romero al momento de ser detenido, y 

posteriormente reiterado ante el juez, acerca de 

que “él había visto a tres o cuatro personas 

pegando a su compañero Omar Carrasco, aclarando 

ser el único que había visto la escena de la 

golpiza” ; b) haber interrumpido su declaración 

cuando dadas “ las circunstancias particulares del 

caso debería haber culminado la testifical en un 

solo acto”;  y c) haber entregado al soldado a la 

fuerza militar de la que había desertado y 

permitir posteriormente su internación en el 

Hospital Militar. 

  16°) Que de la causa n°720-100-94, 

caratulada “Canevaro, Ignacio Rodrigo y otros s/ 

homicidio simple y encubrimiento” , del registro 

del Juzgado Federal de Zapala, surge que el 3 de 

marzo de 1994 Juan Sebastián Castro fue 

incorporado al Grupo de Artillería n° 161 con el 

objeto de realizar el servicio militar 



obligatorio. El 14 de marzo se habría fugado del 

Regimiento y el 9 de abril fue detenido y 

trasladado hasta la Unidad Regional Zapala de la 

Policía de la Provincia de Neuquén. 

  Los días 9 y 10 de abril el juez Caro le 

recibió declaración testimonial en la sede del 

juzgado federal y, posteriormente, fue reintegrado 

a la repartición castrense donde fue internado en 

el Hospital Militar. El 28 de mayo de 1994 se 

amplió su declaración.  

  En las audiencias de debate del juicio 

oral llevado a cabo ante el Tribunal Oral Federal 

de Neuquén el licenciado Mario Andrés Romero y el 

Comisario Aldo Horacio Pizarro sostuvieron que el 

soldado Castro, al ser detenido y trasladado a la 

Unidad Regional, les manifestó que “en una 

oportunidad salió a tirar un papel y vio que a 

Carrasco le estaban pegando, pateando, un cabo o 

un sargento o un capitán, un oficial rubio, en un 

costado de la batería” . Estas afirmaciones, de 

acuerdo a las actas agregadas al expediente, no 

fueron realizadas por el soldado ante el Juzgado 

Federal (conf. fojas 307/309 y 1191/1193). 

  17°) Que, en primer lugar, la imputación 

efectuada por la acusación requiere verificar si 

el magistrado interrogó a Castro respecto de los 

hechos que presuntamente le había narrado a los 

policías Mario Andrés Romero y Aldo Horacio 

Pizarro al momento de ser detenido. 

  En relación con ello en la audiencia de 

debate el testigo Romero sostuvo que con 



posterioridad a la detención del soldado “el jefe 

Regional lo llamó al doctor Caro informándolo que 

estaba Castro y que era interesante tomarle 

declaración”. Al ser preguntado si el declarante 

pudo hablar con el magistrado respondió 

negativamente.  

  Por su parte el Comisario General Pizarro, 

ex Jefe de la Unidad Regional, sostuvo que el 

conscripto Castro al ser detenido le hizo saber 

que “en un período de instrucción militar ahí, 

fuera de la compañía donde estaban ambos 

incorporados, había visto que le habían pegado” al 

soldado Carrasco. Agregó que “ dio unas 

características -una persona media rubia y otras 

más-, no le quisimos preguntar absolutamente más 

nada porque en definitiva no era un interrogatorio 

-ni estábamos facultados para hacerlo- sobre ese 

tema, sino que nos interesaba que el juez federal 

le tomara declaración. Y así fue. Le 

comunicamos..., le hice saber que estaba ahí, que 

ya lo había examinado un médico policial y después 

él lo solicitó. Después quedó un tiempo..., Castro 

fue a declarar a la justicia, volvió, lo seguimos 

manteniendo en la..., diría en una de las 

principales salas de la alcaidía porque no 

teníamos lugar -espacio físico- donde tenerlo, ni 

en la Unidad Regional ni en otro lado; estuvo un 

tiempo hasta que después se hizo cargo de venir 

buscarlo el Regimiento 161” . Interrogado por si la 

detención la comunicó al juez personalmente, el 

testigo dijo “No recuerdo si al juez en forma 



personal, uno de los secretarios, pero a alguien 

le comuniqué al Juzgado Federal que Castro estaba 

ahí” . 

  De lo transcripto se advierte que no 

existen constancias fehacientes de que el 

magistrado haya sido  anoticiado de modo formal o 

informal, de los dichos efectuados por el soldado 

Castro ante el personal de la policía de la 

provincia de Neuquén. En ese sentido el Licenciado 

Romero reconoció ante este Jurado que no había 

hablado con el doctor Caro luego de la detención y 

el Comisario Pizarro relató que sólo había 

comunicado la detención al juzgado sin siquiera 

poder recordar con precisión a su interlocutor.        

  Por otro lado, aun en el caso de haberse 

encontrado en conocimiento de la versión 

proporcionada por Castro, la conducta del 

magistrado en la declaración testimonial no podía 

–en el marco de la legalidad- resultar distinta de 

la que le ha cuestionado la acusación. En efecto, 

el soldado fue inicialmente “invitado a que haga 

un relato de los hechos que son de su 

conocimiento” en estricto cumplimiento con las 

disposiciones contenidas en el artículo 118, 

párrafo segundo, del Código Procesal Penal de la 

Nación.  

  Luego de ello, respecto de la cuestión 

puntual que se investigaba, de manera terminante 

sostuvo que: “ luego del baile que nos pegó el 

suboficial se acerca el oficial de semana que no 

me acuerdo el apellido pero se trata de un hombre 



bajo, delgado y rubio, lo separa a Carrasco y lo 

lleva para el lado de un galpón donde están las 

armas, entonces cuando íbamos caminando para la 

batería yo pude ver que este oficial lo estaba 

bailando a Carrasco y lo hacía tirarse cuerpo a 

tierra sobre unos espinillos(…) [después] Carrasco 

tenía rasguños en la cara, tenía espinas en la 

cara, atrás en la nuca, en la camisa adelante, en 

los costados y rasguñadas la manos, y se venía 

sacando las espinas mientras entraba [a la cuadra]  

(…) El suboficial de semana lo mandó a Carrasco a 

limpiar el baño de afuera (…) Carrasco fue al baño 

interno a buscar un balde y una escoba y cruzó 

toda la cuadra hacia la puerta del fondo; iba 

vestido con la ballenera blanca, el pantalón corto 

blanco, y las medias y las zapatillas verdes, esa 

fue la última vez que lo vi ”  (el subrayado no 

pertenece al  original) (conf. fojas 307/309 de la 

causa n.° 720-100-94, caratulada “Canevaro, 

Ignacio Rodrigo y otros s/ homicidio simple y 

encubrimiento” ). 

  18°) Que, en segundo término, en relación 

con la interrupción de la primera de las 

declaraciones testimoniales recibidas a Castro 

cabe sostener que si bien no se advierte una causa 

extremadamente grave, del acta surge que el 

declarante ciertamente manifestó que “se [sentía]  

muy dolorido”.   

  De igual modo el doctor Osvaldo Mirás 

Giardinieri, ex Prosecretario Administrativo y 

actual secretario del juzgado a cargo del doctor 



Caro, sostuvo, en relación con la primera 

declaración del testigo Castro, que “estaba 

bastante maltrecho, se lo veía, muy estragado 

(...) no sé si no habría tomado porque estaba muy 

extraño, o sea, le costaba hilar las oraciones, 

era muy difícil entender lo que decía (...) se lo 

veía muy mal, muy caído, arruinado estaba el 

hombre (...) nos dijo que había tenido una riña y, 

aparentemente, estaba dolorido (...) Yo no sé si 

estaba con la resaca del alcohol, porque 

aparentemente había tomado”. Finalmente dijo que 

la audiencia “se suspendió por el estado del 

testigo, porque era una crueldad” .  

  En similares términos se pronunció el 

Secretario Garcilazo, quien el debate manifestó 

que: “este chico [Castro]  estaba en muy malas 

condiciones física, llegó con la ropa raída, muy 

sucio…Balbuceaba cuando declaraba, o sea, no 

estaba bien…no sé si asustado. Posiblemente, con 

algún grado de alcoholismo tal vez…la actitud que 

el tenía, medio divagante, balbuceante…realmente 

era lamentable como estaba…” . Asimismo, el fiscal 

Viaut aseguró que el desertor Castro “arribó a la 

sede del Juzgado Federal en un estado de abandono 

en cuanto a su aspecto físico e higiene”.     

  Resulta relevante también para la cuestión 

en estudio advertir que el artículo 79 del Código 

Procesal Penal de la Nación garantiza a los 

testigos convocados por un órgano judicial a 

recibir un trato digno y el respeto del derecho a 

la protección de la integridad  física y moral. 



  Los antecedentes descriptos son por demás 

reveladores de que el magistrado, que había 

comenzado el interrogatorio de Castro a las 21:45, 

en uso de facultades propias y de acuerdo a 

circunstancias y situación que no es dable 

reproducir con exactitud varios años después (que 

Castro se encontraba “maltrecho”, “estragado”, “le 

costaba hilar las oraciones”, “muy mal, muy caído, 

arruinado”, “estaba dolorido”, “aparentemente 

había tomado”, etc.)- resolvió la suspensión de la 

audiencia sin oposición del fiscal presente. El 

acto continuó a la mañana siguiente, en 

concordancia con el sentido que la norma procesal 

establece para el tratamiento de los testigos, 

razón por la cual no procede hacer lugar al 

cuestionamiento formulado al respecto.  

         En suma, la decisión fue adoptada en 

presencia del representante del Ministerio Público 

Fiscal y el acto no sólo fue programado sino que 

fue efectivamente reanudado en las primeras horas 

del día siguiente, con la participación del doctor 

Viaut. Y no se ha puesto en duda que las 

constancias que surgen de las actas de audiencia 

no fueran fidedignas con relación a los dichos del 

indicado testigo Castro en el tribunal ante el 

juez y el fiscal, independientemente de lo que 

antes haya podido  relatar a los policías Romero y 

Pizarro. 

  19°) Que tampoco puede prosperar la 

imputación efectuada por los señores 

representantes del Consejo de la Magistratura en 



cuanto le han endilgado al magistrado haber 

entregado al soldado a la fuerza militar de la que 

había desertado y haber permitido posteriormente 

su internación en el Hospital Militar.  

  Luego de haber sido localizado y tras 

declarar ante el tribunal, Castro obligatoriamente 

debía proseguir -por imperativo legal- con el 

cumplimiento de su servicio militar en el 

regimiento. Por otra parte el testigo no le 

manifestó al magistrado temer por su integridad 

física –sólo le dijo que no se “sentía bien ahí 

adentro” -, ni el doctor Caro consideró necesario, 

en virtud de las circunstancias, ningún medio de 

coerción personal sobre el declarante tendiente a 

evitar que se frustre la prueba en los términos 

del artículo 248 del Código Procesal Penal de la 

Nación.  

  Asimismo, se advierte que si bien de las 

constancias del expediente penal y del debate ha 

quedado acreditado que no existió un motivo de 

salud que justificara la internación del 

conscripto en el Hospital Militar, esa medida no 

fue dispuesta por el juez. 

        Durante la audiencia de debate, el General 

de Brigada Carlos Alberto Díaz -por entonces 

Comandante en Jefe de la V División de Ejército 

con asiento en Neuquén-, refirió que el juez de 

instrucción militar Teniente Coronel José le 

pidió, en forma telefónica, autorización para 

alojar al soldado Castro en el Hospital Militar 

del cuartel de Zapala. Agregó que también ordenó –



a pedido del mencionado José- que se colocara una 

custodia sin armas en la puerta de su habitación 

“…con la única finalidad no de aislarlo sino de 

evitar una nueva deserción, una fuga, porque la 

Justicia Militar entendía que era un testigo 

importante”.  

  El mismo testigo al ser preguntado por la 

defensa sobre alguna posible comunicación oficial 

de tal medida al juez federal de Zapala, contestó 

que ello no se había producido, habida cuenta de 

que se trataba de “una medida interna” del 

Ejército, pero que el Teniente Coronel José le 

había comentado al magistrado tal disposición.  

        De manera concordante, el Teniente Coronel 

Pedro Rafael Cerruti, jefe de la Base de Apoyo 

Logístico de Neuquén en el momento de los hechos, 

dijo durante su testimonio ante este Jurado de 

Enjuiciamiento, que el instructor militar le 

solicitó el alojamiento del soldado en el Hospital 

Militar que estaba a su cargo. Relató que hizo 

lugar a la medida ordenada vía telefónica, por 

orden expresa de Díaz.   

        En definitiva, las constancias aludidas 

dan cuenta de que el testigo Castro era un soldado 

-que debía someterse al régimen castrense por tal 

condición- y que la imputación descripta se basa 

en conductas generadas y llevadas a cabo por 

personal militar dentro del cuartel; el magistrado 

enjuiciado no puede responder por acciones que son 

ajenas a su obrar. 



  Por todas las consideraciones expuestas, 

la imputación no ha sido probada.                   

  c) Declaración del testigo Fabián Luna.     

  20°) Que la acusación también reprocha al 

doctor Caro el haber insistido al testigo Luna 

para incriminar como autores del homicidio a los 

entonces soldados Suárez y Salazar y al 

subteniente Canevaro, el no haber cumplido con las 

pautas que la ley ritual establece para la 

declaración de los testigos analfabetos, y el no 

haber investigado las supuestas “presiones” que 

Luna le manifestó haber sufrido por parte de 

personal del Ejército (declaración de fs.671) ni 

el ofrecimiento material que habrían efectuado a 

Balmaceda para cambiar la declaración (fs.700).  

  Es preciso por lo tanto evaluar los dichos 

del testigo Luna en el contexto de todas las 

declaraciones que el mencionado prestó ante la 

instrucción militar, el juez Caro, el Tribunal 

Oral Criminal Federal de Neuquén, la Comisión de 

Juicio Político de la Cámara de Diputados de la 

Nación y ante este Jurado de Enjuiciamiento, así 

como analizar el trámite y conclusión de la causa 

n°3179/96, caratulada “Caro, Rubén S/Denuncia” del 

Juzgado Federal n°2 de Neuquén, donde tramitara 

por incompetencia del Juzgado Federal de Zapala.  

  El hilo conductor de las declaraciones del 

soldado Luna está constituido por la disparidad de 

sus dichos y por la imprecisión y contradicción de 

sus afirmaciones, de lo que dan cuenta los 



testimonios recogidos y anejados a esta causa. 

Ello conlleva el siguiente juicio de valor, 

adelantándose a referir una  decisión al respecto: 

la primera declaración del soldado Luna fue 

prestada ante el juez de instrucción militar, en 

la que –así como en las restantes- el único 

concepto común es su presencia en el puesto 

“bomba” el día y hora que indica. El relato de las 

demás circunstancias varió en sus posteriores 

comparecencias, de las que se fue desdiciendo, 

ocultando su presunto analfabetismo.  

  21°) Que Luna declaró primeramente ante el 

juez Caro (fs.671 y sgtes., causa “Canevaro”) el 

27 de abril de 1994. Después de relatar que a las 

17 el Subteniente Canevaro (quien se retiró luego 

en su automotor Renault 12) le avisó que se había 

escapado un soldado -cuando estaba en el llamado 

puesto “bomba”-, continuó diciendo que por 

comentarios se enteró de diversas circunstancias 

(baile a los soldados, la existencia de un auto en 

el que llevaban a un soldado el día que apareció 

el cuerpo de Carrasco, etc.).  

  Agregó que declaró antes en el sumario 

militar y que allí “lo asustaron porque lo 

apretaron, por lo que estuvo dos días adentro, 

incomunicado, solo en una pieza, y dijo todo 

distinto a lo que está declarando”. Manifestó -

siempre en la declaración ante el doctor Caro- 

que: “dos soldados viejos como Salazar y 

Suárez…pudieron ser mandados por Canevaro y 

Sánchez a golpear al conscripto nuevo 



Carrasco…creyendo que tiempo después pudieron 

trasladar al cuerpo a un baño…” . 

  Aclaró finalmente que: “todo lo 

manifestado no es sólo una idea de él sino que 

está fundado en distintas conversaciones que fue 

escuchando en el período indicado de boca de 

distintos soldados viejos y  nuevos, lo que lo 

lleva a tener esta idea y que no se animó a 

decirlo antes por temor y por las presiones al 

momento de declarar ante los militares” . Se le 

leyó su declaración y la misma fue firmada por el 

declarante, el doctor Caro, el secretario 

Garcilazo, y los fiscales Viaut, Necol y Retes. 

        Nada dijo Luna sobre su presunto 

analfabetismo, y de su declaración no surge 

anormalidad alguna, sino sus dichos e hipótesis 

sobre el hecho. 

        22°) Que importante por las derivaciones 

posibles que hubiere podido ocasionar esta 

declaración,  es la efectuada por el mismo soldado 

Luna el 24 de octubre de 1994 (fs.2763 de la causa 

Canevaro), en la que le fue leída su anterior de 

fs.671, ratificándola íntegramente, con la 

presencia del doctor Caro y su secretario, el 

doctor  Garcilazo.  

         El 12 de enero de 1996 volvió a declarar 

Luna, esta vez ante el Tribunal Oral Federal en lo 

Criminal de Neuquén, en ocasión del debate oral y 

público en la causa Canevaro. Remitiéndonos sólo a 

aquellos extremos conectados a la conducta del 

doctor Caro y que fueran abordados por Luna ante 



el tribunal de juicio, rescatamos sus afirmaciones 

en cuanto a que “no sabe leer de corrido, que le 

cuesta mucho leer de corrido, pero si junta las 

palabras puede leer” , lo cual trajo aparejado el 

rechazo de la nulidad del testimonio oportunamente 

prestado ante Caro. 

        23°) Que termina Luna afirmando en el 

juicio oral que -en el momento de su declaración- 

estaban presentes el doctor Caro y la 

“secretaria”; que el juez le leyó su declaración y 

que no supo “si lo que leía era verdad”, que Caro 

le pedía opiniones y él las decía. 

        El doctor Caro conoció estas últimas 

declaraciones de Luna a través de la publicación 

del diario “Río Negro” del 13 de enero de 1996, 

por lo que el mismo día efectuó una denuncia por 

falso testimonio  en la que intervino el Juzgado 

Federal n°2 de Neuquén -por la excusación del 

primero- (causa n°3179 “Caro Rubén Omar s/ 

denuncia”). Si bien la misma concluyó con un 

sobreseimiento por prescripción a favor de Luna, 

no podemos obviar los testimonios de los fiscales 

Viaut, Retes y Necol, quienes ratificaron su 

presencia en el acto de fs.671 de la causa 

Canevaro junto al doctor Caro y una empleada 

escribiente, como todas las circunstancias que 

constan en el acta. 

  24°) Que nuevamente Luna, esta vez ante la 

Comisión de Juicio Político de la Cámara de 

Diputados, sostuvo que mientras declaraba se iba 

escribiendo sus dichos de corrido, que contestaba 



las preguntas que el juez le hacía, y que comenzó 

a emitir opiniones; que el juez le cambió la 

declaración respecto a si él pensaba que por 

dinero dos soldados hubieran podido matar a 

Carrasco, que no leyó “las planillas” porque no 

sabe leer. Imputó al doctor Caro de haberlo 

presionado para que involucrara en el homicidio 

del soldado Carrasco a Suárez y Salazar, además de 

mencionar ofrecimientos de baja y descanso por la 

noche fuera del cuartel, en caso de que pernoctar 

en el mismo le provocara temor. Agregó que el 

juez, junto con la secretaria lo “apretaban” para 

que respondiera a las preguntas que le hacían; si 

bien le preguntaron si sabía escribir nada 

contestó (fs.89 y sgtes. de la causa 606 PPS/95). 

        Finalmente, lo más relevante para formar 

juicio a los fines de la valoración del desempeño 

del magistrado, es la declaración de Luna ante 

este Jurado de Enjuiciamiento, donde ratificó sus 

dichos en cuanto a que ante el juez Caro emitió 

opiniones porque no sabía lo que había pasado; 

dijo que nunca aprendió a leer lo suficiente, y 

que a Caro y su eventual colaboradora, por 

vergüenza, les manifestó que sabía leer y escribir 

y que por eso firmó el acta. 

        En definitiva, el trato al testigo fue el 

habitual para cualquier testigo, y la declaración 

testimonial en cuestión -que se le leyó en el 

acto- fue realizada y firmada en presencia de tres 

fiscales, habiendo sido –por lo demás- examinada 

por diferentes tribunales e instancias, así como 



por el querellante particular, sin merecer 

objeción alguna hasta esta acusación. Ello, sumado 

al ocultamiento por parte de Luna de su supuesta 

condición de analfabeto, tornó imposible la 

inconducta del magistrado en cuanto a las 

formalidades que deberían haberse observado para 

un caso de testigos con tales limitaciones, por lo 

que la imputación debe rechazarse. 

  25°) Que tampoco pueden prosperar las 

imputaciones relacionadas con no haber investigado 

tanto las supuestas “presiones” que el citado Luna 

le manifestó al juez haber sufrido por parte del 

personal castrense, como el presunto ofrecimiento 

material que oficiales del Ejército le habrían 

efectuado al soldado Balmaceda para cambiar su 

declaración. 

        Sobre el primer punto cabe poner de 

relieve que si bien Luna le manifestó al 

magistrado que “lo asustaron porque lo apretaron, 

por lo que estuvo dos días adentro”, de esos 

dichos en rigor no surgen elementos concretos que 

le hubieron podido demarcar una línea de 

investigación o que, en su caso, hubiera obligado 

al juez a extraer testimonios por la presunta 

comisión de delitos. 

        Respecto del cuestionamiento por el 

presunto ofrecimiento material que oficiales del 

Ejército le habrían realizado al soldado 

Balmaceda, cabe concluir que la imputación también 

debe ser descartada, pues, con independencia del 

exacto alcance de las afirmaciones del conscripto, 



carece de entidad para ser considerada en el 

contexto que la acusación le asigna. No obstante 

advertirse que las circunstancias puestas en 

conocimiento pudieron hacer aconsejable la 

adopción de otras medidas, la conducta analizada 

no puede configurar, per se  y de manera 

independiente, la causal constitucional de mal 

desempeño.   

    

  d) La presunta huella del camión Unimog. 

Inspección, preservación y custodia del lugar del 

hallazgo del cuerpo de Omar Octavio Carrasco.  

  26°) Que tanto en la resolución que dio 

inicio a este enjuiciamiento como en los alegatos 

finales, la acusación consideró que el doctor Caro 

omitió dejar constancia de la existencia de una 

huella perteneciente a la rueda de un camión 

Unimog del Ejército Argentino, que se encontraba 

próxima al sitio donde apareció el cadáver del 

soldado Carrasco. Asimismo cuestionó que no 

hubiera hecho constar en el acta de procedimiento 

la presencia del Oficial Principal de la Policía 

Federal Argentina Héctor Palacio y que no 

dispusiera medidas de seguridad pertinentes para 

aislar el lugar. 

  Por su parte la defensa consideró no 

probada la existencia de la huella del camión, 

sostuvo que el juez Caro actuó conforme a la 

normativa procesal y afirmó que éste no estaba 

obligado a precintar el lugar donde fue hallado el 

cuerpo sin vida. 



 27°) Que compete analizar primeramente si 

el magistrado, tal como afirma el denunciante 

doctor Pandolfi, omitió dejar constancia de la 

existencia de una huella de camión Unimog en una 

“maniobra de ocultamiento de pruebas” y si, como 

sostiene la acusación, el juez tenía que “hacerla 

desaparecer”, en el marco de su claudicación 

jurisdiccional. 

 Durante la audiencia de debate, Héctor 

Palacio, que se desempeñaba a la época de los 

hechos como oficial de la Policía Federal, 

manifestó que pudo ver un rastro que reconoció 

como perteneciente a un camión Unimog, distante 

entre cinco y siete metros del cadáver. Negó que 

haya sido una huella notoria o que pudiese ser 

reconocida a simple vista y que al advertir al 

doctor Caro sobre su existencia, éste ordenó que 

se tomaran vistas fotográficas. 

  Al ser interrogado por la defensa en la 

misma oportunidad, el testigo Palacio manifestó -

respecto del vehículo en que habría sido 

trasladado él junto con otras personas hasta el 

Cerro Gaucho- que el “Unimog tiene orugas” . 

Solicitadas que fueran mayores precisiones por 

parte de la presidencia, refirió que la huella que 

identificó en el lugar era de un vehículo que 

contaba con oruga “porque para subir hasta ahí 

donde está, tiene que tener una oruga porque un 

vehículo convencional no creo que suba” . 

  Asimismo el teniente coronel –retirado- 

Guillermo Eduardo Bracco, segundo jefe de la base 



de Apoyo Logístico de Zapala en la época de los 

hechos, explicó en la audiencia que ningún Unimog 

cuenta con orugas, pero que si uno conoce 

medianamente sus características, puede reconocer 

los rastros dejados en los lugares por los que 

circuló, no obstante que “ hay varias provisiones 

de cubiertas ”. 

 Por su parte, el capitán Correa Belisle 

dijo que había visto una huella que “era 

inconfundible, eso no se podía confundir, porque 

el camión Unimog tiene un sólo tipo de cubierta, 

muy especial, con unas marcas especiales”  y la 

ubicó a diez o veinte metros del lugar del 

hallazgo del cadáver. 

     Estas manifestaciones dejan al 

descubierto que Palacio desconocía el sistema de 

tracción de los vehículos que allí poseía el 

Ejército y, por consiguiente, tampoco el rastro 

que podrían dejar. 

  28°) Que de las declaraciones 

testimoniales mencionadas, así como las de otras 

personas que estuvieron en el momento del 

hallazgo, surge que momentos antes de que el 

doctor Caro llegara al lugar, la zona fue 

transitada a pie por más de un centenar de 

militares y además, que luego se movilizaron 

distintos vehículos (por los menos un Jeep y un 

Unimog) para trasladar al magistrado, al fiscal, a 

los funcionarios judiciales, a los médicos, al 

bioquímico, al fotógrafo de Gendarmería Nacional, 

a los policías provinciales y federales, así como 



a los oficiales y suboficiales del ejército que 

estuvieron presentes. 

  En ese contexto, el juez instructor 

documentó el hallazgo del cuerpo y la forma en que 

se encontraba colocado con detalle, ordenando la 

realización de catorce vistas fotográficas y 

haciendo constar en el acta de procedimiento las 

circunstancias mencionadas. Dos de esas 

fotografías incluso muestran el lugar donde se 

encontró una media suelta (la otra fue hallada 

debajo del occiso), una de cerca y otra con un 

plano abierto, sin que se pueda advertir la 

existencia de una huella de vehículo pesado, no 

obstante que Palacio refirió en la audiencia que 

la misma estaba “más o menos a la altura de donde 

encontré la media” y que ésta estaba a “unos 

cinco, seis metros o quizás un poquito más ” del 

cadáver del soldado. 

 29°) Que, por otro lado, tampoco quedó 

confirmado si efectivamente los policías Palacio y 

su superior Pirsic, o el capitán Correa Belisle, 

avisaron personalmente al juez sobre la eventual 

existencia de la huella o si se lo refirieron al 

fiscal o a los funcionarios judiciales que 

asistieron al acto. 

 Las afirmaciones de Palacio respecto a que 

dio aviso al magistrado de la existencia de la 

huella fueron negadas expresamente por el doctor 

Caro ante la Comisión de Acusación del Consejo de 

la Magistratura (fs.379 vta.) y no pudieron 

arrojar luz sobre este hecho los testimonios del 



comisario Pirsic, del capitán Correa Belisle y del 

teniente coronel Cerrutti. 

 El primero de ellos, Pirsic, manifestó no 

recordar haber visto la huella junto con su 

subordinado Palacio en el cerro Gaucho el día del 

hallazgo. En el caso del militar Correa Belisle, 

sus dichos sobre la huella no condicen con los de 

Palacio y además, mientras éste la ubica a pocos 

metros del cadáver aquél hace referencia a una 

distancia mucho mayor. 

  Finalmente el teniente coronel Cerrutti 

dijo en la audiencia de debate que acompañó en la 

recorrida a los dos oficiales de la Policía 

Federal que se encontraban con el juez, pero nada 

refirió respecto a la huella o algún eventual 

aviso de tal circunstancia que se le hubiera 

formulado al magistrado o a sus colaboradores. 

 30°) Que de la evaluación de las pruebas 

descriptas, para este Jurado no surge la 

existencia inequívoca de una huella, ni su 

ubicación y características, como así tampoco que 

eventualmente el magistrado hubiera sido 

efectivamente anoticiado de circunstancias 

referidas a una huella que no se advierte en las 

fotografías donde se enfoca la media, y que 

Palacio describe como poco notoria o no 

reconocible a simple vista. Siendo así, no se ha 

acreditado que haya habido una supuesta omisión 

del juez; menos que se hubiese debido a una 

maniobra de ocultamiento de pruebas o fuera 



realizada en el marco de una claudicación 

jurisdiccional. 

 31°) Que, de igual modo, no haber 

consignado el nombre del oficial Palacio en el 

acta de procedimiento, tampoco puede ser 

considerado como una irregularidad, y mucho menos 

sostenerse que ello obedeciera al intento de 

ocultar su participación por ser el autor del 

descubrimiento de la presunta huella. Es una 

práctica usual en las actuaciones en que 

interviene personal de distintas fuerzas de 

seguridad, consignar exclusivamente la presencia 

del funcionario de mayor rango y no incluir a la 

totalidad de sus colaboradores, tal como ocurrió 

en el caso no sólo con el oficial principal 

Palacio, sino también con el chofer y la custodia 

pertenecientes a la Subdelegación Zapala de la 

Policía Federal Argentina. 

 En ese sentido el Comisario Inspector Juan 

José Pirsic refirió en la audiencia que, además 

del principal Palacio, lo acompañó un subinspector 

de apellido Desimone y estimó que algún otro 

suboficial más también concurrió. 

 32°) Que, finalmente, la falta de 

precintado del sector del cerro Gaucho donde fue 

encontrado el cadáver, más allá de su inmensidad y 

aislamiento, tampoco puede ser tenida como una 

conducta merecedora de reproche en grado que 

justifique la remoción. En efecto, si bien un 

procedimiento de ese tipo podría haber sido 

conveniente, el magistrado no lo dispuso en el 



ejercicio de sus facultades como director del 

proceso. 

 Por otro lado ha de tenerse presente que 

el precintado habitualmente se realiza sobre los 

lugares donde los rastros del delito se encuentran 

en la vía pública, parques o espacios destinados 

al tránsito en general, pero no resulta ineludible 

cuando se trata de predios en los que está vedado 

el acceso de personas extrañas. En este caso el 

hallazgo se produjo dentro de un campo militar 

ubicado en una zona de dificultoso acceso y no 

destinada a la circulación del público en general. 

    No se ha acreditado que la omisión 

descripta hubiere torcido el rumbo de la 

investigación penal, ni impedido el 

esclarecimiento del hecho. 

 33°) Que, en consecuencia y conforme a lo 

expuesto en los considerandos precedentes, deben 

desecharse las imputaciones sostenidas por la 

acusación respecto a la omisión de constancia 

sobre la existencia de una huella de camión 

Unimog, la falta de figuración del  Principal 

Palacio en el acta de procedimiento y la no 

disposición de medidas de seguridad para aislar el 

lugar donde apareció el cadáver del soldado 

Carrasco. 

 

  e) La realización de la autopsia en el 

Hospital Militar de Zapala. La custodia del cuerpo 

de Carrasco y su posterior entrega.  



    34°) Que la acusación  reprocha al juez 

Caro la inapropiada falta de diligencia en la 

práctica de la autopsia y en el cuidado de los 

restos de Carrasco. En primer lugar se le endilga 

que la autopsia se efectuó en el Hospital Militar 

en forma excepcional en virtud de que en ese 

centro asistencial nunca antes ni después se 

llevaron a cabo ese tipo de diligencias.  

 Por su parte la defensa en su alegato 

sostuvo que se le pretende atribuir una presunta 

subordinación o complacencia con los militares a 

la decisión de ordenar la autopsia en el Hospital 

Militar y que lo relevante no es el lugar donde se 

efectuó la medida sino quién la llevó a cabo. 

 35°) Que el doctor Caro, al formular su 

descargo ante la Comisión de Acusación del Consejo 

de la Magistratura, reiteró los conceptos vertidos 

en la Comisión de Juicio Político de la Cámara de 

Diputados. Sostuvo que había tomado la decisión de 

practicar la autopsia en el mismo Hospital Militar 

porque lo tenía a seiscientos metros de donde 

había aparecido el cadáver y la otra posibilidad 

era realizarla en la única morgue que en aquélla 

época existía en Zapala, correspondiente al 

hospital público provincial. No obstante ello optó 

por el Hospital Militar porque en una experiencia 

anterior, con un cadáver que estaba en condiciones 

similares al hallado en el predio militar, cuya 

autopsia se cumplió en el Hospital de Zapala, 

había surgido inconvenientes en razón de la 

cercanía de la morgue con la sección de 



Neonatología y Maternidad, a lo que se agregaban 

razones de asepsia. 

 El doctor Jorge Eugenio Roca, perito 

bioquímico de la Policía de Neuquén con asiento en 

Zapala, en oportunidad de comparecer a la 

audiencia de debate del 28 de junio de 2006, 

corroboró las afirmaciones vertidas por el doctor 

Caro. En efecto, explicó que al tiempo de los 

sucesos las autopsias se realizaban en el hospital 

civil pero en virtud de problemas que se habían 

suscitado y razones de seguridad biológica los 

cadáveres debieron ser procesados en otro sitio. 

Aclaró también que fue un momento de transición en 

el que no se disponía de una morgue de la policía 

de la provincia o de la justicia provincial, por 

lo que en aquel nosocomio las autopsias se 

efectuaban siempre que el cadáver fuera reciente, 

es decir que no estuviera en un avanzado estado de 

putrefacción.  

 Por último señaló que ése no era el caso 

del cuerpo del soldado Carrasco y que precisamente 

el estado del cadáver determinó que se extremaran 

los cuidados para evitar el peligro latente de un 

desgarro. 

    36°) Que examinadas como han sido las 

declaraciones aludidas es dable concluir que la 

decisión del juez Caro de ordenar que la autopsia 

se realizara en el Hospital Militar no respondió a 

una subordinación a las autoridades castrenses, ni 

a intereses que el Ejército hubiera podido tener 



en el resultado del examen del cuerpo del soldado 

Carrasco. 

 Por el contrario, se trata de una medida 

tomada en el ámbito de la razonable 

discrecionalidad, de acuerdo con sus facultades 

judiciales y las disponibilidades existentes. El 

Hospital Militar resultaba el lugar más cercano en 

donde se podía conocer con rapidez la identidad 

del occiso y las causas de su deceso, todo ello 

justificado por el evidente estado de putrefacción 

del cadáver. 

 Asiste razón a la acusación cuando 

sostiene en su alegato final que la orden de 

efectuar la autopsia en el Hospital Militar fue un 

hecho excepcional porque ni antes ni después se 

produjo una situación similar pero debe advertirse 

también que la muerte de un soldado, cuyo cuerpo 

fue hallado en el interior de un cuartel también 

revistió una gravedad inusitada y, en ese marco, 

el magistrado debió decidir en el ejercicio de sus 

facultades discrecionales. 

     Por lo demás, un dato no menor son las 

prácticas rutinarias de tribunales, donde 

generalmente para realizar la autopsia se remite 

el cadáver con los antecedentes de la causa que 

presentan interés médico-legal, sin que el experto 

actúe en el lugar del hecho (ver Patitó, José A.; 

Tratado de Medicina Legal y Elementos de Patología 

Forense ; Editorial Quórum, año 2003; página 242 y 

271). Pero en el caso el doctor Caro fue más allá 

cuando concurrió al predio donde fue descubierto 



el cadáver y convocó al médico que se encargaría 

de hacerla, con lo que amplió el campo cognitivo 

del profesional al permitirle examinar el cadáver, 

tomar contacto con la forma en que fue hallado, 

dirigir el levantamiento y posterior traslado al 

hospital militar. 

 37°) Que en segundo lugar la acusación 

considera que el Hospital Militar no contaba con 

medios adecuados en virtud de que la autopsia se 

llevó a cabo en un cuarto de pequeñas dimensiones 

que carecía de luz suficiente, de los instrumentos 

necesarios para el examen, de aparato de rayos y 

que en ese ámbito el cuerpo del soldado muerto fue 

ubicado sobre una mesada. 

 Respecto de ello el doctor Rodolfo Carmelo 

Villagra, en la audiencia del 28 de junio del 

corriente año, describió que el recinto era una 

sala pequeña, una oficina muy estrecha, con 

muebles y una mesada de azulejos donde se depositó 

el cadáver. Aclaró que había dos espacios y que 

afuera de la sala donde quedó el cuerpo, en una 

especie de oficina aparte, se instaló un 

mecanógrafo.  

 Cabe aclarar que la autopsia fue realizada 

por los mencionados Villagra –médico forense de la 

Justicia de la Provincia de Neuquén- y Roca–

bioquímico de la policía provincial-, así como por 

el doctor Lucio De la Rosa Rosales –médico de la 

Policía de la Provincia de Neuquén-, entre otras 

personas, quienes también estuvieron presentes en 

el lugar del hallazgo del cadáver, y de cuya 



imparcialidad no se ha dudado en ningún momento. Y 

ninguno de los profesionales le indicó al 

magistrado que el lugar fuera inadecuado para 

llevar a cabo el acto, lo cual sella la suerte de 

esta decisión a favor del juez.  

De igual modo cabe destacar que, tal como 

surge de la sentencia dictada por el Tribunal Oral 

Criminal Federal de Neuquén, los peritos 

comparecieron a la audiencia de debate celebrada 

el 18 de noviembre de 1995, ampliaron sus informes 

y brindaron las explicaciones que completaron el 

plexo probatorio médico legal relativo a la causa 

de la muerte de Carrasco. Conforme se consignó en 

ese pronunciamiento, el doctor Villagra señaló que 

al momento de la primera autopsia no tocó las 

zonas lesionadas, habló de fracturas a nivel 

genérico y macroscópico pero inmediatamente 

consideró la necesidad de una reautopsia. 

 También en ese decisorio se hizo mención 

al valor y calidad de los profesionales que 

intervinieron en los numerosísimos y exhaustivos 

informes periciales: “. . . Del nivel académico de 

los peritos intervinientes parece innecesario 

hacer referencia puesto que el simple análisis de 

los estudios presentados y el informe rendido en 

la audiencia son prueba suficiente de la 

versación, precisión y seguridad que transmitieran 

al tribunal para tener por plenamente probado que 

la muerte de Omar O. Carrasco no sobrevino por 

causa natural sino que fue consecuencia de los 

traumatismos toráxicos que sufriera...”. 



 De lo expuesto se deriva que la tarea 

cumplida por el doctor Rodolfo Villagra y los 

demás intervinientes en la autopsia, efectuada en 

dependencias del Hospital Militar, no obstante las 

carencias apuntadas de espacio, luz y 

refrigeración para la diligencia, fue ampliamente 

compartida en cuanto a sus conclusiones por los 

peritos forenses del Poder Judicial de la Nación y 

por el de parte, doctor Mariano Castex, e integró 

el cuadro probatorio cargoso que sustentó la 

sentencia condenatoria dictada. 

 38°) Que en tercer lugar la acusación 

señala que durante la autopsia se permitió la 

presencia militar en la sala y que, ya concluida, 

luego de seccionar las manos del occiso para 

identificar las huellas y corroborar la identidad 

del cadáver, el cuerpo del conscripto quedó allí, 

sin custodia. 

 Respecto de la alegada presencia de 

militares en el recinto donde se efectuó la 

diligencia es dable señalar que conforme se 

desprende del acta glosada a fojas 140 de los 

autos n.° 31 del Tribunal Oral Federal de Neuquén, 

en tal diligencia intervinieron el médico legista, 

doctor Lucio de la Rosa Rosales, el bioquímico 

doctor José Eugenio Roca, el médico forense, 

doctor Rodolfo Villagra, el cabo primero enfermero 

Gustavo Lorca de la policía provincial, el 

sargento ayudante de la Gendarmería Nacional 

Antonio Villasanti en su calidad de fotógrafo y la 

subteniente enfermera Viviana González. En esa 



actuación también se consignó que en diversos 

tramos del examen estuvieron presentes el 

Comisario de la policía de la provincia de 

Neuquén, Mario Andrés Romero, el agente fotógrafo 

Juan Carlos Chandia, de la misma fuerza y, en 

forma esporádica, el doctor José Carmona, director 

del Hospital Militar. 

 Repárese así que de la simple lectura de 

la diligencia mencionada surge claramente que, no 

obstante el lugar en el que se llevó a cabo la 

autopsia dispuesta –Hospital Militar-, quienes 

intervinieron en esa práctica pertenecían a 

diversas fuerzas (Policía Federal, Policía 

Provincial y Gendarmería Nacional) lo que permite 

descartar cualquier atisbo de influencia castrense 

en el acto. 

 En el mismo sentido corresponde recordar 

que el doctor Villagra, en oportunidad de 

comparecer ante este Jurado el 28 de junio del 

corriente año, afirmó que luego de finalizar la 

autopsia y salir del recinto fue abordado por 

gente que esperaba afuera, algunos de altos cargos 

del Ejército, a quienes no les proporcionó dato 

alguno. El médico forense indudablemente fue 

cuidadoso respecto de cualquier intromisión 

militar y así sostuvo ante este Jurado que “ yo 

sabía cómo era el ambiente ... al que le dictaba 

yo tampoco sé quiénes son. Y yo, cuando ya iba 

viendo que no convenía que yo exprese lo que veía, 

yo dije: ‘Bueno, me guardo’ yo voy describiendo lo 

que veo, pero no saco diagnóstico, ni tampoco hago 



inferencias sobre la posibilidad de un 

diagnóstico. Y me guardo para comentárselo 

directamente al señor Juez”. Posteriormente se 

trasladó en automóvil a dependencias del Juzgado 

junto con los doctores Caro, Garcilazo y Mirás, 

donde les explicó lo que había observado (cfr. 

página 19/22 de la versión estenográfica 

correspondiente a la audiencia antes mencionada).  

 Tales dichos encuentran íntegra 

corroboración en las constancias del expediente 

judicial en el que surge que el doctor Villagra 

brindó su testimonio en el sumario del Juzgado 

Federal de Zapala el 11 de abril de 1994, en 

presencia del doctor Caro y del fiscal Viaut, 

ocasión en la que relató todo lo observado en la 

autopsia y expuso las razones por las que opinaba 

que debía descartarse la hipótesis de muerte 

natural (cfr. fojas 319/321 de ese expediente). 

Así la exclusión del personal militar del ámbito 

de la autopsia y su presencia limitada e 

irrelevante en las inmediaciones, ratifica lo 

antes expuesto en el sentido de que no se permitió 

en la diligencia influencia castrense alguna. 

 39°) Que en relación a la falta de 

custodia del cadáver una vez concluida la 

autopsia, corresponde destacar que en oportunidad 

de formular su descargo ante la Comisión de 

Acusación del Consejo de la Magistratura el doctor 

Rubén Omar Caro manifestó que la responsabilidad 

sobre los restos le correspondía a los médicos 

encargados del examen, sin que dejara custodia de 



los mismos porque se encontraban en un predio 

militar. 

El médico Villagra fue con el doctor De la 

Rosa Rosales, el comisario Romero y el fotógrafo 

policial Luchelli, a la mañana siguiente, al 

hospital militar en cuestión, y tras abrir el 

féretro retiró del cadáver un fragmento de una de 

las tres costillas fracturadas para ser analizado 

posteriormente en el laboratorio, no consignándose 

modificación alguna en cuanto al estado o 

integridad del cuerpo respecto de la noche 

anterior. 

 Cabe señalar que la falta de diligencia 

que la acusación reprocha al magistrado encuentra 

un vínculo estrecho con la elección del nosocomio 

donde se efectuó la autopsia. Ello es así ya que 

tras ordenar que la diligencia se llevara a cabo 

en ese lugar indudablemente no consideró necesario 

disponer custodia para el cadáver, siguiendo de 

esa forma un razonamiento lógico y coherente con 

aquella primigenia decisión. 

 Por otro lado, tampoco se ha acreditado 

que la atribuida falta de custodia de los restos 

del soldado hubiera sido utilizada para torcer la 

investigación.  

 40°) Que, en consecuencia, sobre la base 

de los elementos de prueba analizados 

precedentemente cabe concluir que éstos no 

resultan de entidad suficiente para acreditar la 

conducta reprochada y en virtud de ello 

corresponde su rechazo. 



        f). Otras irregularidades.  

        Del informe confeccionado por efectivos de 

la División Homicidios de la Policía Federal 

Argentina. 

      41°) Que entre diversas irregularidades la 

acusación le ha endilgado al magistrado haber 

mantenido una conducta reticente, por un lado, 

respecto de la tarea de investigación que llevaban 

a cabo los oficiales de la División Homicidios de 

la Policía Federal Mario Acuña y Carlos Juárez y, 

por otro, para incorporar al expediente el informe 

que confeccionaron. 

         En primer término, es necesario 

puntualizar que los fiscales Viaut, Retes y Necol 

requirieron al juez Caro –el 28/04/1994- distintas 

medidas probatorias, entre las cuales demandaron 

que se solicite “ al Sr. Jefe de la Policía Federal 

Argentina el envío de personal idóneo de la 

División de Homicidios de esa fuerza a efectos de 

colaborar en la investigación”  -fs.738-. El doctor 

Caro, proveyendo tal petición, ordenó que se libre 

el oficio pertinente, al día siguiente -29/04/ 

1994- (v. decreto de fs.745 y oficio de fs.847). 

  Al declarar en la audiencia de debate el 

Comisario Inspector Juárez y el Inspector Acuña 

sostuvieron que ambos trabajaron sobre la 

totalidad de las fotocopias de la causa que les 

entregó el magistrado para estudiar el contenido 

de las medidas probatorias realizadas y 

confeccionar el informe en la propia sede del 

tribunal. Agregaron que pudieron practicar una 



inspección ocular del cuartel con la presencia de 

los fiscales que arrojó el hallazgo de manchas 

parecidas a las de sangre y, de igual modo, 

entrevistar al doctor Villagra -conf. relatos 

coincidentes de Viaut (fs.981/3 y 1028/30), Retes 

(fs.953/7) y Necol (fs.950/2)-. Asimismo Juárez 

declaró sobre la forma en que desarrollaron su 

tarea y aseguró que el juez “no puso trabas 

tampoco para la investigación” . 

  Con respecto a la agregación del informe 

cabe referir que los incorporados a fs.1034 y 

fs.1496 de la causa “Carrasco I” fueron 

reconocidos por el Inspector Acuña como aquellos 

que labraron en su oportunidad, especialmente el 

segundo que está directamente dirigido al juez 

federal que implica la coincidencia entre el 

presentado al magistrado y el incorporado al 

expediente, perdiendo entidad así las 

manifestaciones de los policías atribuidas al 

doctor Caro respecto de que el escrito era para él 

y “top secret” . Sobre tal aspecto el doctor Retes 

confirmó que el informe fue presentado por la 

fiscalía, una vez que los efectivos policiales lo 

entregaron en esa dependencia, sin recordar 

ninguna circunstancia especial relacionada con las 

fechas dado que la incorporación de la prueba era 

intensa y se hacía diariamente y que “a partir del 

informe presentado por Juárez y Acuña, se empezó a 

trabajar sobre hipótesis más concretas”  (fs.953/7, 

en coincidencia con lo declarado por el doctor 

Necol -fs. 950/2-). 



  En ese sentido ambos policías aseguraron 

que a partir de los elementos reunidos no eran 

ajenos al hecho el subteniente Canevaro, los 

soldados Suárez y Salazar, y el sargento Sánchez, 

en consonancia con la hipótesis investigativa que 

se consagró en las distintas instancias del 

proceso (ver informe –fechado y con cargo del 

juzgado de fecha 10/05/1994- de fs.1496/7 de la 

causa “Carrasco I” y declaraciones durante el 

debate desarrollado ante este Cuerpo, como así 

también la resolución que dispone el procesamiento 

de los nombrados dictada por el doctor Caro -

fs.2091 y ss. de los actuados mencionados-). 

  Respecto del segundo informe, si bien fue 

agregado días después de presentado, ello ocurrió 

en razón de que fue traspapelado tal como lo hizo 

saber el actuario el 02/06/1994 (fs.1498 de la 

causa “Carrasco I”), sin que surja prueba alguna 

que determine la intención puesta de manifiesto 

por la acusación; máxime si se tiene en cuenta que 

el magistrado acusado ordenó –ese mismo día- que 

se incorporara a los actuados principales (v. 

decreto obrante a la foja mencionada, in fine ). 

Sobre ello el doctor Garcilazo desestimó 

enfáticamente que el juez se negara a recibir el 

informe de los oficiales y señaló que cuando vio 

“el informe y la fecha del cargo, dejo esta 

constancia. Porque había transcurrido un 

tiempo..., bastante tiempo, o sea, casi un mes” . 

  En definitiva, no resulta posible 

endilgarle alguna irregularidad al doctor Caro en 



la actividad investigativa desplegada por los 

oficiales Juárez y Acuña, cuando los policías 

gozaron de plena libertad para cumplir la tarea 

para la cual habían sido designados por el Jefe de 

la PFA -tras la convocatoria de aquél magistrado a 

pedido de los fiscales intervinientes-, al punto 

de solicitar la recepción de declaraciones 

testificales y cuyos informes fueron agregados a 

la causa, para el debido control de las partes del 

proceso. 

 

  Declaración de soldados. 

  42°) Que la acusación destacó como otra 

irregularidad el habérsele tomado declaración 

testifical a todos los soldados en un mismo día y, 

asimismo, que ellos fueron “previamente 

preparados”  para el acto. 

  De las constancias de la causa surge que 

se le recibieron las declaraciones con la 

presencia del fiscal desde el testigo Frías, el 

día 8 de abril de 1994 a las 15, hasta el testigo 

Benavides, llevada a cabo el 9 de abril a la 1.38 

(conf. fojas 149/vta. y 299/vta).       

  Con respecto a este tema, los 

cuestionamientos al juez surgen de las 

declaraciones de los testigos Inaudi y Peláez, 

quienes no participaron de manera directa en los 

hechos y sin que sus manifestaciones encontraran 

sustento en los dichos de aquellas personas que 

intervinieron en los actos procesales observados. 

Sobre tal circunstancia cabe resaltar que el 



fiscal Viaut expresó que “se tomaron las referidas 

declaraciones en la sede del Juzgado Federal sito 

en la calle Brown y Zeballos, se recepcionó con el 

personal del mismo, y efectivamente concurrí a las 

mismas, ya que se había hecho un cuestionario tipo 

el cual era realizado en forma oral previamente y 

luego se volcaba en las actas, asimismo como se 

tomaba creo, que entre 5 o 6 testigos se iba 

recorriendo las oficinas a la espera de si alguien 

aportaba eventualmente alguna prueba”  (fs.981/3 y 

1028/30). 

  Los pormenores del relato del fiscal 

concuerdan –en lo sustancial- tanto con lo 

señalado por el secretario Garcilazo, como con lo 

referido por el entonces prosecretario Mirás 

Giardinieri.  

         El primero expresó en el debate que “se 

convocó a todo el personal del Tribunal y se trató 

de ir recorriendo los diferentes lugares donde 

estaban declarando los testigos, y había un 

cuestionario establecido para los... que se le 

entregó a los sumariantes..., pero se trataba de 

estar en todas las declaraciones; igualmente los 

fiscales, que recorrían también los lugares, el 

juez también”;  más allá de admitir posteriormente 

que lo mismo hacían tanto él como el magistrado 

acusado. A su vez explicó que se programaron las 

declaraciones con un cuestionario para la ocasión 

que “… se le fue repartiendo a la gente que hacía 

las veces de sumariante, para que declaren los 

soldados…”. 



  A su turno, Mirás Giardinieri afirmó      

–entre otras cosas- que “teníamos una guía, 

teníamos un cuestionario… que se refería sobre los 

hechos, si alguno recordaba algo…”.  

  Por su parte el doctor Olivera -abogado de 

la querella- coincidió en sus manifestaciones con 

las de los funcionarios mencionados y afirmó que 

para la realización de las audiencias el doctor 

Caro utilizó “todo el material humano que había en 

el juzgado” . 

  En definitiva, tanto de las declaraciones 

del representante del Ministerio Público Fiscal y 

de los funcionarios judiciales, como de las 

constancias del expediente se descarta cualquier 

sospecha de irregularidad por parte del magistrado 

en la  recepción de las declaraciones testificales 

a los soldados conscriptos aludidos. En efecto, 

las actas plasmaron los actos procesales que el 

juez consideró útiles y pertinentes para el avance 

de la investigación -en consonancia con las 

facultades que le otorgaba el art. 193 del CPPN- y 

las audiencias fueron presenciadas por el fiscal 

de la causa que participó en la confección del 

interrogatorio. 

   

        g) Del control del trámite del proceso.  

        43°) Que si se trata de verificar las 

presuntas irregularidades cometidas por el doctor 

Caro durante la investigación del homicidio del 

soldado Carrasco cobran suma importancia las 

manifestaciones de aquellos funcionarios que 



intervinieron en el control del trámite del 

proceso y la querella. 

  El doctor Viaut sostuvo que “efectivamente 

dentro de las facultades que tenía como 

(representante del)  Ministerio Público Fiscal no 

tuve traba alguna, de haber sido ello así existen 

los remedios procesales correspondientes para 

dilucidar las eventuales discrepancias” . El doctor 

Retes coincidió al señalar que no tuvo ninguna 

traba más allá de los lógicos disensos entre juez 

y fiscal, que se resuelven por las vías recursivas 

pertinentes. 

  Por su parte el doctor Juan Necol 

especificó que “nunca tuve inconvenientes para 

llevar a cabo las tareas que debía desarrollar, 

junto con mis colegas del Ministerio Público, 

entre ellos el doctor Martín Barba, en ese 

entonces Fiscal de la Cámara Federal de Neuquén, 

quien también participó en la investigación como 

miembro de aquél” . Tal afirmación desvirtuaría los 

cuestionamientos del mencionado Barba a la 

actuación del magistrado acusado, quien durante el 

curso de la investigación no efectuó reparos por 

la forma en que el doctor Caro la desarrollaba, 

conforme con las facultades que le otorgaba la 

función que cumplía como órgano controlador de la 

legalidad del proceso (ver declaración del doctor 

Olivera, abogado de la querella en la causa 

“Carrasco I”, y declaración del Comisario 

Inspector Juárez, señalando que fue recibido por 



el fiscal Barba, entre otros funcionarios, al 

llegar a Zapala). 

  En igual sentido, el mencionado Olivera 

mostró su conformidad con la tarea del doctor 

Caro,  dijo que siempre recibió a la familia del 

soldado fallecido, y negó que dicho magistrado 

limitara la actividad de la querella en el 

proceso. Según aquél letrado, se cumplieron todas 

las medidas propuestas por dicha parte en tiempo y 

forma, como –por ejemplo- la designación de perito 

de parte, cuyos informes se incorporaron al 

expediente y sirvieron para la elevación a juicio 

de las actuaciones. 

  Por su parte, la doctora Emilce Muñoz de 

la Rosa fue contundente con respecto a la 

actuación del doctor Caro durante la investigación 

del homicidio del soldado Omar Carrasco, al 

señalar que “no mantuve discrepancias ni 

objeciones a la tarea realizada por el Dr. Rubén 

Omar CARO respecto a los intereses defensivos que 

me habían sido encomendados”  (fs.1002/3). 

  En resumen, la actividad investigativa de 

Caro fue efectivamente controlada por las partes 

señaladas, a lo que debe adunarse aquí –como una 

prueba más de independencia de los intervinientes- 

que la tarea del Ministerio Público Fiscal fue 

llevada a cabo tanto por fiscales de esa 

jurisdicción territorial como por otros venidos 

directamente de la Capital Federal, designados por 

el entonces Procurador General de la Nación.      



  44°) Que –a su vez- no es posible soslayar 

el rumbo que siguió la causa en la que se 

investigaba la muerte del soldado Carrasco, por 

las distintas instancias judiciales.  

      El doctor Caro decidió el procesamiento y 

prisión preventiva de los imputados Canevaro, 

Salazar, Suárez y Sánchez (ver fs.2091), medida 

apelada por uno  de los defensores, que resultó 

confirmada por los jueces del Tribunal Oral 

Federal de Neuquén que actuaban como tribunal de 

alzada -fs.2273 del cuerpo XIIbis-. En dicho 

decisorio los magistrados rechazaron los recursos 

de apelación, sin decretar nulidad alguna, y 

recomendaron -en una práctica normal- la 

realización de nuevas medidas instructorias.  

      Vuelta la causa al mismo tribunal, esta 

vez para el dictado de la sentencia definitiva, 

los jueces decidieron condenar a Ignacio R. 

Canevaro, Cristián A. Suárez y Víctor M. Salazar 

por considerarlos autores del delito previsto y 

penado en el art. 79 del Código Penal, y a Carlos 

R. Sánchez por el previsto y penado en el art. 

277, incs. 1° y 2° del C.P., con el cumplimiento 

previo de una serie de medidas probatorias de 

conformidad con la facultad que le otorga el art. 

357 del Código Procesal Penal de la Nación, 

conforme una de las finalidades de esa actividad. 

También intervino en la causa la Sala II de la 

Cámara Nacional de Casación Penal, que confirmó   

–en oportunidad de resolver el remedio de casación 



interpuesto- lo actuado por la instancia anterior, 

y posteriormente, rechazó un recurso de revisión. 

         Así, el trámite de la causa culminó con 

un pronunciamiento inequívoco y expreso pasado en 

autoridad de cosa juzgada formal y material, 

circunstancia que no puede dejar de tener en 

cuenta este Cuerpo por su importancia. Sin 

embargo, ello representa una garantía para los 

justiciables -no para el magistrado aquí 

enjuiciado-, y no implica una barrera absoluta 

para que el Jurado examine la actuación del juez.  

  45°) Que en definitiva, los 

cuestionamientos efectuados en este proceso al 

doctor Caro fueron promovidos por defensores de 

los condenados y por allegados a uno de estos (el 

padre y la cónyuge de Canevaro), cuyo intento –a 

través de este juicio político- no puede conmover 

la autoridad de cosa juzgada que tienen los 

pronunciamientos antes aludidos, y que no han 

conseguido mediante el ejercicio de los remedios 

procesales adecuados. El juicio político, si no se 

configura alguna de las causales previstas en el 

art. 53 de la Constitución Nacional, no puede ser 

un instrumento para ello.  

  Por otro lado, los representantes de los 

padres del soldado Carrasco y el ministerio 

público fiscal –principales interesados en el 

juzgamiento del crimen- no cuestionaron la 

actividad llevada a cabo por el magistrado.     

 



        2) De la sumisión a la inteligencia 

militar.  

        a. El sumario militar.  

        46°) Que de las constancias del expediente 

31-F°12-95 del Tribunal Oral en lo Criminal 

Federal de Neuquén, caratulado “Canevaro, Ignacio 

Rodrigo y otros s/homicidio simple y encubrimiento 

(arts.79 y 277 inc.2do. del CP) , surge que el 

mismo día de la aparición del cadáver del soldado 

Carrasco -6 de abril de 1994- se inició el 

pertinente sumario militar para investigar la 

presunta infracción castrense de “Abuso de 

Autoridad”  por parte del Subteniente Canevaro y 

el  Sargento Sánchez (cfr.fs.467). El Teniente 

Coronel Raúl Ernesto José fue designado como juez 

de instrucción militar y el Suboficial Mayor 

Roberto Oscar Zurita como secretario de 

actuaciones. Posteriormente, con fecha 19/04/1994, 

fue nombrado como “Secretario Transitorio” el 

Teniente Coronel Víctor Jordán. 

  El 21 de abril de 1994 el doctor Caro le 

solicitó al juez de instrucción militar “que ante 

cualquier información que tenga relación con el 

homicidio”  que se investigaba en ese juzgado 

federal “dé inmediato aviso”  (fs.441). 

Posteriormente las copias de esas actuaciones 

militares se fueron agregando -en forma paulatina- 

a la causa judicial. 

  En el sumario castrense se dispusieron 

numerosas medidas probatorias y concluyó con la 

sentencia del Consejo de Guerra de las Fuerzas 



Armadas que condenó a Canevaro y Sánchez a 

distintas penas de prisión, por encontrarlos 

responsables de la infracción investigada 

(fs.1511/1528).  

  47°) Que del análisis de las constancias 

descriptas se advierte que el magistrado se sirvió 

de la investigación militar, como de otros tantos 

elementos probatorios (declaraciones, inspecciones 

judiciales, informes periciales, averiguaciones 

policiales, etc.), para desarrollar la hipótesis 

que se fue confirmando durante el avance de la 

pesquisa y que, finalmente, se corroboró con la 

sentencia condenatoria revisada por todas las 

instancias superiores. 

  No se ha probado -siquiera mínimamente- 

que el magistrado enjuiciado se haya “sometido”  a 

la investigación militar. Tampoco ha quedado 

demostrado de qué manera el Ejército lo habría 

“determinado”  a responsabilizar a los 

oportunamente procesados y no a otros supuestos 

intervinientes en los hechos investigados. 

  De las conclusiones del sumario castrense 

se advierte que Canevaro y Sánchez fueron 

sancionados por el “baile”  o la “manija”  dados a 

los soldados durante   la tarde y hasta el 

anochecer del 6-3-94, y que Suárez y Salazar –si 

bien oportunamente se dispuso la detención e 

incomunicación de los mismos- no fueron penados 

por la justicia militar. Contrariamente a ello el 

magistrado dictó los procesamientos de Canevaro, 

Suárez y Salazar como coautores del homicidio y de 



Sánchez como autor del delito de encubrimiento. La 

supuesta “influencia”  del sumario militar pierde      

–entonces-  su mayor consistencia, por tratarse de 

hechos diversos. 

  Del mismo modo, ha de resaltarse que tanto 

el informe de la División Homicidios de la Policía 

Federal Argentina (fs. 1496/1497) como el 

requerimiento de las indagatorias de los aludidos 

imputados efectuado por los fiscales 

intervinientes en la causa (fs.1668), ambos 

anteriores a la finalización del proceso militar, 

coincidían sustancialmente con la hipótesis que 

fue confirmando el trabajo del magistrado ahora 

cuestionado.  

         Finalmente, no puede olvidarse tampoco 

que fue el soldado desertor Juan Sebastián Castro 

quien primeramente señaló –ante el juez Caro- que 

el fallecido Carrasco había sido víctima de 

distintos golpes por parte de sus “compañeros” y 

de un personalizado “baile” por parte del oficial 

de semana “bajo, delgado y rubio”, que incluyó 

tirarse cuerpo a tierra sobre unos espinillos 

(fs.307/309), después de lo cual declaró ante la 

autoridad castrense. 

  En suma, no se advierte que el aporte 

militar a la investigación judicial hubiera sido 

receptado “indebidamente”  por el juez Caro. 

Resulta habitual que en un expediente penal 

relacionado con un ente u organismo público se 

agreguen las copias del sumario administrativo 

interno labrado en consecuencia. La acusación no 



concretó la presunta conducta censurable del juez 

determinante de la pesquisa judicial o que habría 

convertido a la instrucción militar “lisa y 

llanamente”  en la propia investigación del 

homicidio. 

 

  b. La actividad militar en el cuartel.  

  48°) Que, de acuerdo a los testimonios 

recibidos, tras la desaparición y el hallazgo del 

cuerpo del soldado Carrasco la presencia militar 

en la guarnición de Zapala se intensificó. 

  Además de los responsables de la 

instrucción del sumario militar en cuestión (José, 

Jordán y Zurita), no puede descartarse que el 

resto del personal militar encomendado allí haya 

realizado tareas paralelas de investigación en 

relación al homicidio del soldado Omar Octavio 

Carrasco. Respecto de ello, el propio Tribunal 

Oral en lo Criminal Federal de Neuquén así lo 

señaló en el fallo que condenó a los responsables 

del hecho, afirmando que las mismas “contribuyeron 

a contaminar el juicio, tornar algunas conductas 

sospechosas, para terminar invalidando pruebas que 

pudieron ser relevantes” (fs.5489 vta.). 

  Más allá de ello, se impone aquí recordar 

que la función de este Jurado es examinar la 

responsabilidad del magistrado enjuiciado –el 

doctor Rubén A. Caro-, determinando –en el caso- 

si ha cometido mal desempeño en sus funciones 

(arts.53 y 115 de la CN). No es competente el 

Cuerpo ni es su función constitucional establecer 



las responsabilidades que pudieran caberle -en la 

especie- al personal del Ejército que 

supuestamente desarrolló aquéllas tareas.  

  En ese orden de ideas, no puede aquí 

reprochársele al doctor Caro las presuntas 

conductas indebidas que pudieron haber realizado 

los militares comisionados en el cuartel en 

cuestión. Máxime cuanto no se ha probado que tales 

circunstancias hayan torcido el rumbo de la 

investigación. 

         No debe olvidarse que las observaciones 

que en tal sentido realiza la acusación son ex 

post facto , con elementos que oportunamente no se 

contaban. La responsabilidad del juez Caro sólo 

puede evaluarse aquí por su actuación ex ante . 

 

  c. Designación de Reimundes.  

  49°) Que el 2 de mayo de 1994 el doctor 

Caro dispuso librar un oficio al Comando VI de 

Brigada de Infantería de Montaña, con asiento en 

la ciudad de Neuquén, “a los efectos de que se 

disponga lo conducente para que un Oficial del 

arma sea designado para colaborar en la 

instrucción de la presente causa, subordinándose a 

las directivas que imparta el Tribunal”  (fs.846 y 

848). 

  El 3 de mayo de 1994 el Jefe del Estado 

Mayor General del Ejército designó para colaborar 

en la instrucción de la causa en la que se 

investigaba el homicidio de Omar Carrasco al 

entonces Teniente Coronel Manuel Reimundes; 



designación que fue notificada formalmente al 

representante del Ministerio Público Fiscal. De 

las constancias de la causa surge que ya el 6 de 

Mayo de 1994 se lo notificó de la convocatoria 

para declarar como testigos del Mayor Gastaminza y 

del Suboficial Principal Carlos Honorio Sasso 

(fs.1010 vta.).   

  50°) Que esta designación, adoptada en el 

ejercicio de sus facultades discrecionales para 

demarcar el desarrollo de las medidas de 

instrucción, tampoco puede importar un indicio de 

parcialidad por parte del juez ni puede ser 

considerada como una conducta claudicante. En 

efecto, si bien el pedido de colaboración podría 

ser opinable y aún apreciado como desafortunado, 

en numerosos procesos penales en que los imputados 

son miembros de las fuerzas armadas o de 

seguridad, la justicia asiduamente interactúa con 

la institución comprometida. La única condición de 

este necesario intercambio que facilita la 

adquisición de la prueba resulta contar con 

funcionarios de otras dependencias o unidades que 

puedan asegurar cierto nivel de imparcialidad, por 

no haber estado en el lugar del hecho o tenido 

alguna forma de participación. No podía entonces 

saber ni sospechar anticipadamente el magistrado 

Caro que las autoridades militares podían tender a 

“contaminar” su investigación. 

  Del mismo modo cabe señalar –por su 

importancia- que la decisión del magistrado no fue 

clandestina ni extrajudicial, sino que resultó  



plasmada en el expediente principal, con 

conocimiento de los fiscales y la querella, los 

cuales no se opusieron ni observaron tal 

designación.  

  Por lo demás, tal determinación se 

encuentra avalada también por el principio 

procesal de libertad probatoria como derivación 

del de la verdad real, sin los obstáculos formales 

del proceso civil. Utilizar personal militar como 

auxiliares técnicos durante la instrucción para 

que informen sobre documentos, reglamentos 

internos, métodos, reglas y medios utilizados no 

parecía –por aquél entonces- desacertado. Por el 

contrario, en determinadas circunstancias pudo 

facilitar al juez el acceso al conocimiento de la 

vida militar, las rutinas y la documentación 

reglamentaria. 

  Por todas las consideraciones expuestas, 

se dispone el rechazo del pedido de remoción 

respecto del cargo examinado. 

 

 CONCLUSIÓN DE LOS DRES. HIGHTON DE NOLASCO, 

BASLA, MOREIRA, PUYOL, ROCA Y SAGUÉS.  

 I. Que al definir la cuestión preliminar 

planteada por la defensa y diferida para el fallo, 

debe destacarse que en este caso, habiendo el 

Jurado asumido su competencia para examinar 

conductas atribuidas al doctor Caro anteriores al 

acuerdo que el Senado de la Nación le otorgó para 

su designación como Juez Federal de Zapala, se 



hizo necesario debatir en el juicio si este órgano 

político las conoció y analizó. 

    Conforme a las pruebas examinadas, el 

homicidio del soldado Omar Carrasco conmocionó en 

aquellos días a la sociedad argentina y constituyó 

un tema de candente preocupación política. Si bien 

se probó que el Senado tenía conocimiento del 

hecho, que el doctor Caro actuaba como juez 

subrogante y que era urgente designar un juez 

federal titular, no se acreditó que conociese y 

ponderase conductas disvaliosas del magistrado en 

relación al trámite de la causa o que los 

legisladores conocieran acerca de imputaciones 

sobre una claudicación de su jurisdicción en favor 

del Ejército o la adopción u omisión de las 

medidas a que refiere la acusación. 

    En suma, el marco probatorio se cierra en 

forma homogénea y adquiere el peso suficiente para 

permitir concluir que el Senado de la Nación, al 

momento de conceder el acuerdo para la designación 

del doctor Rubén Omar Caro como juez federal el 20 

de abril de 1994, no conoció en plenitud los 

hechos que aquí se le endilgan.  

 De modo que en la especie, rechazar la 

pretensión de la defensa y asumir este Jurado su 

potestad constitucional de juzgamiento, no implica 

un avance sobre la designación efectuada por el 

Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado, conforme a 

los recaudos exigidos por la Constitución 

Nacional, por lo que no se contradice la doctrina 

de este cuerpo que veda la revisión de una 



decisión de los poderes del Estado cuando ha sido 

efectuada en los límites de sus facultades 

constitucionales, con la finalidad de no lesionar 

la división de poderes. 

  II. Que en relación con el cargo 

consistente en haber claudicado su jurisdicción, 

con sumisión a la actividad desplegada por la 

inteligencia militar en el sumario castrense, así 

como los aspectos relacionados con las 

declaraciones de los soldados Castro y Luna, la 

omisión de consignar una huella de un camión 

Unimog y la realización de la primera autopsia, 

entre otras irregularidades que se le enrostran, 

la pretensión acusadora debe ser rechazada y 

disponerse en consecuencia la reposición del juez 

Caro a sus funciones. 

  Ello es así puesto que la sumisión del 

magistrado enjuiciado a la actividad de la 

inteligencia militar no ha sido probada en el 

transcurso del debate. Las irregularidades que 

puntualmente se le atribuyen no han tenido la 

relevancia que pretende otorgarle la acusación, de 

acuerdo al desarrollo y análisis efectuado en los 

considerandos precedentes, que a continuación se 

mencionan: 

  a) Respecto de la imputación vinculada con 

el soldado Juan Sebastián Castro, no se ha probado 

que el magistrado hubiera sido anoticiado de las 

manifestaciones que éste habría efectuado de modo 

informal ante el personal de la Policía de la 

Provincia de Neuquén. 



  Por otro lado, con relación a la 

interrupción de la primera de las declaraciones 

testimoniales recibidas a Castro, el magistrado 

resolvió la suspensión de la audiencia en el 

complejo contexto planteado, a partir de las 

dificultades físicas que padecía el declarante    

–continuándola el día siguiente-, en un todo de 

acuerdo al sentido que la norma procesal establece 

para el tratamiento de los testigos.  

 En cuanto se le ha endilgado al magistrado 

haber entregado el soldado a la fuerza militar de 

la que había desertado, y permitir posteriormente 

su internación en el Hospital Militar, corresponde 

consignar que luego de haber sido detenido y haber 

declarado ante el tribunal, Castro debía 

proseguir, por imperativo legal, con el 

cumplimiento de su servicio militar obligatorio en 

el cuartel. En cuanto a la internación del 

conscripto, esa medida no fue dispuesta por el 

juez y la imputación descripta se basa en 

conductas generadas y llevadas a cabo por personal 

castrense, sin una probada participación del 

magistrado. 

 b) Que respecto de la huella del vehículo 

Unimog, no se ha acreditado fehacientemente su 

existencia, ubicación y características, como así 

tampoco que –en su caso- el magistrado hubiera 

sido efectivamente anoticiado de tales 

circunstancias. Siendo así, no se ha acreditado 

que haya habido una supuesta omisión del juez, ni 



una maniobra de ocultamiento de pruebas en el 

marco de una supuesta claudicación jurisdiccional. 

 De igual modo, el no haber consignado el 

nombre del Principal Palacio en el acta de 

hallazgo del cuerpo del soldado Carrasco, toda vez 

que compareció su superior jerárquico, Comisario 

Pirsic, no puede ser considerado como una 

irregularidad o como un intento de ocultar su 

participación en el procedimiento.  

 Finalmente, la falta de precintado del 

sector del cerro Gaucho donde fue encontrado el 

cadáver no puede ser tenida como una conducta 

merecedora de reproche en grado que justifique la 

remoción. La medida fue dispuesta en el ejercicio 

de las facultades que le asiste al juez como 

director del proceso; no se ha acreditado que la 

omisión descripta hubiera torcido el rumbo de la 

investigación penal, ni impedido el 

esclarecimiento del hecho. 

  c) Con relación al soldado Luna, cabe 

consignar que no se ha probado que el juez haya 

incumplido lo previsto en el artículo 139 del 

CPPN. El ocultamiento por parte del nombrado Luna 

de su supuesta condición de analfabeto, sumado a 

que la declaración fue leída y firmada en 

presencia de tres fiscales, habiendo sido 

examinada por diferentes tribunales e instancias, 

así como por el querellante particular, sin 

merecer objeción alguna hasta esta acusación, hace 

que la imputación deba ser rechazada.  



  Tampoco pueden prosperar las imputaciones 

relacionadas con no haber investigado tanto las 

supuestas “presiones” que el citado Luna le 

manifestó al juez haber sufrido por parte del 

personal castrense, como el presunto ofrecimiento 

material que oficiales del Ejército le habrían 

efectuado al soldado Balmaceda para cambiar su 

declaración. 

  Sobre el primer punto no surgen elementos 

concretos que le hubieran podido demarcar una 

línea de investigación o que, en su caso, hubiera 

obligado al juez a extraer testimonios por la 

supuesta comisión de delitos. 

        Respecto del cuestionamiento por el 

presunto ofrecimiento material que oficiales del 

Ejército le habrían realizado al soldado 

Balmaceda, cabe concluir que la imputación también 

debe ser descartada, pues, con independencia del 

exacto alcance de las afirmaciones del conscripto, 

las mismas carecen de entidad para ser 

consideradas en el contexto que la acusación le 

asigna.  

 d) Respecto a la imputación referida a la 

práctica de la autopsia en el hospital militar del 

cuartel, se ha valorado que era un lugar apto para 

conocer con rapidez las causas del deceso del 

soldado Carrasco, teniendo en cuenta el estado que 

presentaba el cadáver y no obstante las carencias 

de luz, espacio y refrigeración. La diligencia fue 

realizada por profesionales médicos de la justicia 

y policía provincial convocados por el magistrado, 



sin que se haya acreditado influencia castrense en 

el resultado del acto; las conclusiones del 

informe fueron ratificadas por los peritos médicos 

del Poder Judicial de la Nación, quienes 

practicaron una nueva autopsia contando con 

condiciones técnicas más avanzadas. 

 e) Que en cuanto al informe de la División 

Homicidios de la Policía Federal Argentina, el 

doctor Caro permitió que los oficiales asignados 

desarrollaran su tarea con plena libertad, 

agregando sus dictámenes a la causa para el debido 

control por las partes del proceso.  

 Respecto de la recepción de las 

declaraciones de los conscriptos, no se advierte 

irregularidad alguna en virtud de que las actas 

plasmaron los actos procesales conforme a  la 

normativa de forma aplicable al caso y las 

audiencias fueron presenciadas por el fiscal, 

quien además participó en la confección del 

interrogatorio. 

 III. Que determinadas decisiones del 

magistrado pueden resultar opinables desde una 

perspectiva actual, no obstante fueron ordenadas 

en el marco del libre ejercicio de sus facultades 

discrecionales para demarcar y decidir el 

desarrollo de las medidas de instrucción, sin que 

se advirtiera una intencionalidad distinta a la de 

administrar justicia. Tal es el caso de la 

cuestionada designación  del Teniente Coronel 

Reimundes, plasmada en el expediente principal, y 



con conocimiento de las partes que oportunamente 

no opusieron reparo alguno. 

  El doctor Caro, con su actividad 

investigativa como juez penal de instrucción –en 

el marco del vigente sistema procesal 

preponderantemente acusatorio-, permitió que el 

equipo de fiscales que intervino en la causa 

fundara un requerimiento de elevación a juicio que 

tuvo como resultado -luego de extensas audiencias 

ante el Tribunal Oral en lo Criminal Federal de 

Neuquén- la condena de los autores materiales del 

homicidio del soldado Carrasco. Esa sentencia fue 

posteriormente evaluada en distintas oportunidades 

por los órganos judiciales superiores que 

invariablemente se pronunciaron por su 

confirmación. 

 En igual sentido, las numerosas denuncias 

que se presentaron contra el magistrado en 

distintas sedes fueron promovidas por los 

defensores de los condenados o por sus allegados 

(Pandolfi, Inaudi, Peláez, Canevaro –padre- y 

Paparatto –cónyuge de Ignacio Canevaro-). Por el 

contrario los representantes de los padres del 

soldado Omar Carrasco y el Ministerio Público 

Fiscal -principales interesados en el juzgamiento 

del crimen- no mostraron durante el debate 

disconformidad con la actividad instructoria del 

juez acusado. 

 A partir de un análisis de todas las 

cuestiones que se han ponderado durante el juicio 

cabe concluir que la complejidad del caso, la 



calidad de los imputados y los intereses 

institucionales en juego, dificultaron en algunos 

aspectos la tarea del doctor Caro. En efecto, 

desarrolló con escasos medios una compleja tarea 

investigativa respecto de uno de los hechos más 

relevantes de la historia judicial argentina, 

cometido en un regimiento militar y bajo la mirada 

de la opinión pública nacional. 

 Sin soslayar que el juez Caro pudo haber 

utilizado datos de la investigación interna 

militar –que resulta ajena a la competencia de 

este cuerpo-, no se ha podido acreditar que la 

actuación del magistrado fuera determinada por 

actividades extrajudiciales o que, en su caso, se 

le demarcara el rumbo de la investigación. En tal 

sentido, numerosas y variadas diligencias 

judiciales se dispusieron en el expediente penal 

de manera independiente a la pesquisa castrense.  

  Por todo ello, corresponde rechazar el 

pedido de remoción impetrado y reponer en su cargo 

al doctor Rubén Omar Caro, titular del Juzgado 

Federal de Zapala, Provincia de Neuquén (artículo 

38 del Reglamento Procesal del Jurado de 

Enjuiciamiento de Magistrados de la Nación).  

  

 El señor miembro del Jurado Dr. Eduardo A. 

Roca en ampliación de fundamentos dice:  

  Sin perjuicio de compartir el voto y 

fundamentación de la mayoría, estimo que hay un 

aspecto de la presente causa que debe señalarse en 

forma especial. 



  Por vía de imputar “irregularidades” 

(declaraciones de Castro, Luna y los demás 

soldados, huella de Unimog, acta, autopsia, 

frustrados anhelos policiales de participar en el 

proceso e intervención de los fiscales), se 

pretende reabrir un caso judicial cerrado. Se 

invocan para ello hechos y argumentos analizados 

en un caso tramitado por un juez de instrucción 

dentro de las normas procesales vigentes y 

resuelto en juicio oral, firme. 

  En el procedimiento concluido en la ciudad 

de Neuquén, el Tribunal Oral examinó 

minuciosamente las circunstancias y la 

personalidad de cada uno de los protagonistas del 

crimen. Los magistrados que la dictaron 

demostraron estar, como surge de su 

pronunciamiento, a la altura de la responsabilidad 

que les recayó. Tal como se consigna en el voto de 

la mayoría en esta causa, aquellos magistrados 

condenaron a los imputados, absolvieron a uno y 

puntualizaron determinadas circunstancias que 

deberían seguir siendo investigadas. Llevada la 

sentencia a revisión por la Cámara Nacional de 

Casación en lo Penal fue confirmada en cuidada 

resolución que objeto de recurso extraordinario, 

fue rechazado por la Corte Suprema. 

  Es claro, entonces, que existe un 

pronunciamiento inequívoco y expreso del Poder 

Judicial sobre una situación determinada, en causa 

ventilada ante toda la Nación. Por eso, la 

reapertura del proceso que, de hecho, ha promovido 



el denunciante, constituye en si misma acto grave 

de desconocimiento de la decisión adoptada dentro 

de su competencia por uno de los Poderes que 

conforman la República, que actuó en el caso en su 

máxima plenitud y asumiendo completa 

responsabilidad. Y su desconocimiento sentaría un 

precedente muy negativo. 

  Remover por mal desempeño de su cargo al 

primer magistrado interviniente en esa 

concatenación de decisiones, con fundamento en la 

falsedad de hechos, situaciones y pronunciamientos 

cuya vigencia tenía al tiempo de la denuncia 

carácter de cosa juzgada, podría ser pretensión 

explicable en quienes venían persiguiendo 

infructuosamente decisiones favorables a sus 

defendidos pero no lo es, en un órgano que integra 

el Poder Judicial. 

  El principio general de la cosa juzgada 

tiene jerarquía constitucional según la 

tradicional jurisprudencia de la Corte Suprema, ya 

que como exigencia virtual del orden público es 

uno de los presupuestos del ordenamiento social. 

En ese sentido la Corte Suprema Nacional ha 

expresado que, “… la estabilidad (de los 

pronunciamientos judiciales) está íntimamente 

ligada a la seguridad jurídica, representa una 

exigencia vital del orden público, tiene jerarquía 

constitucional y es uno de los presupuestos del 

ordenamiento social, cuya ausencia o 

debilitamiento pondría en crisis a la íntegra 

juridicidad del sistema (Banco Regional del Norte 



Argentino c/Banco Central de la República 

Argentina,4 de diciembre de 1990,Fallos 313:293). 

  No es suficiente invocar que la naturaleza 

del juicio político es distinta del penal por lo 

cual no se aplica el “ne bis in idem”, por cuanto, 

en la especie, el resguardo de la estabilidad 

pública elemental se da en otra forma: en la del 

respeto de un  acto de un Poder de la República. A 

tal prudencia se hace mención en el capítulo 

inicial del voto de la mayoría al considerar que 

el conocimiento de las circunstancias de la causa 

que el Senado Nacional pudiera haber  tenido al 

tiempo de la designación del juez imputado, las 

convertía en irrevisables judicialmente. Que 

simultáneamente sean válidas una condena de 

prisión con todas sus consecuencias y la remoción, 

por mal desempeño en la causa que la decretó, del 

magistrado que inició legítimamente el proceso 

constituye en sí “escándalo jurídico” ciertamente 

inaceptable. 

  Ello resulta más claro aún si se contempla 

la doctrina moderna que da cada vez más 

importancia y alcance al principio de la cosa 

juzgada; como lo demuestra la lectura de los 

trabajos de Colombo, “Código Procesal Comentado”, 

4ed. Pág 229: Jorge Peyrano, “A propósito del 

redimensionamiento de la cosa juzgada en La Ley 

1985-E-176 o, Juan Carlos Hitters, “Revisión de la 

cosa Juzgada. Su estado actual” en La Ley 1999-F 

930. 



  Lo mismo ocurre respecto de aquellos actos 

o circunstancias que reflejarían la llamada en el 

alegato del Consejo de la Magistratura, 

“claudicación jurisdiccional” y calificada como 

causal autónoma de mal desempeño. Aquellos actos y 

circunstancias fueron examinados en la causa 

Chorny, Eugenia tramitada también ante el Tribunal 

Oral de Neuquén, en la cual los Fiscales Dres. 

Helvecio Barba y Luis María Viaut habían 

denunciado una extensa cadena de encubrimientos 

destinada a ocultar el homicidio del soldado y las 

personas que lo cometieron. 

  Estas acciones, tal como la defensa 

puntualizó expresamente, han sido objeto de 

consideración y estimación judicial en esa causa, 

denominada Carrasco II que fue cerrada por 

prescripción, instancia que también precluye su 

nueva consideración judicial. 

  Debe considerarse, igualmente, que cuando 

la invocación de tal encubrimiento llegó a la 

Cámara de Casación en un recurso de revisión, ésta 

rechazó expresamente la posibilidad de modificar 

por los motivos aducidos la sentencia del Tribunal 

Oral de Neuquén. 

  Está claro, entonces, que -en última 

instancia- la imputación de los denunciantes, 

acogida por el Consejo, consiste en que el juez no 

encontró en la investigación aquellos hechos que 

los denunciantes creían que existían pero que no 

demostraron o que, encontró en cambio, 



culpabilidades negadas por quienes estaban 

disconformes con la decisión judicial. 

  En realidad, la imputación se apuntaló en 

consideraciones, en opiniones o criterios, que 

resultan enteramente políticos. O sea, apoyada en 

afirmaciones no discutidas en un proceso entre 

partes, ajustado a  normas que aseguren el derecho 

de defensa de cada una de ellas y dirimido por 

autoridad independiente e imparcial, con resguardo 

de las garantías que confiere el debido proceso. 

Tales garantías son las que impiden o, por lo 

menos procuran hacerlo, la adopción de decisiones 

de remoción adoptadas básicamente según el parecer 

de una mayoría discrecional de opiniones, criterio 

propio y legítimo de los cuerpos parlamentarios 

que legislan o disponen pero no juzgan como lo 

hace un tribunal de derecho. 

  El cuidado del fundamental resguardo es la 

responsabilidad no sólo del Jurado de 

Enjuiciamiento sino también del Consejo de la 

Magistratura, cuerpos ambos integrados según la 

Constitución con el aporte  de los tres estamentos 

que sus redactores estimaron responsables de la 

custodia de los principios de división e 

independencia de los poderes que constituyen a la 

Argentina en República. De ahí la conformación 

equilibrada que les asignó la ley 24.937 para 

evitar que un sólo enfoque determinase la suerte 

de los jueces. También, de ahí, la angustia de 

muchos hombres de derecho ante una integración 

desproporcionada respecto a los estamentos de 



donde procederán sus nuevos titulares, resultante 

de la reciente y cuestionada ley 26.080. 

  Tal como lo advirtió Hamilton en El 

Federalista –N° 38- el Poder Judicial es, en una 

República, el poder débil. En nuestra Constitución 

actual es el Jurado de Enjuiciamiento su principal 

resorte de seguridad; es “el garante del principio 

de la debida defensa”, como lo dijo este Jurado en 

su primer pronunciamiento (causa “Morris 

Dooglatz”, Octubre 12/1999). No estará de más 

recordar aquí los considerandos 6 a 10 de aquella 

sentencia: 

  “…6) que, en tal sentido, corresponde 

señalar que el instituto del juicio político, que 

la Constitución de 1853/60 tomó de la Constitución 

Federal de los Estados Unidos de América y ésta, a 

su vez, de las instituciones de Inglaterra, se 

inserta en la lógica de la división de poderes y 

constituye una de las formas más drásticas en que 

se manifiesta el sistema de pesos y contrapesos, 

propio de aquélla. En el marco de los controles 

recíprocos entre los órganos del Gobierno Federal, 

el juicio político fue concebido -en el sistema de 

la Constitución histórica- como una expresión del 

Congreso en su capacidad de órgano fiscalizador 

del sistema institucional, sobre los otros 

poderes. Ese control es, a su vez, la resultante 

de la responsabilidad que cabe a funcionarios y 

magistrados en un gobierno representativo y 

republicano; 7) que la doctrina clásica de la 

división de poderes estriba en el equilibrio y la 



independencia de cada poder a fin de preservar las 

libertades individuales. Su dinámica exige, por un 

lado, la necesaria cooperación de las ramas del 

Gobierno -interdependencia institucional- y, por 

el otro, su autorrestricción en el ejercicio de 

las facultades exclusivas que les competen a cada 

uno. En este sentido sostiene Bulger -Juez de la 

Suprema Corte de los Estados Unidos de América- 

que no se ha encontrado todavía mejor forma de 

preservar la libertad que someter el ejercicio del 

poder a las restricciones enumeradas en la 

Constitución, que han sido cuidadosamente 

elaboradas (<Ins v. Chadha>, 462 U.S. 919, 103 S. 

Ct 2764, 77 L.Ed. 2d 317, 1983); 8) que la reforma 

de la Constitución Nacional de 1994 generó 

importantes cambios en la estructura del Estado y 

en el sistema institucional. En ese contexto se 

inscribe la creación del Consejo de la 

Magistratura y el Jurado de Enjuiciamiento de 

Magistrados de la Nación, a quienes el 

constituyente confió la acusación y el juzgamiento 

de los magistrados federales -con excepción de los 

ministros del a Corte Suprema de la Nación-, 

sustraído del juicio político ante el Congreso. El 

mandato constitucional quedó plasmado en el art. 

114, inc. 5º, en cuanto confiere al Consejo de la 

Magistratura la facultad de <Decidir la apertura 

del pronunciamiento de remoción de magistrados, en 

su caso ordenar la suspensión, y formular la 

acusación correspondiente>; y en el art. 115 que 

dispone en su párr. 1º que <Los jueces de los 



tribunales inferiores de la Nación serán removidos 

por las causales expresadas en el art. 53, por un 

Jurado de Enjuiciamiento integrado por 

legisladores, magistrados u abogados de la 

matrícula federal>; 9) que en el orden de la 

jerarquía de las instituciones expresamente 

consagradas por la Ley Suprema, el Consejo de la 

Magistratura y el Jurado de Enjuiciamiento de 

Magistrados de la Nación son órganos 

constitucionales, independientes entre sí y de 

igual rango. En cumplimiento de la manda 

constitucional, la ley 24.937 y su correctiva 

24.939 (t.o. decir 816/99) regularon la 

metodología del funcionamiento y el ejercicio de 

sus atribuciones constitucionales; 10) que en lo 

proceso de remoción de magistrados judiciales 

mediante jurados de enjuiciamiento, el juicio 

político conserva tal naturaleza aún cuando el 

juzgador no sea eminentemente político, sino 

especial y constituido pluralmente por los 

representantes de diversos orígenes. Su 

singularidad no depende de la composición del 

órgano que lo tramita sino de la índole de la 

responsabilidad que se valora. Si bien se está en 

presencia de responsabilidad y de naturaleza 

política, de ningún modo esa caracterización puede 

hacerse extensiva al proceso en sentido adjetivo”. 

 

 

   



 CONCLUSIÓN DE LA AMPLIACIÓN DE FUNDAMENTOS DEL 

DR. ROCA.  

  Además de compartir en un todo los 

fundamentos y el voto de la mayoría como he 

expresado anteriormente, creo necesario subrayar 

especialmente que la pretensión final de la 

acusación, de ser aprobada, determinaría la 

revisión de una sentencia  firme del Poder 

Judicial adoptada en un proceso determinado, ya 

que la remoción por mal desempeño de aquel 

magistrado  que consideró y valoró jurídicamente 

los hechos, actos y circunstancias concretas 

sometidas a dicho proceso judicial, sería 

inadmisible por oponerse a principios 

constitucionales que hacen a la estabilidad de una 

sociedad republicana.  

 

 Los señores miembros del Jurado Dres. Manuel 

Justo Baladrón, César A. Gioja y Carlos Alberto 

Rossi, en disidencia parcial dicen:  

  

I- CONSIDERACIONES GENERALES. 

  1°) Ante todo, cabe advertir que no es la 

intención de este Jurado coartar al magistrado en 

el ejercicio de sus funciones para valorar las 

constancias, las pruebas que obran en un 

expediente y resolver en consecuencia conforme a 

derecho y a su real saber y entender. Tampoco 

analizar el contenido de las resoluciones que 

dicta pues están sujetas al control del Superior a 



través de los remedios procesales que la 

legislación de forma y fondo prevén. 

  Es decir, tal como se ha sostenido en 

anteriores pronunciamientos: “ no procede por vía 

de enjuiciamiento, intentar un cercenamiento de la 

plena libertad de deliberación y decisión que 

deben gozar los jueces en los casos sometidos a su 

conocimiento, ya que admitir tal proceder 

significaría atentar contra el principio de 

independencia del Poder Judicial " (doctrina de la 

CSJN. en Fallos: 305:113; del voto de los doctores 

Baladrón, Gallia y Zavalía en la causa “Fariz”).  

  2°)El fin último de la independencia de 

los jueces es lograr una administración imparcial 

de justicia, fin que no se realizaría si los 

jueces carecieran de plena libertad de 

deliberación y decisión en los casos que se 

someten a su conocimiento. Y es obvio que este 

presupuesto necesario de la función de juzgar, 

resultaría afectado si los jueces estuvieran 

expuestos al riesgo de ser removidos por el solo 

hecho de que las consideraciones vertidas en sus 

sentencias puedan ser objetables, en tanto y en 

cuanto -por supuesto- ellas no constituyan delitos 

reprimidos por las leyes o traduzcan ineptitud 

moral o intelectual que lo inhabilite para el 

desempeño del cargo. (conf. Corte Suprema, Fallos: 

274:415). 

  En tal sentido compartimos la afirmación 

según la cual: “La independencia de los jueces no 

es un escudo de protección, ni otorga un bill de 



indemnidad. Es una garantía. Una garantía del 

sistema republicano y democrático. Garantía para 

los jueces, para obrar con la tranquilidad de no 

ser molestados por el contenido de sus sentencias. 

Y tiene una extensión amplia e incluye errores y 

tropiezos, en el marco de la buena fe en el obrar.  

  Esto dicho en principio, porque si bien no 

cualquier error judicial justifica poner en marcha 

engranajes de castigo, si la decisión trasunta la 

indudable intención de resolver contra el derecho, 

o hace de éste una aplicación a todas luces 

groseramente infiel o desacertada, o el 

diligenciamiento de la causa muestra un 

comportamiento absolutamente inepto, es la misma 

Constitución la que obliga a adoptar mecanismos de 

saneamiento del Poder Judicial” (Sagüés, Néstor 

Pedro, “Los jueces y sus sentencias”, Diario La 

Nación del 14/1/2000). 

  3°) La independencia del magistrado es un 

valor y un derecho que debe ser preservado en aras 

del adecuado desempeño de la actividad 

jurisdiccional, tal como lo exige la Constitución 

Nacional. Constituye un recaudo esencial de la 

jurisdicción y presupuesto de su existencia, por 

lo tanto la independencia le viene exigida por la 

propia finalidad de la misión que el Estado le ha 

conferido al Poder Judicial. Es asimismo una de 

sus notas típicas, resultante del principio de 

especialización del Estado de Derecho (del voto de 

los doctores Moliné O’Connor, Baladrón y Pardo en 

causa “Murature”).  



  4°) Por lo expuesto, la acusación no será 

examinada con el objeto de confrontar posibles 

discordancias con los enfoques jurídicos que dan 

sustento a la actuación jurisdiccional del 

magistrado, los que deben tener natural remedio 

por las vías recursivas que establecen las normas 

de procedimiento. Por el contrario, la conducta 

del magistrado será ponderada con el estricto 

objetivo de verificar si  ha incurrido en la 

causal constitucional de remoción por "mal 

desempeño" al  traducir su accionar un designio 

ajeno al recto ejercicio de la función 

jurisdiccional en el marco del ordenamiento 

jurídico aplicable al caso concreto.  

  5°) En ese orden de ideas, es doctrina de 

este Jurado que la finalidad del instituto del 

juicio político no es el de sancionar al 

magistrado, sino determinar si ha perdido los 

requisitos que la ley y la Constitución exigen 

para el desempeño de una función de tan alta 

responsabilidad, como es la de dar a cada uno lo 

suyo. 

  6°) En el contexto descripto, la causal 

constitucional de mal desempeño se configura 

cuando un magistrado ha perdido las condiciones 

necesarias para continuar en el ejercicio de su 

función. Es decir, no cuenta con la idoneidad 

suficiente para mantener el cargo, entendiendo 

como condiciones de idoneidad, entre otras, la 

buena conducta personal, salud física, equilibrio 



psicológico, independencia, imparcialidad e 

integridad. 

  Así se ha dicho que: “ La expresión mal 

desempeño del cargo conlleva una falta de 

idoneidad, no sólo profesional o técnica, sino 

también moral, todo lo que determina un daño a la 

función, o sea a la gestión de los intereses 

generales de la Nación. La función pública, su 

eficacia, su decoro, su autoridad integral es lo 

esencial; ante ella cede toda consideración 

personal” ( Rafael Bielsa, “Derecho Constitucional” 

ED. Depalma, Bs. As, 1954, p. 483/4, citado en la 

causa “Torres Nieto, Mirta C.”, consid. 23, 

30/5/02).  

  7°) Una de las notas centrales del mal 

desempeño consiste en que no exige necesariamente 

la comisión de delitos, sino que es suficiente 

para separar del cargo a un magistrado, la 

demostración de que no se encuentra habilitado 

para desempeñar la función, conforme las pautas 

que los poderes públicos exigen; no es necesaria 

una conducta criminal, es suficiente que el 

imputado sea un mal juez.  

  Para determinar ello el Jurado debe 

obligadamente adentrarse en el análisis de sus 

acciones y de sus omisiones, conforme la 

naturaleza de todas las cuestiones planteadas, aún 

las que exceden su actuación jurisdiccional. Así, 

la  prueba agregada al expediente vinculada a cada 

uno de los cargos será evaluada con criterio de 

razonabilidad y justicia procurando establecer si 



el Juez, actuando por comisión o por omisión, ha 

dejado de lado las pautas concernientes a su deber 

ético y legal.  

  La conducta del Magistrado tiene estrecha 

vinculación con la actitud, dirección, 

significación y finalidad objetiva de los hechos 

que la expresan, que ocurren en un contexto 

conformando un plexo axiológico, positivo o 

negativo, que corresponde merituar. 

  8°) En el caso, es preciso verificar si ha 

existido afectación de la independencia, la 

integridad y la imparcialidad; a la honestidad, 

respeto de la jerarquía del cargo, decoro y la 

asunción de la responsabilidad plena inherente a 

la investidura; o la calidad y el valor moral de 

cada uno de sus actos que lo enaltece o lo 

degrada; y si ello está reflejado en la conducta.   

  9°) La actuación del magistrado como 

funcionario público es la que se ha puesto en tela 

de juicio y es la apreciación de ésta, en base a 

los cargos que se le han efectuado, la que 

determinará si aún mantiene las condiciones de 

idoneidad que se le exigen (buena conducta, 

capacidad, imparcialidad, independencia). El mal 

desempeño, en cualquiera de sus formas, afecta la 

base misma de la autoridad y potestad de los 

jueces que es la honradez y credibilidad que 

inspiren a los otros órganos de gobierno y a la 

sociedad. 

  10°) Bajo estos principios rectores y las 

pautas reseñadas han de examinarse los cargos 



vertidos en la acusación, con el detenimiento y la 

prudencia que la función del juzgador demanda. 

  11°) Tal como quedará demostrado, el 

accionar del doctor Caro, no significó simplemente 

posibles errores o desaciertos en la instrucción 

de la causa en la que se investigaba el homicidio 

del soldado Omar Carrasco, hecho que conmocionó a 

la sociedad argentina y generó cambios 

estructurales en la institución castrense. 

Evaluándose su conducta en el contexto del 

material probatorio colectado, en las especiales 

circunstancias del caso concreto, y los urgentes y 

esenciales intereses públicos en juego, quedó 

evidenciado que en su accionar se apartó del 

principio de independencia con la que todo juez 

debe conducirse en el trámite de una causa, 

brindando información a terceros ajenos al proceso 

y admitiendo que quienes se hallaban investigados- 

personal militar-investigara también el homicidio, 

tolerando la clara violación a la ley 23.049. 

Dicha norma, somete la investigación de los 

delitos cometidos en el ámbito militar, a la 

Justicia Civil, siendo su propósito claro 

controlar legítimamente a través de tribunales 

independientes e imparciales a las Fuerzas 

Armadas.  

 

II-CUESTION  PREVIA  

  12°) A fojas 566, la defensa planteó la 

imposibilidad de acusar -y juzgar- al doctor Caro 

por la causal constitucional de mal desempeño, en 



relación a las imputaciones formuladas, en razón 

de que “ al tiempo en que se sucedieron los hechos 

por los cuales se reclama la formación de éste 

Jurado de Enjuiciamiento, el Doctor Caro asistía 

al Juzgado Federal de Zapala en calidad de 

Defensor Oficial subrogando el cargo de Juez 

Federal, conforme la ley del Ministerio Público 

vigente a esa época”. Aduce que “ la aprobación de 

su pliego –se refiere al Senado de la Nación- 

incluyó necesariamente la de su gestión en dicha 

causa, tornando inviable la actual discusión, por 

aplicación de la doctrina de este Honorable Jurado 

de Enjuiciamiento de Magistrados en causa N° 2 

“Brusa” .  

  13°) A fojas 620, este Jurado resolvió 

diferir para el momento de dictar el fallo, la 

cuestión referente al eventual conocimiento y 

evaluación por el Senado de la Nación, al otorgar 

acuerdo al Doctor Rubén Caro para el cargo de juez 

federal. 

  14°) Según surge de las constancias 

agregadas a la causa, el 20 de abril de 1994 el 

doctor Rubén Omar Caro fue nombrado Juez Federal 

de Primera Instancia de Zapala, provincia de 

Neuquén (páginas 6381/4 del libro de sesiones, 

reunión 77 del 20/4/94, Senado de la Nación, 

incorporado como documental, debate 6/7/06, V.E  

Pág. 5).  

  15°) Este Jurado tuvo oportunidad de 

pronunciarse, con relación a si los jueces pueden 

ser enjuiciados por conductas anteriores a la 



designación en el cargo del que se lo pretende 

remover (Causa N° 2 "Dr. Víctor Hermes Brusa s/ 

pedido de enjuiciamiento"). 

  Según se señaló en el voto de la mayoría 

de dicho precedente, " remover a un juez de la 

Nación por este Jurado de Enjuiciamiento, a causa 

de hechos anteriores a su designación y conocidos 

antes de ella, implicaría atribuirle la potestad 

de revisar la designación de los magistrados 

federales efectuada por el Poder Ejecutivo con el 

acuerdo del Senado, conforme los recaudos exigidos 

por la Constitución ". 

  16°) La sola circunstancia de que se trate 

de sucesos que ocurrieron con anterioridad a la 

asunción del cargo que ostenta el magistrado 

traído a juicio político, en modo alguno impide en 

forma automática que este Cuerpo se avoque a su 

tratamiento. En efecto, el objeto procesal del 

enjuiciamiento previsto por el artículo 115 de la 

Constitución Nacional se encuentra determinado por 

los hechos enumerados en la acusación y opera como 

límite que las presuntas conductas disvaliosas 

fueran conocidas y evaluadas oportunamente por el 

Honorable Senado de la Nación y por el Poder 

Ejecutivo Nacional al momento de conceder el 

acuerdo y designar al juez.  

  En efecto, la pauta expuesta no conlleva 

investir a este Cuerpo con la potestad de revisar 

las razones de oportunidad, mérito o conveniencia 

tenidas en cuenta por los Poderes del Estado para 

la designación de los magistrados federales, ni 



tampoco efectuar un re examen de sus conductas y 

antecedentes. Por el contrario, en el estricto 

ejercicio de las atribuciones confiadas por la 

Constitución, permite el juzgamiento de aquellos 

hechos que por circunstancias diversas pudieron 

haber permanecido fuera del conocimiento de la 

Cámara Alta al momento de conceder el acuerdo, sin 

que tal proceder implique descalificar la 

actuación desarrollada por el Cuerpo Legislativo.  

  Desde tal perspectiva, no constituye óbice 

para ello que las reuniones de la Comisión y las 

sesiones del Senado de la Nación en que se 

prestaran los acuerdos fueran secretas -tal como 

también ocurriera en el citado precedente Brusa-, 

pues la comprobación del conocimiento de los 

hechos imputados podrá efectuarse a partir de 

múltiples medios de prueba sin que ello implique  

-de ningún modo- la violación del secreto de  esa 

sesiones.  

  17°) Si por vía de hipótesis se admitiera 

una solución distinta, partiendo de la presunción 

que la revisión de antecedentes e idoneidad que 

efectúa el Senado de la Nación resulta abarcartiva 

de la absoluta totalidad de las conductas de los 

postulantes, el acuerdo brindado le concedería de 

manera automática a los jueces un "bill de 

indemnidad"  respecto de todos los actos llevados a 

cabo con anterioridad a que accedieran a la 

magistratura, conclusión cuyo solo enunciado pone 

en evidencia lo desacertado del argumento. 



  18°) Como corolario de todo lo expuesto, 

cabe concluir que el planteo efectuado por la 

defensa, relativo a la imposibilidad de acusar a 

un magistrado por hechos cometidos en el ejercicio 

de un cargo judicial, no puede ser admitido pues   

-así enunciado- procura un distingo acerca del 

espacio temporal donde debieron acontecer los 

hechos materia de acusación en un juicio político, 

que carece de sustento jurídico y no encuentra 

fundamento expreso en la Constitución Nacional. 

  19°) Corresponde determinar entonces, si 

los hechos relacionados a supuestas 

irregularidades cometidas en el marco de la causa 

en la que se investigaba el homicidio del soldado 

Omar Carrasco, fueron apreciados por el Senado de 

la Nación al momento de brindar el acuerdo para el 

nombramiento del doctor Caro. 

  Resulta claro del Diario de Sesiones de la 

fecha en la que se prestó el acuerdo y del 

testimonio rendido durante el debate por el ex 

Senador doctor Pedro Guillermo Villarroel (V.E del 

4/7/006), que el acuerdo que le dio el Senado al 

doctor Caro, se produjo a sólo catorce días del 

hallazgo del cadáver, y tuvo que ver con el 

fortalecimiento institucional de la magistratura 

federal que llevaba adelante la causa. Ninguno de 

los senadores tenía ni podía conocer a dicha 

fecha, las irregularidades en la actuación del 

juez acusado.  

  Consecuentemente, la intención del Senado 

fue institucionalizar a un juez según la manda 



constitucional, pero no aprobar su mérito 

profesional, ni su conducta en el expediente, dado 

que ello era desconocido por aquél honorable 

cuerpo.  

  20°) Por lo expuesto, en razón de que las 

imputaciones formuladas al magistrado no eran 

factibles de ser conocidas por los  integrantes de 

la Comisión de Acuerdos del Senado, el trámite del 

proceso de remoción por los hechos que se le 

endilgan al magistrado, no implica avance alguno 

sobre la designación efectuada. 

  21°)  Consecuentemente, por los argumentos 

expuestos, cabe rechazar la cuestión previa 

deducida por la defensa y adentrarse en el 

análisis de las imputaciones formuladas en contra 

del juez Caro.  

 

III- EXÁMEN DE LAS IMPUTACIONES  

  22° )  Respecto de los hechos endilgados al 

magistrado como irregulares, de la Acusación surge 

como cargo general y reproche central, la 

claudicación jurisdiccional y la sumisión del 

doctor Caro a la inteligencia militar.  

  Vale decir, se le atribuye al magistrado 

haber declinado su jurisdicción, permitiendo que 

el sumario militar paralelo a la investigación 

judicial, se convirtiera en la investigación del 

homicidio; que el doctor Caro decidía en función 

de lo expresado en la investigación militar; que 

se dejó llevar por el avance de la misma y que 

esta fuerza- que era la investigada- se 



constituyera en la fundamental colaboradora del 

juez. También se le atribuye la inapropiada falta 

de diligencia del magistrado tanto en la práctica 

de la autopsia como en el cuidado de los restos.  

  23°) Consecuentemente, hemos de analizar 

en primer término y como punto A)  tal reproche 

general y central de la Acusación, descripto como 

“ la claudicación jurisdiccional ”, para luego 

abocarnos a la valoración de los restantes hechos 

imputados, a saber: B) Declaración del testigo 

Juan Sebastián Castro; C)Hecho de la Huella 

Unimog; D) Hecho del testigo Luna.  

 

A) DE LA CLAUDICACIÓN DE SU JURISDICCIÓN  

  24 °) Se imputa al doctor Caro dejarse 

llevar por el avance de la investigación militar; 

y que dicha fuerza , que era la investigada, se 

constituyó en la fundamental investigadora y 

colaboradora del juez, en la dilucidación del 

homicidio. La Acusación pone de resalto la 

“estrecha vinculación del Juez Caro con Reimundes  

y la participación de inteligencia militar en las 

tareas de investigación durante la instrucción 

penal”. A su vez le atribuye la inapropiada falta 

de diligencia, tanto en la práctica de la 

autopsia, como en el cuidado de los restos del 

soldado Carrasco.  

  25°)  El Tribunal Oral Federal de Neuquén, 

en la sentencia del 31/1/1996, recaída en la causa 

en la que se investigaba el homicidio del soldado 

Carrasco y condenatoria de los homicidas y de uno 



de los encubridores del caso Carrasco, advirtió 

los errores y deficiencias en la instrucción y que 

la investigación militar fue contaminante del 

juicio e invalidó pruebas que podrían haber sido 

útiles para arribar a la verdad;  la verdad 

profunda y a la que no se llegó tiene que ver con 

que el encubrimiento fue postergado y quedó como 

investigado en otro juicio del que Caro se apartó 

(Foja s  56 vta/57, Cuerpo I, Causa N° 20).   

  26°) Del oficio obrante a fs. 400 del 

expediente judicial en trámite por ante  el Dr. 

Caro, mediante el cual solicita a la instrucción 

militar “ copia certificada de la totalidad de las 

actuaciones en la causa en que se investiga la 

muerte del conscripto Omar Carrasco ”, y de la 

elevación de las mismas, dispuestas por la 

instrucción militar a fojas 575- donde también 

aluden a “ constancias de las actuaciones en las 

que se investiga el fallecimiento de Carrasco ”, 

demuestran  que el Juez conocía que el Ejército 

estaba investigando el homicidio, lo que implicó 

una intromisión en sus funciones instructorias que 

de ninguna manera pudo consentir en uso de su 

jurisdicción. 

  El juez debió esforzarse al máximo para 

mantener el secreto sumarial dentro de los límites 

demarcados por el Código de Procedimientos en lo 

criminal y Correccional reaccionando ante la 

sospecha de que pudiera existir una suerte de 

investigación paralela. 



  27°) A ello debe agregarse el propio 

reconocimiento de los hechos realizado por el Dr. 

Caro ante la Comisión de Acusación del Consejo de 

la Magistratura. En primer lugar, reconoce haber 

solicitado- por oficio –la designación de un 

oficial superior para que lo orientara respecto a 

ciertas diligencias que debía hacer en 

instalaciones militares. A este oficial le 

adelantaba las diligencias que iba a realizar 

(fojas 621, 622 y 629 Causa N° 20/06 “Caro, Rubén 

Omar s/ Pedido de Enjuiciamiento). 

  Corresponde destacar que, pese a las 

tareas delegadas en este oficial, consistentes 

principalmente en diligencias destinadas a 

facilitar la faz práctica de la instrucción, lo 

que en los hechos implicaba un conocimiento 

adelantado por parte del mismo de las diligencias 

a practicar y los lugares en las que se llevarían 

a cabo las mismas, el Dr. Caro no labró un acta de 

designación ni le tomó juramento de 

confidencialidad al mismo (fs. 631) 

  28°) Lo que hasta aquí expuesto implica, 

cuando menos, una manifiesta desidia por parte del 

Juez toda vez que lo que estaba investigando era 

un homicidio ocurrido en el interior de una unidad 

militar y que si bien todavía no se habían 

determinado responsabilidades que lo justificara, 

la más elemental prudencia recomendaba no poner en 

manos de personal militar tareas propias de la 

instrucción. 



  29°) El juicio que aquí se propicia no 

tiene por fin encontrar que tal o cual falla en la 

investigación pudo o debió haberse corregido. 

Estamos diciendo que las aludidas “fallas” no 

fueron  tales, sino que en casi todo el momento el 

Juez actuó en concierto con la Justicia Militar y 

que conscientemente adoptó las tesis de ésta como 

propias y actuó en consecuencia. 

  Lo que resulta inocultable y absolutamente 

injustificable es que el Juez Caro haya consentido 

sin inmutarse que la Justicia Militar investigase 

un hecho sobre el que no tenía jurisdicción, ya 

que la suya propia (la de Caro) era absolutamente 

exclusiva. 

  30°) El juez no podía desconocer que el 

Código de Justicia Militar desde la reforma de la 

ley 23.049 (sancionada el 9 de febrero de 1984, 

promulgada el 13 de febrero y publicada en el 

Boletín Oficial el 15 de ese mismo mes y año) 

impide a la Justicia Militar el juzgamiento y la 

aplicación de leyes militares a los hechos 

delictivos contemplados en el Código Penal.  

  De tal modo, se restringe la competencia 

de la Justicia Militar al juzgamiento y la 

aplicación de leyes militares a los delitos 

cometidos en tiempos de guerra, según lo consigna 

con meridiana claridad el art. 108 del CJM en su 

versión reformada. Vale decir, en la actualidad la 

intervención de los tribunales  militares se ciñe 

a los delitos y faltas esencialmente militares, 

considerándose tales a todas las infracciones que, 



por afectar la existencia de la institución 

militar, exclusivamente las leyes militares prevén 

y sancionan (Art. 108, primer párrafo del CJM 

citado).   

  Esto, que sí lo sabían los jueces 

militares, fue obviado por el magistrado 

denunciado. Decimos que “sí” lo sabían porque bajo 

el disfraz de una aparente investigación por 

"abuso de autoridad”, lo que en realidad se hizo 

fue indagar el homicidio del soldado Carrasco; es 

decir, los militares se dieron cuenta de la 

necesidad de ocultar la verdadera razón del 

sumario, de allí que echaron mano al velo del 

“abuso de autoridad”. 

  31°) Además surge de la causa que, 

mediante oficio de fecha 21/4/94, esta vez firmado 

por el Secretario del juzgado, Garcilazo, se 

solicita al mismo Juez de Instrucción militar que 

“... en referencia al sumario que se instruye en 

sede militar por la muerte del soldado Omar 

Octavio Carrasco, que ante cualquier tipo de 

información que guarde relación con el hecho que 

se investiga también en sede judicial, se 

comunique inmediatamente a éste Tribunal ” (fs 

444).  

  Dicho oficio- al igual que el obrante a 

fojas 400 al cual ya nos referimos- son 

respondidos con el envío de las copias del sumario 

militar el 22 de abril de 1994, en cuya diligencia 

reza textualmente: “ Me dirijo a VS....relacionado 

con los autos CARRASCO OMAR OCTAVIO S/SU 



HOMICIDIO..., cumplo en elevar copias autenticadas 

por esta Instrucción militar de la totalidad de 

los actuados y diligenciados en la información 

sumarial que se investiga el fallecimiento del ex 

soldado ya mencionado ” Firmado Raúl Ernesto José 

Teniente Coronel (fojas 575).  

  32°) Como puede advertirse de tales 

constancias documentales, está acreditado que el 

Juez tenía pleno conocimiento que en el Ejército 

se estaba investigando la muerte de Carrasco; pero 

lo que es peor, no solamente sabía o consentía tal 

circunstancia sino que esperaba utilizar aquellas 

actuaciones en su propia instrucción. 

  No hay duda que el juez aceptaba los 

rumbos del sumario militar y aprovechaba sus 

resultados en la medida que él no procuraba nutrir 

su propio sumario a través de la propia 

iniciativa. 

  El señor Juez Federal no solamente toleró 

un sumario paralelo, sino que lo amarró e hizo  

uso de él.  

  En síntesis, de las constancias del 

sumario militar incorporado a la causa judicial 

(fojas 575), es indudable que los militares 

investigaban la muerte del soldado Carrasco, 

intentando mostrar otra realidad, lo que debió 

haber investigado exclusiva y excluyentemente el 

juez federal.  

  Es aquí donde encontramos la auténtica 

causal de mal desempeño del Juez Caro: su absoluta 

falta de idoneidad técnica para sobreponerse a las 



presiones del ambiente y ejercer la Magistratura 

con todos los atributos que le otorga nada más y 

nada menos que la Constitución Nacional. 

  33°) Afirmamos entonces, que el magistrado 

acusado tuvo pleno conocimiento que mientras se 

investigaba el homicidio de Omar Carrasco, se 

desarrollaba una investigación paralela en sede 

militar a cargo de los tenientes coroneles José y 

Jordán- éste último oficial de inteligencia del 

Ejército.  

  La referida investigación estaba destinada 

supuestamente a sancionar el abuso de autoridad; 

sin embargo, ha quedado suficientemente acreditado 

que en el curso de dichas actuaciones, la 

investigación real fue el homicidio del soldado, 

actividad que debió desplegar con exclusividad el 

juez Caro. Y el objetivo  era claro: encubrir 

responsabilidades.  

  34°) A la estrecha vinculación y 

dependencia del magistrado de las actuaciones 

militares, hizo referencia durante el debate el 

General de Brigada Carlos Alberto Díaz: “El  

contacto entre el juez de instrucción y el juzgado 

era diario entre el coronel José y el juez 

federal” (VE 4/7/06, página 217). A su vez, 

Helvecio Martín Barba- ex fiscal de la Cámara 

Federal de General Roca, que colaboró en la causa 

del homicidio-, expresó: “ El juez facilitó que el 

Ejército pudiera maniobrar la causa…Todo juez debe 

actuar de inmediato y Caro demoró una hora y media 

en llegar al lugar de los hechos de un presunto 



homicidio, hecho grave que motiva la adopción de 

medidas inmediatas de preservación de las 

pruebas…” ( V.E del 28/6/06, página 57). A su vez 

refirió: “ una conducta prudente era  evitar que 

ningún militar intervenga y mucho menos citarlo 

para que participe conmigo en la investigación. 

Más aún, no anticiparle ninguna diligencia. Es 

poner en posibilidad de que algún interesado pueda 

utilizar los medios para dirigir la 

investigación...” (Página 63).  

  35°) Análisis aparte merece la cuestionada 

designación del Teniente Coronel Daniel Manuel 

Reimundes.  

  De la prueba documental incorporada a 

estos autos, surge que a fojas 1010 de la Causa 

“Canevaro y otros s/ Homicidio simple y 

encubrimiento”, el 6 de mayo de 1994, el doctor 

Caro resuelve citar a prestar declaración 

testimonial al Suboficial principal Carlos Honorio 

Sasso y al Mayor Gastaminza, fijando las 

audiencias pertinentes. A fojas 1010 vuelta el 

secretario del juzgado, Carlos Garcilazo, deja 

constancia de que en dicha fecha se comunicó 

telefónicamente con el Teniente Coronel Reimundes, 

notificándolo de las audiencias señaladas, 

constancia cuya firma fue ratificada por él al 

momento de declarar durante el debate (Versión 

estenográfica del 4/7/06, pág 186).  

  Asimismo, a fojas 1115, el 16 de mayo de 

1994, Daniel Reimundes comunica al juez Caro que: 

“ En respuesta a su oficio número 33 de fecha 2 de 



mayo de 1994, le informo que, como es de su 

conocimiento, a partir del 3 de mayo del corriente 

he sido designado por el señor Jefe del Estado 

Mayor General del Ejército para colaborar en la 

instrucción de la causa “Carrasco, Omar s/ 

Homicidio”. Nota que el juez tiene presente a 

fojas 1115 vta (17/5/06). 

  36°) Vale decir, de dicha documental surge 

con evidencia que la designación de Reimundes  

como “colaborador” en la causa, era conocida por 

el magistrado y por el Secretario, antes de su 

formal presentación el 16/5. Ello, dado que la 

comunicación telefónica de la que da cuenta 

Garcilazo, data del 6/5 (fojas 1010vta).  

  37°) Por otra parte, de las declaraciones 

testimoniales surge que: Pacheco- empleada del 

juzgado federal de Zapala, declaró ante la 

comisión de Juicio Político que: “ Reimundes tenía 

ingreso al expediente porque era una especie de 

asesor”  (Fs. 423 del Expte. 606-D-95). 

  El propio general de Brigada Manuel 

Reimundes, al declarar durante el debate por ante 

éste Jurado, expresó que: “ a partir de que yo 

actúo en el expediente estoy presentado 

oficialmente. Como funcionario público podemos ser 

auxiliares de la justicia” (VE  del 3/7/06, página 

11)…” El juez me pidió que le analizase la 

documentación…y cuando concurrió al cuartel le di 

el análisis de cada documento” (página 14) .  Si 

bien el testigo advierte que nunca vio el 

expediente judicial, afirma que “ le entregaba 



cosas al juez que posiblemente fueran al 

expediente” (página 38°). A su vez, afirma que 

advirtió al juez sobre cambios y faltantes en la 

documentación  (página 22) y que él mismo le 

entregó un informe completo”. 

  Por otra parte, Osvaldo Mirás Giardinieri 

-actual secretario del juzgado federal- dijo: 

“ Reimundes vino para acelerar los trámites de la 

investigación” ( V.E del 28/6/06).  

  39°) Tales antecedentes prueban que en la 

causa penal se creó una figura “colaborador, 

enlace o nexo” -el teniente coronel Reimundes- no 

prevista en el Código Procesal Penal de la Nación 

entre quienes pueden ser partes y, 

consecuentemente, hallarse legitimados 

procesalmente. Y es a dicho militar a quien Caro 

confía la realización de determinadas medidas 

probatorias  (fojas  1010 vta), comunicándole como 

quien da vista al fiscal, de que las mismas se 

llevarían a cabo.  

  40°) Al respecto cabe señalar que el 

artículo 199 del CPPN establece: “ Las partes 

podrán proponer diligencias. El juez las 

practicará cuando las considere pertinentes y 

útiles; su resolución será irrecurrible”. 

D’Albora, Francisco J., en su Código Procesal 

Penal de la Nación anotado, comentado, concordado, 

Tomo I, pág 426, comentando dicha norma y citando 

Fallos, 247:214 de la Corte Suprema de Justicia de 

la Nación, expresaba que: “ la pertinencia de la 

prueba, calificándola como necesaria a los fines 



de la investigación, incumbe sólo al juez ”. Y que: 

“Si bien los jueces instructores se hallan dotados 

de facultades amplias... para practicar aun de 

oficio, todas las diligencias que estimen 

pertinentes para la investigación y 

esclarecimiento de los hechos sometidos a su 

conocimiento, tratándose de delitos de acción 

pública.., no resulta menos exacto que esa 

amplitud discrecional ha de interpretarse 

condicionada a las razonables limitaciones que 

derivan del ordenamiento jurídico nacional, de las 

propias garantías constitucionales, y de las que 

en particular, la misma ley determina...(Cita J.A 

1964-II, pág 82, f.8231)… En el procedimiento 

penal tiene excepcional relevancia y debe ser 

siempre tutelado el interés público que reclama la 

determinación de la verdad en el juicio” (pág  427, 

op. citada).  

  Tales principios fueron hartamente 

vulnerados por el magistrado acusado, negligente 

en la preservación de los mismos, al admitir la 

supervisión de la causa por quien no se hallaba 

legitimado para ello.  

  41°) De lo expuesto surge que el doctor 

Caro decidía en función de lo expresado en la 

investigación militar; que se dejó llevar por el 

avance de tal investigación, cayendo en el absurdo 

de que la fuerza que se hallaba investigada se 

constituyera en su principal colaboradora, 

postergando  el auxilio de los integrantes de la 

Policía Federal y Policía Provincial, naturales 



colaboradores y auxiliares de la justicia penal en 

éste tipo de investigaciones. 

  Respecto a éste tema se refirió el 

subcomisario Pirsic al declarar durante el debate: 

“ nuestra intervención llegó hasta el día del 

hallazgo del cadáver...no nos pidieron que sigamos 

con la investigación… después no tuvimos ninguna 

novedad respecto a la persecución de realizar la 

investigación …” (V.E del 27/6/06, página 84). Y 

el comisario inspector Carlos José Juárez: “ lo 

primero que me dijo el doctor Caro es que él no 

había pedido la presentación nuestra, la 

cooperación de la división Homicidios” (V.E 

27/6/06, pág 113). Con ello coincidió el Inspector 

Acuña: “ el juez Caro nos manifestó que estábamos 

ahí no por pedido de él...” (V.E 27/6/06, pág 

151). Todos ellos, ni recibieron directivas ni 

fueron citados por el doctor Caro para colaborar 

en la investigación.   

  42°) Respecto a la “falta de diligencia” 

que la Acusación le atribuye al magistrado, tanto 

en la práctica de la autopsia como en el cuidado 

de los restos, sin perjuicio de que no está 

acreditado que se haya consultado al Hospital de 

Zapala si se podía o no realizar allí, efectuarla 

en el hospital militar fue imprudente, dado que 

implicó permanecer en el mismo ámbito dentro del 

cual cabía sospechar que estaban los culpables. 

También descuidó el magistrado su verdadera 

función de juez de dirigir la investigación, al no 

presenciar toda la autopsia él, y peor aún, no 



disponer la guarda del cadáver una vez realizada 

la autopsia.  

  43°) Durante el debate, dio cuenta de 

tales imputaciones, el doctor Rodolfo Villagra    

-médico forense del Poder Judicial de la Provincia 

de Neuquén-, convocado por el juez Caro para que 

lo asista (conforme surge de la resolución del 6 

de abril de 1994, obrante a fojas 116 de la causa 

“Canevaro”). El mismo refirió que: “ El Hospital 

militar no tenía sala de autopsia y la sala en la 

que se efectuó no reunía las condiciones…  (VE del 

28/6/06, página 12). También advirtió la presencia 

de muchos militares en la sala y en sus 

inmediaciones, lo que dijo: “ no es habitual...que 

no había nadie del juzgado y que cuando terminó la 

autopsia fue interpelado por personal del 

Ejército...” (Página  14) .  Con ello coincide el 

doctor Roca  y el comisario Romero que también 

declararon durante el debate.  

  El testigo Villagra también expresó: “ … 

mientras yo hacía la autopsia, de los militares 

surgían muchas voces, mucha gente que hablaba y 

tiraban distintas hipótesis sobre cómo podría 

haber muerto Carrasco...” (página 20). También 

refirió: “ tuve que ser cauto en lo que dictaba al 

escribiente. Yo sabía cómo era el ambiente, no 

estaba el señor Juez…al que le dictaba yo tampoco 

sé quien era y cuando iba viendo que no convenía 

que yo exprese lo que veía, dije: “bueno, me lo 

guardo” para contárselo directamente al juez...” 

( página 17)  cuando me estoy yendo llega el juez y 



me pregunta qué pasó..Le dije: no lo voy a decir 

acá, vamos al Tribunal y ahí lo digo…fuimos al 

tribunal y le dije que fue un homicidio…” ( página 

19). Respecto a la falta de custodia de los restos 

del soldado Carrasco, Villagra dijo: “ no sé con 

quién quedó el cadáver” ( página 19).  

  Por su parte, el teniente coronel Cerutti 

(versión estenográfica del 29/6/06), declaró que 

luego de la autopsia él se quedó en el lugar para 

limpiar y ordenar, sin recibir indicaciones por 

parte del juez respecto a qué hacer con los restos 

y que a la mañana siguiente le dicen que irían del 

juzgado para sellar el féretro.  

  44°) Si bien del acta de fojas 142 (causa 

“Canevaro, Ignacio R. y otros s/ homicidio) da 

cuenta de que al día siguiente al de la autopsia- 

7 de abril de 1994- los doctores Villagra y Lucio 

de la Rosa Rosales, el comisario Romero y el 

fotógrafo Lucchetti, dejan constancia de que 

procedieron a completar la diligencia de la 

autopsia, procediendo luego a sellar el féretro, 

ello no subsana la negligencia reprochada al juez 

en la falta de custodia respecto del cuerpo del 

soldado Carrasco. Ello en razón que de la causa no 

surge que haya quedado en custodia de personal 

designado por el juzgado y no a la deriva del 

personal militar que era precisamente el 

sospechado e investigado.  

  45°) En el cúmulo de las pruebas 

arrimadas, y en orden a los hechos imputados en 

éste cargo, puede concluirse que el Juez Caro, en 



lugar de utilizar con inmediatez las plenas 

facultades que la ley procesal le brinda para 

esclarecer la verdad de los hechos, se limitó solo 

a seguir disciplinadamente los lineamientos que se 

le iban formulando desde el sumario militar que, 

paralelo al judicial, el Ejército sustanciaba, en 

un literal abandono de su jurisdicción, y sujeción 

por contrapartida, a la justicia castrense.  

  46°) Si bien la Defensa intentó exculpar 

la conducta del magistrado en el hecho de que se 

logró el objetivo, de que se condenó a los 

responsables del homicidio- sentencia que resultó 

convalidada en todas las instancias- y que 

coincidió con el informe elaborado por los 

oficiales Acuña y Juárez de la policía federal, en 

cuanto al señalamiento de los responsables, cabe 

advertir que no se ha puesto en tela de juicio el 

resultado al que arribó la investigación del 

doctor Caro y que luego culminó en la sentencia 

condenatoria de quienes aquél había procesado por 

el homicidio del soldado Carrasco y resultaron ser 

los autores de dicho delito. Tal resultado no se 

pone en duda y no es motivo de cuestionamiento 

alguno en esta instancia.  

  No obstante ello, es indudable que el 

magistrado produjo un corte abrupto en la 

investigación, a los fines de que ésta no se 

extendiera hasta el análisis exhaustivo de los 

encubrimientos. Dicha interrupción encubrió una 

red de complicidades, que fueron advertidas por el 

Tribunal Oral Federal de Neuquén ordenándose su 



investigación, lo que dio origen a la causa “Whit, 

Guillermo Eduardo y otros s/ inf. Art. 277, 292 y 

294 y otros del Código Penal), incorporada como 

prueba a las presentes actuaciones.  

  Sin perjuicio de que en dicha causa se 

haya dictado el sobreseimiento de los imputados 

por prescripción de la acción penal- sentencia 

pendiente de un recurso de casación- la red de 

encubrimientos descripta en el auto que ordena la 

instrucción y en los autos de elevación a juicio, 

puso en evidencia numerosas conductas 

concomitantes o posteriores al hecho principal    

-que en palabras del Tribunal Oral Federal de 

Neuquén, “ aparecen como en entramado que trató de 

encubrir el homicidio”- , las que debieron ser 

investigadas.  

  47°) Consecuentemente, a partir de la 

muerte del soldado Carrasco, ocurrida el 6 de 

marzo de 1994, se puso en marcha una red de 

complicidades dentro del Ejército tratando de 

ocultar el hecho y de que se extendieran todas las 

responsabilidades a los eventuales autores. Y el 

juez Caro consintió tal circunstancia. Disponiendo 

en esa oportunidad de todas las facultades para 

ejercer la función jurisdiccional e investigar con 

independencia, no lo hizo.  Así, declinó 

voluntariamente su función jurisdiccional 

permitiendo que el hecho fuera investigado por la 

autoridad militar; se sometió a la investigación 

militar, conocida por él y finalmente incorporada 

al expediente judicial (fojas 575), 



condicionándola a la sanción de los responsables 

directos del homicidio, dejando de lado la cadena 

de encubrimientos y la extensión de 

responsabilidades, omitiendo en la práctica lo 

establecido por la ley 23.049.  

  En razón de la conducta desplegada por el 

juez Caro, podemos advertir que se apartó de la 

responsabilidad que significa el ejercicio de la 

magistratura, permitiendo la injerencia de un 

poder extraño al Poder Judicial- y más grave aún, 

sospechado de cometer el crimen investigado-, 

vulnerando el principio de división de poderes 

garantizado por la Constitución Nacional.   

  48°) A mayor abundamiento, cabe mencionar 

el Reglamento para la Justicia Nacional (Acordada 

del 17/12/52, Fallos 224:575; ADLA, LIII-C, pág 

2552), dictado por la Corte Suprema enumera en el 

artículo 8° las obligaciones de los magistrados, 

funcionarios y empleados del Poder Judicial, entre 

las que figuran: “ guardar absoluta reserva con 

respecto a los asuntos vinculados con las 

funciones de los respectivos tribunales”; “no 

evacuar consultas ni dar asesoramiento en los 

casos de contienda judicial actual o posible”. A 

su vez, el decreto 1285/58, ratificado por ley 

14.467, veda en su artículo 9° la realización de 

algunas actividades que se consideran 

incompatibles con el ejercicio de la magistratura 

(actividad política, ejercicio de comercio, etc.), 

la práctica de juegos de azar y la concurrencia 

habitual a lugares destinados a ellos y la 



ejecución de “actos que comprometan la dignidad 

del cargo” .   

  De modo concordante se dijo: “ La falta de 

contracción al trabajo, las ausencias 

injustificadas, el incumplimiento de los plazos 

procesales, el no ordenar diligencias procesales a 

su cargo, las irregularidades procesales en la 

tramitación de la causa, la falta de investigación 

de los delitos, etc., son algunos ejemplos 

concretos de esta falta de la diligencia debida en 

la realización de las tareas propias de un juez o 

tribunal” ( Santiago, Alfonso, “Grandezas y 

miserias en la vida judicial”, página 77).  

  También se expresó: “ La legitimación de la 

potestad judicial estriba en la independencia y 

sumisión a la Constitución Nacional y a las leyes 

de los órganos que deban aplicarlas, es decir, los 

jueces del Poder Judicial. La aceptación social de 

las decisiones judiciales demanda actos 

jurisdiccionales que no reconozcan más influencia 

que la que derive del ordenamiento jurídico...Por 

eso, cuando se relativizan garantías 

constitucionales diseñadas en resguardo de la 

independencia de los jueces, y se lo hace para 

contentar ciertos reclamos sectoriales, y cuando 

se retacean medios o instrumentos que son 

imprescindibles para el eficiente ejercicio de la 

función jurisdiccional, no sólo se contribuye al 

deterioro de la Justicia, sino que lo que se 

deteriora al mismo tiempo es la democracia” 

( Caminos, Miguel Ángel, Introducción en “Y 



considerando… Número Especial”, “Independencia 

Judicial”, Noviembre de 2005, página 14).  

  “ El juez debe estar libre de 

interferencias externas,… pero por sobre todas las 

cosas la independencia es una actitud y un 

compromiso del juez, que debe partir de un 

convencimiento  firme y profundo de cómo 

desempeñar su alta misión libre de toda atadura” 

( Madueño, Raúl, “La independencia judicial”, “Y 

considerando… número especial. La independencia 

judicial”, página 112).  

  En idéntico sentido se dijo: “ La 

independencia de los jueces es la ausencia de 

sumisión a instrucciones diferentes de la ley, de 

cualquier tipo que fueren”  (Bielsa, Rafael, “La 

independencia de los jueces y el funcionamiento de 

los tribunales”, LA LEY 1992-D, 929).  

  Y que: “ Las condiciones de idoneidad que 

se busca comprobar afirmativamente en el acto de 

nombramiento, son la contracara de las causales 

que habilitan la remoción de los magistrados 

acusados. Si llegan a faltar de modo notorio y 

manifiesto en quienes ya están ejerciendo el cargo 

de juez, las condiciones de idoneidad que se 

pretende valorar a la hora del proceso de 

selección y designación de los magistrados 

(independencia, imparcialidad, rectitud moral, 

conducta ejemplar, equilibrio psicológico, 

conocimiento del derecho, capacidad de conducción 

del trabajo de un tribunal, etc.), esas carencias 

se convierten en causales que pueden provocar su 



remoción” ( Santiago, Alfonso (h), “Grandezas y 

miserias en la vida judicial”, Editorial El 

Derecho, página 29).  

  49°) En virtud de todo lo expuesto, no 

puede seguir ocupando un magistrado la función 

pública que ostenta, cuando fue negligente  en el 

cumplimiento de los deberes a su cargo, que no ha 

previsto lo que era previsible para el juez menos 

atento y cuidadoso, según las circunstancias del 

caso analizadas conforme pautas de 

responsabilidad, provocando un daño grave a la 

“cosa pública”  (conf. Doctrina Tribunal de 

Enjuiciamiento de Magistrados y Funcionarios de 

Mendoza, 21/6/90, “Higginson, Ricardo H.” LA LEY 

1990-E, 252, DJ 1991-1,837).  

  “El “mal desempeño” debe interpretarse 

como un modo de conducirse del magistrado que 

vulnere la tutela de los intereses jurídicos que 

le fueran confiados, a través de la dirección del 

proceso y demás deberes de la jurisdicción, con 

gravedad tal que quebranta la confianza y 

constituye una amenaza para los justiciables”  

(Tribunal de Enjuiciamiento de Magistrados y 

Funcionarios de Córdoba, 17/11/88, “E. A., G”).  

  50°) Por eso, el enjuiciamiento de los 

magistrados asegura el examen de la conducta y el 

alejamiento de los que no son dignos, examen que 

no ignora la naturaleza humana, las dificultades 

de la función jurisdiccional y la opinabilidad de 

la aplicación del derecho. Sólo busca determinar 

si hay incompatibilidad entre un determinado juez 



y la justicia, si son excusables sus fallas, si 

hay ruptura entre su personalidad y la dignidad 

del servicio. Esa dignidad, por otra parte, no es 

un decoro formal de ritos vacíos o de alejamiento, 

sino el sustento moral de la capacidad, la 

independencia y la disponibilidad del juez para la 

solución equitativa de los conflictos.  

  51°) En el caso  concreto, el magistrado 

ha omitido el principio según el cual si la 

jurisdicción es puesta en manos de los jueces para 

asegurar con su calificación la eficacia del 

ordenamiento jurídico, entonces en la eficiencia 

con la que sea cumplida esta misión es donde 

brilla con nitidez la legitimación de su 

autoridad. En tal orden de ideas se expresó: “ No 

son las cualidades personales y profesionales del 

juez, ni el consenso que sea capaz de concitar a 

su alrededor, lo que valida su labor, sino la 

efectividad con que determine una verdad 

controvertida durante un litigio, la efectividad 

con que restablezca la correspondencia entre “una 

exigibilidad de un lado y una obligación del otro” 

(Bielsa , Rafael, op. citada).  

  52°) Por último, debe advertirse que el 

homicidio del soldado Omar Carrasco ocurrido en el 

Grupo de Artillería 161 con asiento en Zapala, 

provocó en la sociedad argentina una conmoción de 

magnitud tal que convirtió rápidamente a su 

investigación, en uno de los casos judiciales de 

mayor repercusión en nuestro país.  



  La manera brutal en que el conscripto 

fuera asesinado en el regimiento, el misterioso 

ocultamiento de su cadáver en el interior del 

mismo, la enorme trascendencia que tuvo el evento, 

exigía por parte de la justicia una inmediata y 

profunda investigación desde los distintos 

estamentos sociales. Si bien se llegó a una 

condena en el homicidio, aspecto que no está en 

revisión en esta instancia, la sumisión del juez a 

la actividad desplegada por la justicia militar, 

impidió arribar a  la verdad de lo acontecido 

respecto a la red de encubrimientos  desplegada en 

torno a la muerte y ocultamiento del cadáver del 

soldado.  

  53°) En razón de todo lo expuesto, 

concluimos en que la claudicación jurisdiccional y 

la sumisión del doctor Caro a la actividad 

desplegada por la inteligencia militar en el 

sumario de instrucción, se encuentra acreditada.  

 

B) HECHO DEL EX SOLDADO JUAN SEBASTIÁN CASTRO  

  54°) De las constancias de la causa N° 

720-100-1994 “Canevaro, Ignacio y otros s/ 

homicidio simple y encubrimiento”, surge que el 

día 13 de marzo de 1994 -una semana  después de la 

desaparición de Carrasco- otro soldado -Juan 

Sebastián Castro -  deserta y huye de la Guarnición 

rumbo a su domicilio en Rincón de los Sauces 

(Pcia. de Neuquén). Allí es localizado el día 9 de 

abril, por la Policía de esta provincia, quien 



comunica a las 9,30 hs de ese mismo día la novedad 

al Juez (Fojas 317). 

  55°) La Acusación pone de manifiesto que 

según las declaraciones testimoniales el Comisario 

Pizarro y el Licenciado en Criminalística, Mario 

Andrés Romero, vertidas en el expediente 606-D-95 

y ante el Tribunal Oral Federal de Neuquén el 

21/11/95, ambos coinciden en que Castro es 

trasladado por la comisión policial al asiento de 

la unidad Regional Zapala, y que allí es 

interrogado informalmente por ellos, oportunidad 

en la que Castro comenta que él había visto cuando 

lo habían golpeado a Carrasco ; que llamaron al 

Juez, quien va al lugar donde se hallaba un 

presunto testigo presencial del homicidio que 

estaba investigando. Agregan que el juez en lugar 

de formalizar el interrogatorio decide, después de 

escuchar el mismo relato que Castro realizara a 

los policías, que le tomaría declaración en el 

Juzgado y que finalmente le toma declaración a las 

21,45 hs. (fs. 306 de la causa).  

  Sin embargo, en oportunidad de declarar 

durante el debate ante éste Jurado (versiones 

estenográficas del 3/7/06) ninguno de los dos 

funcionarios recordaba haber conversado con el 

doctor Caro antes de enviar al Juzgado al testigo 

Castro.  

  56°) De la causa surge además que: Juan 

Sebastián Castro presta declaración testimonial 

ante el juez Caro, el día 9 de abril de 1994 

(fojas 307 y vta., Causa “Canevaro y otros s/ 



Homicidio y encubrimiento, incorporada como prueba 

documental). De tal diligencia procesal emerge que 

la misma comienza con las formalidades habituales 

y sorpresivamente el juez decide levantar el acto 

por padecer el declarante “un fuerte dolor en el 

dedo pulgar” y postergarlo hasta el día siguiente.  

  De tal modo, se reanuda la declaración 

(conf. fojas 308/309 de la causa), y entre sus 

dichos relata una golpiza que habría recibido el 

soldado Carrasco.   

  Si bien la Acusación insiste en que el 

juez no le preguntó a Castro por el episodio que 

“supuestamente” dicho soldado relatara al juez 

delante de los policías, ello no está acreditado, 

porque Castro sí relata una “golpiza” (declaración 

de fojas 308/309 del 11/4/94)- relato que fue 

valorado por el Tribunal Oral en su sentencia del 

31/1/96 (fojas 5515 vta/5516, Causa “Canevaro y 

otros”). Ello, sumado a que tal como ya referimos, 

los agentes Pizarro y Romero, no recordaban cuando 

declararon durante el debate, haberse conectado 

con el magistrado Caro previo a que Castro fuera 

al juzgado a declarar.  

  Asimismo, en la declaración prestada por 

el soldado Castro el día 28/5/94 (fojas 1191/1193 

de la causa “Canevaro”) el testigo ratifica sus 

declaraciones de fojas 307/309. 

  57°) Consecuentemente, debe descartarse el 

argumento sostenido por la Acusación cuando afirma 

que el Juez omite dejar constancia del aporte 

fundamental que este testigo podía brindar a la 



causa y de que no se trató de un grueso error o de 

una omisión negligente. 

  58°) Por otra parte, la Acusación hace 

hincapié en que el doctor Caro consintió la 

internación de Castro en el Hospital Militar por 

un tiempo prolongado, que no existió motivo de 

salud que justificara la internación de aquél; 

antes bien, dice que fue una excusa para 

justificar su aislamiento durante un tiempo 

prolongado, presumiblemente para influir sobre la 

mente “simple” del muchacho.  

  En cuanto a ello, el Tribunal Oral Federal 

de Neuquén, al valorar los dichos de Juan 

Sebastián Castro, hace hincapié en las especiales 

características de su personalidad, expuesto a que 

“cualquiera  que ejerciera poder y autoridad 

pudiera  influir en su juicio, máxime si se 

adoptaba una actitud protectora brindándole 

refugio alimento, atención y un futuro”. Es por 

eso que no confirió  valor a la declaración del 28 

de mayo de 1994, que nuevamente prestara el 

testigo ante el juez Caro, respecto a que el 

supuesto protagonista de la golpiza era Tarifeño 

(fojas 1191/1193); pero sí valoró las demás 

referencias que- a juicio del tribunal oral-

guardaban relación con lo que declaró a fojas 

307/309 (fs. 72, Cuerpo I, Causa N° 20/06 y fojas 

5513 de la sentencia del tribunal oral).   

  59°) De tal modo, la hipótesis de que con 

la internación de Castro en el Hospital Militar el 

juez Caro facilitó la manipulación del testigo por 



parte de la fuerza militar, no se haya 

suficientemente acreditada. Ello, en razón de que 

compulsada la declaración del testigo Castro del 

28/5/94 -es decir, posterior a la supuesta  

internación en el Hospital Militar-, relata la 

golpiza padecida por el fallecido Carrasco, cuyos 

términos coincide con lo que el comisario declaró 

durante el debate (V.E del 3/7/06, pág128) 

respecto a lo que Castro les comentó antes de 

declarar ante el doctor Caro el 9 de abril de 

1994.  

  60°) A mayor abundamiento, la Cámara de 

Casación Penal -al intervenir en el recurso 

interpuesto por la defensa de los declarados 

culpables por el Tribunal Oral Federal de Neuquén- 

destacó que el TOF valoró los dichos de Castro y 

que para restar valor convictivo a su testimonio, 

que el a quo tuvo por válido, debió darse el 

supuesto contemplado en el artículo 479, inciso 2° 

del Código Procesal Penal de la Nación, según el 

cual: “ procede el recurso de revisión cuando la 

sentencia impugnada se hubiese fundado en prueba 

documental o testifical cuya falsedad se hubiera 

declarado en fallo posterior irrevocable” (fojas 

167, Cuerpo I, Causa N° 20/06). Tal hipótesis no 

se presentó en la causa “Canevaro”.  

  61°) En relación al reproche de la 

Acusación en el sentido de que el juez no valoró 

los dichos del testigo Castro, evaluar ello 

implicaría inmiscuirse en las facultades 

instructorias del magistrado y cuestionar el uso 



de las mismas, lo que nos está vedado -salvo que 

el mencionado uso sea demostrativo de un notorio 

desconocimiento del derecho, irrazonable o 

contrario a la ley–. El reproche de la Acusación 

más bien se trata de meras discrepancias de 

criterio con lo actuado por el Juez cuestionado.  

  62°) A su vez, tal como se ha reseñado, no 

surge de la declaración de Castro prestada ante el 

juez Caro (fs. 307/309 y 1191/1193, 

respectivamente), ningún elemento que permita 

afirmar que no se cumplió con lo prescripto en el 

artículo 79 del CPPN y artículo 18 de la 

Constitución nacional, sin perjuicio de advertir 

dos circunstancias más que nos llevan a afirmar 

que la imputación efectuada al juez en el hecho 

descrito en éste punto, no está acreditada, a 

saber: la interrupción dispuesta por el doctor 

Caro fue consentida por la fiscalía presente en la 

diligencia (fojas 307 de la causa penal); dicha 

diligencia fue completada al día siguiente (fojas 

308/309) y no hubo ningún planteo de nulidad 

respecto a los dichos de Castro ni de lo referido 

por el mismo el 28/5/94 (fojas 1191/93).  

  63°) También advertimos que el comisario 

Romero declaró durante el debate (V.E del 3/7/06, 

pág. 137) que habían recibido la orden de captura 

del soldado Castro -quien había desertado-, para 

devolverlo al Ejército. Y tal circunstancia 

coincide con la constancia documental obrante a 

fojas 2409 de la causa “Canevaro y otros s/ 

homicidio y encubrimiento”, de lo cual surge que 



el día 11/4/94, después de recibirle el juez Caro 

declaración al testigo Castro, la policía 

provincial hace constar que hallándose el testigo 

bajo custodia del juzgado federal hasta dicho 

momento, se lo pone a disposición del suboficial 

René López; se advierte además que  Castro fue 

atendido por el doctor Temi por presentar una 

lesión en su mano izquierda. Sentado ello, el 

comisario Pizarro informa de la detención de 

Castro  al Jefe del Grupo de Artillería  161, a 

sus efectos.  

  A su vez, a fojas 2407/2408 luce el Acta 

suscripta por el teniente Coronel Duret, en 

presencia del testigo Castro y dos testigos más, 

que da cuenta de los motivos de la internación de 

Castro en el Hospital Militar. Dicha documental 

corrobora que el testigo fue retirado de la unidad 

regional de Zapala el 11/4/94, que padecía 

lesiones y que su internación fue dispuesta a los 

fines de salvaguardar su integridad física con 

motivo de que circulaban rumores de que tal 

testigo podía recibir presiones por parte de los 

agresores de Carrasco.  

  64°) Si bien no escapan a éste Jurado las 

consideraciones efectuadas por el Tribunal Oral 

Federal de Neuquén en su sentencia, en torno a la 

suspensión de la audiencia en que deponía Castro y 

a las presunciones allí consignadas con relación a 

los propósitos perseguidos al disponerse su 

internación en el hospital militar, tales 

circunstancias no autorizan a concluir que el 



magistrado violentó las previsiones contenidas en 

el artículo 79 del CPPN y menos aún 

responsabilizarlo por el aludido alojamiento y sus 

consecuencias. Ello así, pues tal como se advirtió 

precedentemente, tratándose de un desertor 

detenido a disposición de las autoridades 

castrenses legalmente debía ser reintegrado para 

seguir cumpliendo el servicio militar y, por su 

parte, los motivos alegados por Castro acerca de 

su deserción, esto es “que no se sentía bien allí 

adentro” (fs. 309 de la causa por el homicidio) 

distan en mucho del sentimiento de temor al que se 

refirió la Acusación.  

  Vale decir, en la realidad de los hechos, 

las resoluciones adoptadas por el magistrado en 

relación al testigo Castro, no tuvieron  

consecuencia procesal alguna, debidamente 

comprobada, por lo que cabe descartar lo sostenido 

por la Acusación, pero no acreditado, en cuanto a 

que hubiera existido en dicho accionar violación a 

alguna garantía constitucional.   

  65°) Frente a tales circunstancias, cabe 

reiterar lo dicho por éste Jurado en anteriores 

pronunciamientos: “ La causal de mal desempeño 

presupone que el enjuiciamiento se lleve a cabo 

sobre la base de la imputación y demostración de 

hechos o sucesos concretos y no de apreciaciones 

difusas, pareceres u opiniones subjetivas, sean 

personales o colectivas. El texto del artículo 53 

de la Constitución Nacional exige así 

interpretarlo, pues de otro modo se llegaría a una 



conclusión que significaría prescindir de sus 

orígenes y de su letra” ( conf. doctrina en causas 

N° 2 “Dr. Víctor Hermes Brusa s/ pedido de 

enjuiciamiento”, 30/3/2000, y N° 3 “Doctor Ricardo 

Bustos Fierro s/pedido de enjuiciamiento”). 

  66°) Consecuentemente, en la actuación 

reprochada en éste cargo, no se ha acreditado un 

desvío o abuso de poder por parte del magistrado 

que haya implicado el uso de sus facultades 

jurisdiccionales para fines ajenos para los que le 

fueron otorgadas, situación que sí reclamaría su 

urgente destitución.   

 

C) HECHO DE LA HUELLA DEL CAMIÓN UNIMOG  

  67°) La Acusación reprocha al juez Caro, 

haber omitido hacer constar en el acta labrada en 

ocasión de la inspección ocular realizada en el 

lugar en que se halló el cuerpo de Carrasco, la 

existencia de huellas de un camión Unimog a corta 

distancia del mismo, circunstancia esta que podría 

haber llegado a tener gran importancia en la causa 

por que implicaría la posibilidad de uso de un 

elemento (el camión) que se hallaría fuera de la 

libre disposición de simples conscriptos. 

  68°) Basó su imputación en los dichos del 

comisario Palacios, que en oportunidad de declarar 

ante la Comisión de Juicio Político –Expte 606-D-

1995-, advierte la existencia de una huella de 

vehículo pesado, tipo Unimog y que le hizo notar 

al juez tal circunstancia y que éste no ordena 

tomar una fotografía del rastro ni tampoco 



solicita que “se levante” el mismo. Sin embargo, 

en oportunidad de declarar durante el debate ante 

éste Jurado, Palacio (V.E del 27/6/06, pág. 38) 

preguntado por la Acusación sobre si la huella era 

notoria y si podía reconocerse a simple vista, 

contestó que “ No”.  Agregó que “ se lo comunicó al 

magistrado y que éste ordenó que se tomaran vistas 

fotográficas”  

  Por su parte, el Comisario Pirsic , al 

declarar ante el Tribunal Oral en la Causa 

Carrasco I, refirió que “ habiendo un fotógrafo en 

el lugar no es normal que no se haya ordenado 

sacar foto de la huella… El Juez no dispuso nada 

al respecto, que el es la máxima autoridad en el 

lugar cuando el está”  (fojas 391 vta. ante el 

Tribunal Oral, Causa Carrasco I). Pero, al  

declarar ante éste Jurado (V.E del 27/6/06, pág 

88) y a preguntas de la Acusación acerca de si 

pudo observar la presencia de una huella que le 

llamara la atención, dijo: “ No. Lo más llamativo 

fue el hallazgo de la media, de un lugar 

totalmente alejado de donde estaba el cuerpo…. 

ninguna huella que me llame la atención, porque es 

un lugar constantemente transitado... Atrás había 

un basural, era un lugar de maniobras 

militares...”. 

  69°) Es fácil advertir las contradicciones 

existentes entre lo que ambos testigos relataron 

en instancias anteriores y lo dicho durante el 

debate por ante éste Jurado. Ello lleva a la 

conclusión de que tales testimonios son 



insuficientes a los fines de acreditar la 

existencia de dicha huella y la “supuesta” 

negativa del juez en adoptar los recaudos 

pertinentes, puesto que ningún otro testigo que 

haya estado en el lugar en que fue hallado el 

cuerpo del soldado Carrasco, se refirió a la 

existencia de la misma.  

  70°) Asimismo, son los propios dichos de 

quien afirma la existencia de la huella -el 

comisario Palacios- los que restan crédito a sus 

afirmaciones, puesto que él mismo refiere que 

fueron transportados hasta el cerro Gaucho en un 

camión del Ejército, y no descartó que fuera un 

Unimog. 

  71°) A mayor abundamiento, cabe advertir 

que las constancias documentales obrantes en la 

causa “Canevaro y otros s/ homicidio y 

encubrimiento”, no prueban la presencia del 

comisario Palacios en las diligencias llevadas a 

cabo al momento del hallarse el cadáver. Así, de 

fojas 116 resulta que el día 6/4/94, el magistrado 

dispone la concurrencia en el lugar del hecho del 

jefe de la Subdelegación Zapala de la Policía 

Federal Argentina, subcomisario Pirsic, a efectos 

de que por sí o personal a sus órdenes proceda a 

confeccionar un croquis detallado del mismo. A su 

vez, la presencia de dicho funcionario en la 

diligencia efectuada con motivo del hallazgo fue 

asentada en el acta obrante a fojas 118/119, a su 

vez corroborada por los dichos del testigo durante 

el debate.  



  Pero lo que no surge de tales constancias, 

es la presencia de Palacios en dicha diligencia, y 

es el propio testigo Pirsic -superior de aquél- 

quien no recuerda que Palacios haya estado 

presente, con lo cual no existe ningún otro 

elemento de prueba que permita afirmar que éste 

estuvo allí.   

  72°) En el contexto de la prueba valorada, 

concluimos que Pirsic -testigo respecto del cual 

no se ha desvirtuado el hecho de que sí estuvo 

presente-, según sus dichos, no vio ninguna 

huella; a su vez, no puede corroborarse la 

afirmación de Palacios respecto a que estuvo allí 

y vio una huella que luego advirtió al juez.  

  En virtud de lo expuesto, el hecho 

descripto en este punto no se encuentra probado.  

  Así se ha dicho que: “ Para dar curso a las 

denuncias formuladas contra magistrados judiciales 

se requiere que la imputación se funde en hechos 

graves e inequívocos o, cuando menos, en la 

existencia de presunciones serias que autoricen 

razonablemente a poner en duda la rectitud de la 

conducta de un magistrado o su capacidad para el 

normal desempeño de la función. Corresponde 

rechazar la denuncia que sólo trasunta en 

discrepancias con lo resuelto por el tribunal y 

con los fundamentos de la decisión, pero no 

demuestra la configuración de hechos o la adopción 

de actitudes por parte del juez que importen 

desmedro de su rectitud de conducta o de su 

idoneidad para el cargo” (Tribunal  de 



Enjuiciamiento de Magistrados, 14/7/1977, 

“Servini, Eduardo”).  

  73°) En síntesis, careciendo la imputación 

formulada por la Acusación de entidad suficiente 

por sí misma para afirmar que su proceder reveló 

un intolerable apartamiento de la misión que se le 

confiara, ni un consecuente daño evidente al 

servicio de justicia, la misma  debe ser 

rechazada.  

 

D) HECHO DEL EX SOLDADO FABIÁN LUNA  

  74°) De las constancias de la causa 

“Canevaro y otros s/ Homicidio y Encubrimiento”, 

surge que Héctor Fabián Luna presta testimonio 

ante el magistrado Caro el 27/4/94 (fojas 

671/672), testimonio que fue utilizado por el juez 

para apoyar su decisorio de procesar a los 

soldados Suárez y Salazar junto al Subteniente 

Canevaro. 

  Asimismo, el testigo Luna vuelve a prestar 

declaración ante el juez Caro el 24 de octubre de 

1994 (fojas 2763) oportunidad en la que ratifica 

su declaración obrante a fojas 671/672, en cuyo 

acta dice que se lee en voz alta y que la ratificó 

íntegramente.  

  Luego, el testigo declara en el debate del 

juicio oral el 12/1/96 (fojas 6232/6233, Causa N° 

31-F° 12-Año 1995), pero no surge de tal 

diligencia -tal como afirmó la Acusación- que 

aquél haya negado terminantemente haber dicho las 

cosas que según el acta de su anterior declaración 



constaban. Lo que el testigo manifiesta en dicha 

oportunidad es “… el juez Caro me pidió su opinión 

personal cuando  declaro en el juzgado y no 

recuerdo bien ...”.  

  Respecto al cuestionamiento de la 

Acusación en el sentido de que Fabián Luna era 

prácticamente analfabeto y por lo tanto no podía 

haber leído su declaración de fs. 671, cabe 

advertir que él mismo manifiesta ante el Tribunal 

Oral Federal (fojas 6233) que: “ fui a la escuela 

Cervantes, no se leer de corrido, me cuesta leer 

pero junto las palabras y puedo leer”.  

  75°) Si bien durante el debate ante el 

Tribunal Oral, la defensa planteó la nulidad de la 

declaración de Luna prestada ante el Juez Caro, 

cabe advertir que tanto el Fiscal como la querella 

se opusieron a ello, nulidad que fue rechazada por 

el Tribunal Oral, el que consideró extemporáneo el 

planteo, sin perjuicio de señalar en la resolución 

que el testigo no se hallaba comprendido en las 

previsiones del artículo 139, último párrafo del 

CPPN, en atención a haber manifestado que recibió 

instrucción hasta el cuarto grado, pudiendo leer 

con dificultad (conf. Fojas 6234). 

  76°) También cabe resaltar las 

contradicciones en las que incurre Luna, quien 

manifiesta ante el Tribunal Oral  que “ él no leyó 

la declaración sino que se la leyó el juez Caro y 

estaba la Secretaria...”, y luego, cuando el 

tribunal le lee la declaración de fojas 671/672, 

afirma que “ eso que dice ahí fue porque el Juez 



Caro junto con la Secretaria, me apretaban para 

que les diga de mentira a verdad, y no podía 

decirles nada porque no sabía...”  Y luego vuelve a 

decir: “ el doctor Caro me leyó y yo no supe si lo 

que leía era verdad o no...” (Fojas 6235).  

  77°) En virtud de tales dichos es que el 

juez Caro denunció al testigo Luna por falso 

testimonio, lo que dio origen a la causa: “Caro, 

Rubén Omar s/ Denuncia”, causa N° 3179-F° 126-

1996, del Juzgado Federal de 1° Instancia N° 2 de 

Neuquén- incorporada como prueba documental       

(debate, 7/7/06), causa que culminó con el 

sobreseimiento por prescripción de la acción 

respecto de Luna (fojas 125, resolución del 9 de 

diciembre de 2002). De la misma, surge que en 

ocasión de ser indagado (fojas 98), Luna no 

ratificó lo dicho ante el Tribunal Oral en el 

sentido de que lo asentado en el acta de fojas 

671/672 no era lo que él le dijo a Caro.  

  78°) Finalmente, al declarar durante el 

debate ante éste Jurado (V.E del 4/7/06) el 

testigo Luna refirió: “ Yo a la secretaria y al 

juez, de vergüenza,  les dije que yo sabía leer y 

cuando me pasaron el legajo, yo firmé nomás” (pág  

142 ). Dicha afirmación derriba el reproche que la 

Acusación ha formulado al magistrado, en razón de 

que es el propio testigo el que dice que mintió, 

vale decir, no advirtió al juez  que no sabía 

leer. Consecuentemente, no puede afirmarse que el 

magistrado  haya incumplido con lo normado en el 

art. 139 in fine del Código de Procedimiento Penal 



de la Nación, que determina la obligación, en caso 

de ser ciego o analfabeto el declarante, que 

alguien de su confianza le lea el acta y hasta la 

suscriba.  

  79°) Respecto a las supuestas presiones 

que el testigo Luna pudo haber recibido del 

Ejército, no se ha acreditado, dado que en 

oportunidad de declarar ante este Jurado manifestó 

no haberlas recibido.  

  80°) Del contexto fáctico y probatorio 

ponderado, concluimos en que respecto a los hechos 

imputados en éste punto, no existió obrar en el 

magistrado acusado de tal magnitud que amerite ser 

considerado causal de mal desempeño, por lo que el 

cargo ha de ser desestimado.  

 

 CONCLUSIONES DE LA DISIDENCIA PARCIAL DE LOS 

DRES. BALADRÓN, GIOJA Y ROSSI.   

 

RESPECTO DE LA CUESTIÓN PRELIMINAR:  

  81°) La sola circunstancia de que se trate 

de sucesos que ocurrieron con anterioridad a la 

asunción del cargo que ostenta el magistrado 

traído a juicio político, en modo alguno impide en 

forma automática que este Cuerpo se avoque a su 

tratamiento. En efecto, el objeto procesal del 

enjuiciamiento previsto por el artículo 115 de la 

Constitución Nacional se encuentra determinado por 

los hechos enumerados en la acusación y opera como 

límite que las presuntas conductas disvaliosas 

fueran conocidas y evaluadas oportunamente por el 



Honorable Senado de la Nación y por el Poder 

Ejecutivo Nacional al momento de conceder el 

acuerdo y designar al juez. 

  82°) En el caso concreto, del Diario de 

Sesiones de la fecha en la que se prestó el 

acuerdo y del testimonio rendido durante el debate 

por el ex Senador doctor Pedro Guillermo 

Villarroel (V.E del 4/7/006), surge que el acuerdo 

que le dio el Senado al doctor Caro, se produjo a 

sólo catorce días del hallazgo del cadáver, y tuvo 

que ver con el fortalecimiento institucional de la 

magistratura federal que llevaba adelante la 

causa. Ninguno de los senadores tenía ni podía 

conocer a dicha fecha, las irregularidades en la 

actuación del juez acusado.  

  Vale decir, la intención del Senado fue 

institucionalizar a un juez según la manda 

constitucional, pero no aprobar su mérito 

profesional, ni su conducta en el expediente, dado 

que ello era desconocido por aquél honorable 

cuerpo.  

  83°) Por lo expuesto, en razón de que las 

imputaciones formuladas al magistrado no eran 

factibles de ser conocidas por los  integrantes de 

la Comisión de Acuerdos del Senado, el trámite del 

proceso de remoción por los hechos que se le 

endilgan al magistrado, no implica avance alguno 

sobre la designación efectuada. 

  84°) Consecuentemente, cabe rechazar la 

cuestión previa deducida por la defensa y 



adentrarse en el análisis de las imputaciones 

formuladas en contra del juez Caro.  

 

RESPECTO DE LAS IMPUTACIONES:  

  85°) En relación a los hechos endilgados 

al magistrados, hemos analizado primer término y 

como punto A) el reproche descripto como “ la 

claudicación jurisdiccional ”, y luego nos abocamos 

a la valoración de los restantes hechos imputados, 

a saber: B) Declaración del testigo Juan Sebastián 

Castro; C) Hecho de la Huella Unimog; D) Hecho del 

testigo Luna.  

 

A) LA CLAUDICACIÓN JURISDICCIONAL  

  86°) De los hechos y pruebas ponderadas en 

su conjunto, concluimos en que el accionar del 

doctor Caro no significó simplemente posibles 

errores o desaciertos en la instrucción de la 

causa en la que se investigaba el homicidio del 

soldado Omar Carrasco, hecho que conmocionó a la 

sociedad argentina y generó cambios estructurales 

en la institución castrense. Evaluándose su 

conducta en el contexto del material probatorio 

colectado, en las especiales circunstancias del 

caso concreto, y los urgentes y esenciales 

intereses públicos en juego, quedó evidenciado que 

en su accionar se apartó del principio de 

independencia con la que todo juez debe conducirse 

en el trámite de una causa, brindando información 

a terceros ajenos al proceso y admitiendo que 

quienes se hallaban investigados- personal 



militar-investigaran también el homicidio, 

tolerando una clara violación a la ley 23.049, 

norma que somete la investigación de los delitos 

cometidos en el ámbito militar, a la Justicia 

Civil, siendo su propósito claro controlar 

legítimamente a través de tribunales 

independientes e imparciales a las Fuerzas 

Armadas.  

  87°) El juicio que aquí se propicia no 

deriva de encontrar que tal o cual falla en la 

investigación pudo o debió haberse corregido. 

Estamos diciendo que las aludidas “fallas” no 

fueron tales, sino que en  todo el momento el Juez 

actuó en concierto con la Justicia Militar y que 

conscientemente adoptó la tesis de ésta como 

propia y actuó en consecuencia. 

  Lo que resulta inocultable y absolutamente 

injustificable es que el Juez Caro haya consentido 

sin inmutarse que la Justicia Militar investigase 

un hecho de la exclusiva jurisdicción  del 

magistrado. 

  88°) Quedó suficientemente acreditado que 

el doctor Caro decidía en función de lo expresado 

en la investigación militar; que se dejó llevar 

por el avance de tal investigación, cayendo en el 

absurdo de que la fuerza que se hallaba 

investigada se constituyera en la principal 

colaboradora de él, postergando el auxilio de los 

integrantes de la Policía Federal y Policía 

Provincial, naturales auxiliares de la justicia 



penal en la investigación de casos como el 

presente.                 

  Insólitamente, creó la figura de 

“colaborador” en la causa -no prevista en código 

procesal alguno-, solicitando la designación de un 

“nexo o enlace” entre el juzgado y el Ejército- 

nombrándose al Teniente Coronel Reimundes, persona 

a la cual- sin revestir la calidad de “parte 

legitimada en la causa”- el juez le informaba las 

diligencias a realizar.  

  89°) Respecto a la “falta de diligencia” 

que se le atribuye respecto al lugar en que se 

practicó la autopsia y  en el cuidado de los 

restos del soldado Carrasco, sin perjuicio de que 

no se acreditó que se haya consultado al hospital 

de Zapala si se podía realizar o no allí, 

efectuarla en el hospital militar fue inadecuado y 

al menos imprudente, dado que implicó permanecer 

en el mismo ámbito dentro del cual cabía sospechar 

que estaban los culpables. A su vez, Caro descuidó 

su función de dirigir la investigación, al no 

presenciar tal diligencia ni disponer la guarda 

del cadáver una vez efectuada aquélla.  

  90°) Cabe advertir que no se ha puesto en 

tela de juicio el resultado al que arribó la 

investigación del doctor Caro y que luego culminó 

en la sentencia condenatoria de quienes aquél 

había procesado por el homicidio del soldado 

Carrasco y resultaron ser los autores de dicho 

delito. Tal resultado no se pone en duda y no es 



motivo de cuestionamiento alguno en esta 

instancia.  

  No obstante ello, quedó suficientemente 

acreditado que el doctor Caro declinó 

voluntariamente su función jurisdiccional, 

condicionando la investigación a la sanción de los 

responsables directos de homicidio, dejando de 

lado la cadena de encubrimientos y la extensión de 

responsabilidades.  

  91°) Por todo lo expuesto, se encuentra 

acreditada la claudicación jurisdiccional imputada 

al magistrado, constituyendo causal de mal 

desempeño en el ejercicio de sus funciones 

conforme lo previsto en el artículo 53 de la 

Constitución Nacional, motivo por el cual se 

impone su remoción.  

 

B) HECHO DEL EX SOLDADO JUAN SEBASTIAN CASTRO 

  92°) Respecto de la imputación vinculada a 

la declaración del ex soldado Juan Sebastián 

Castro, la suspensión de la audiencia en la que 

declaraba  y su posterior internación en el 

hospital militar, la totalidad de las 

circunstancias de hecho y derecho  descriptas en 

los considerandos precedentes, conforman un marco 

probatorio que analizado en el contexto de la 

causa, permite concluir que el reproche no ha 

quedado acreditado.  

  93°) En la realidad de los hechos, las 

resoluciones adoptadas por el magistrado en 

relación al testigo, no tuvieron  consecuencia 



procesal alguna, debidamente comprobada, por lo 

que cabe descartar lo sostenido por la Acusación 

pero no acreditado, en cuanto a que hubiera 

existido en dicho accionar violación a alguna 

garantía constitucional.   

  94°) Consecuentemente, atento a que el 

hecho en que se sustenta la conducta atribuida al 

magistrado, no tiene entidad suficiente para 

configurar la causal de mal desempeño, corresponde 

disponer el rechazo del cargo en lo que se refiere 

al hecho descripto en éste punto.   

 

C) HECHO DE LA HUELLA DEL CAMIÓN UNIMOG  

  95°) De los elementos de prueba 

mencionados y ponderados en el análisis de éste 

cargo, nos permiten concluir que no se encuentra 

acreditada la indiferencia que la Acusación le 

imputa al magistrado respecto de la atención de 

ciertas cuestiones que supuestamente le iban 

informando los oficiales policiales que él mismo 

convocó para la tarea que involucraba la obtención 

de rastros en el lugar en que se halló el cuerpo 

del soldado Carrasco.  

  96°) El hecho descripto en éste punto no 

se encuentra probado, careciendo la imputación 

formulada por la Acusación de entidad suficiente 

por sí misma para afirmar que su proceder reveló 

un intolerable apartamiento de la misión que se le 

confiara, ni un consecuente daño evidente al 

servicio de justicia, motivo por el cual debe ser 

rechazada.  



D) HECHO DEL EX SOLDADO LUNA 

  97°) Respecto a la imputación mediante la 

cual se reprocha al Dr. Caro haber “insistido” al 

testigo Luna para que incrimine como autores del 

homicidio a Canevaro, Suárez y Salazar; no haber 

cumplido las pautas legales vigentes para testigos 

analfabetos y no investigar las presiones que 

supuestamente sufrió aquél,  la realidad de los 

hechos y las pruebas colectadas- valorados ellos 

en conjunto- nos permite concluir que dichas 

imputaciones no han sido suficientemente 

acreditadas.  

  98°) Ello así, dado que en ocasión de ser 

indagado Luna en la causa “Caro, Rubén Omar s/ 

Denuncia”, causa N° 3179-F° 126-1996, del Juzgado 

Federal de 1° Instancia N° 2 de Neuquén (fojas 

98), no ratificó lo dicho ante el Tribunal Oral en 

el sentido de que lo asentado en el acta de fojas 

671/672 no era lo que él le dijo a Caro.  

  99°) A su vez, al declarar durante el 

debate ante éste Jurado (V.E del 4/7/06) el 

testigo Luna refirió: “ Yo a la secretaria y al 

juez, de vergüenza,  les dije que yo sabía leer y 

cuando me pasaron el legajo, yo firmé nomás” (pág  

142 ). Dicha afirmación derriba el reproche que la 

Acusación ha formulado al magistrado, en razón de 

que es el propio testigo el que dice que mintió, 

vale decir, no advirtió al juez  que no sabía 

leer. Consecuentemente, no puede afirmarse que el 

magistrado  haya incumplido con lo normado en el 

art. 139 in fine del código de procedimiento Penal 



de la Nación, que determina la obligación, en caso 

de ser ciego o analfabeto el declarante, que 

alguien de su confianza le lea el acta y hasta la 

suscriba.  

  100°) En cuanto a las supuestas presiones 

que el testigo Luna pudo haber recibido del 

Ejército, no se ha acreditado, dado que en 

oportunidad de declarar ante éste Jurado manifestó 

no haberlas recibido.  

   Por todo lo expuesto, el reproche 

formulado en este punto ha de ser desestimado.  

 

CONSIDERACIONES FINALES DE LOS DRES. BALADRÓN, 

GIOJA Y ROSSI. 

  101 ° ) El enjuiciamiento de los magistrados 

asegura el examen de la conducta y el alejamiento 

de los que no son dignos. Ese examen no ignora la 

naturaleza humana, las dificultades de la función 

jurisdiccional y la opinabilidad  de la aplicación 

del derecho. Sólo busca determinar si hay 

incompatibilidad  entre un determinado juez y la 

justicia, si son excusables sus fallas, si hay 

ruptura entre su personalidad y la dignidad del 

servicio. Esa dignidad, por otra parte, no es un 

decoro formal de ritos vacíos o de alejamiento, 

sino el sustento moral de la capacidad, la 

independencia y la disponibilidad del juez para la 

solución equitativa de los conflictos. 

  Dicho enjuiciamiento no tiene por objeto 

la sanción individual del juez sino la tutela de 

los intereses jurídicos confiados por la sociedad 



según resulten o no comprometidos por su conducta. 

El mal desempeño supone vulnerar ese interés a 

través de la aplicación del derecho, la dirección 

del proceso y demás deberes de la jurisdicción, 

con gravedad tal que a pesar de no tener 

significado institucional los asuntos en que la 

conducta del juez es reprochable, quebranta la 

confianza y constituye una amenaza seria para los 

justiciables.  

  En razón de todo lo expuesto cabe ponderar 

que “el mal desempeño o mala conducta en la 

función jurisdiccional, no requiere la comisión de 

un delito, sino que para separar a un magistrado 

de su función, basta la demostración de que no se 

encuentra en condiciones de desempeñar el cargo en 

las circunstancias que los poderes públicos 

exigen; "mal desempeño" o "mala conducta" no 

requieren la comisión de un delito, siendo 

suficiente con que el imputado sea un mal juez” 

(“Nicosia, Alberto Oscar s/recurso de queja”, del 

9 de diciembre de 1993- ED,158,237).  

  102°) En la delicada tarea de analizar el 

desempeño de un juez, es preciso tener en claro 

dos prevenciones básicas, ambas, muy vinculadas 

entre sí.  

La primera, tiene que ver con el hecho de 

que el Poder Judicial es hoy destinatario de una 

alta expectativa social, caracterizada por un 

notable ensanchamiento de las legitimaciones 

públicas, por el auge fundamental de los derechos 

humanos y la multiplicidad de bienes dignos de 



tutela jurídica. Esta situación hace que la 

actividad judicial se haya tornado en una tarea 

profundamente comprometida con la realidad 

histórica.  

La segunda, apunta a no perder de vista 

que la función del Poder Judicial -en tanto poder 

del Estado- es, debe ser, necesariamente política. 

El juez, al dictar sentencia, aun en los casos más 

anónimos, reparte libertad y poder; traza una 

línea entre lo que se debe y no se debe.  

  Así como cada actividad muestra su estilo, 

una motivación, una manera de actuar resultan 

propias e intransferibles, la judicatura expone 

una particular manera de actuar y razonar, una 

conducta pública y privada que tiene que ver con 

la necesidad que tienen los jueces de resolver los 

casos sometidos a su conocimiento en donde se 

privilegia el valor justicia. 

  103°) Las consideraciones expuestas, sobre 

la base de una convicción razonada y sustentada en 

el examen de los hechos y las pruebas mencionadas, 

fundan la conclusión de que el doctor Rubén Omar 

Caro, ha puesto de manifiesto una desviación de su 

poder jurisdiccional, puesto que ha sido usado con 

un fin y por motivos distintos del bien general 

que impregna el servicio de justicia, incurriendo 

en la causal de mal desempeño, prevista en el 

artículo 53 de la Constitución Nacional. 

  104°) Si bien la destitución del doctor 

Caro se decide únicamente en función de la 

conducta descripta como “claudicación 



jurisdiccional y sumisión a la investigación 

militar”, ella es lo suficientemente grave como 

para configurar la causal de mal desempeño, en 

razón de que implica un serio desmedro de su 

idoneidad para continuar en la magistratura. 

  Todo ello comporta la pérdida 

irrecuperable de la integridad requerida para 

continuar en el ejercicio de la alta misión que le 

fuera confiada, con daño evidente del servicio 

público y la administración de justicia y 

menoscabo de la investidura. La conducta del 

magistrado, según fue descrita, no admite 

justificación y es, en sí misma, un apartamiento 

inexcusable de los deberes propios de la función 

jurisdiccional que le fuera encomendada. Los 

hechos graves probados están en pugna con la 

rectitud que reclama el desempeño funcional de un 

juez, cuya misión lo obliga al respeto irrestricto 

a la Constitución Nacional y a la ley.  

  105°) En razón de hallarse inhabilitado 

moralmente para continuar en su cargo y no reunir 

los requisitos de idoneidad ética que debe 

mantener un magistrado para continuar con el 

ejercicio de su función (del voto de los Dres. 

Baladrón y Gallia en causa “Lona”), se impone la 

remoción de sus cargo (artículos 53, 110 y 115 de 

la Constitución Nacional, disposiciones 

pertinentes de la ley 24.937 (t.o. decreto 816/99   

y del Reglamento Procesal de este Cuerpo). 

 

 



VOTACIÓN: 

  Que la votación de los señores miembros 

del Jurado ha concluido de la siguiente forma: 

   

  1) Los Dres. Elena I. Highton de Nolasco, 

Enrique Pedro Basla, Manuel Alberto Jesús Moreira, 

Ramiro Domingo Puyol, Eduardo Alejandro Roca y 

Guillermo Ernesto Sagués votan por el rechazo de 

la acusación. 

         2) Los Dres. Manuel Justo Baladrón, César 

A. Gioja y Carlos Alberto Rossi votan por la 

remoción del Dr. Caro con referencia al cargo 

“claudicación jurisdiccional” y por el rechazo de 

la acusación en lo que se refiere a los hechos 

“del soldado Castro”, “de la huella del camión 

UNIMOG” y “del soldado Luna”, considerados en 

forma independiente en el voto de los nombrados. 

          

COSTAS.   

  En razón de ello, las costas  han de 

imponerse al Fisco (art. 39 segundo párrafo del 

Reglamento Procesal del Jurado). 

 

  Por ello, de conformidad con los artículos 

53, 110 y 115 de la Constitución Nacional, 

disposiciones pertinentes de la ley 24.937 y sus 

modificatorias y del Reglamento Procesal, el 

Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados de la 

Nación, 

 

 



  RESUELVE: 

  I.- RECHAZAR  la cuestión preliminar 

planteada por la defensa del doctor Rubén Omar 

Caro. 

  II.- RECHAZAR  la remoción del doctor Rubén 

Omar Caro, titular del Juzgado Federal de Zapala,  

requerida por el Consejo de la Magistratura en 

orden a la causal constitucional de mal desempeño 

en sus funciones (artículos 53, 110 y 115 de la 

Constitución Nacional). 

  III.- IMPONER  las costas al Fisco (art. 39 

párrafo 2° Reglamento Procesal del Jurado). 

  IV.- HACER SABER  al Consejo de la 

Magistratura lo resuelto precedentemente a fin de 

que el magistrado sea reintegrado a sus funciones 

(artículo 38 del Reglamento Procesal del Jurado). 

  V.- COMUNICAR la presente resolución a la 

Corte Suprema de Justicia de la Nación, al Consejo 

de la Magistratura, al Ministerio de Justicia y 

Derechos Humanos y a la Cámara Federal de 

Apelaciones de General Roca, a sus efectos.  

   VI.- ORDENAR la publicación integra del 

presente en el Boletín Oficial (art. 36 del citado 

reglamento). 


